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Prólogo 

 
Trinidad Jiménez 

 José Antonio Sanahuja* 

 
 
En el año 2000, Telefónica y Fundación Carolina iniciaron su colaboración en 
proyectos de cooperación iberoamericana en materia de ciencia, cultura, tecno-
logía e innovación. Pasados 20 años, en un contexto en el que las relaciones con 
la región han transitado hacia modalidades de cooperación más horizontales y 
flexibles, ambas instituciones acordamos lanzar una nueva iniciativa para la pro-
moción de los estudios y análisis, centrada en la transformación digital de las so-
ciedades, la economía y la educación iberoamericanas.  

Para ambas instituciones, esta propuesta se encauzaba en un proceso de con-
vergencia de propósitos, en tanto Telefónica había impulsado en 2018 el concepto 
de “nuevo pacto digital” —orientado a construir una conectividad inclusiva y sos-
tenible—, y las actividades de la Fundación Carolina se alineaban de pleno con la 
Agenda 2030, según la cual “la difusión de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones y la interconexión mundial tienen grandes posibilidades de ace-
lerar el progreso humano, reducir la brecha digital y desarrollar sociedades del 
conocimiento”. Como es sabido, los graves efectos sanitarios y socioeconómicos 
provocados por la situación de pandemia, tanto en Europa como en América Latina, 
enfatizaron el papel que la transformación digital podía cumplir para convertir la 
crisis en una oportunidad de desarrollo, según señalaba el informe Perspectivas eco-
nómicas de América Latina 2020 (OCDE/CEPAL/CAF/UE). A este enfoque, ade-
más, se agregaba la estrategia del Pacto Verde Europeo que —con la mirada puesta 
en un horizonte socialmente más justo, ecológico y digital— ha cobrado un nuevo 
impulso en una agenda de recuperación donde los países latinoamericanos emer-
gen como socios fundamentales de la Unión Europea.  

* Trinidad Jiménez es directora de Estrategia Global de Asuntos Públicos en Telefónica. José Antonio 
Sanahuja es director de la Fundación Carolina.
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Así, bajo el marco de una digitalización que contribuya a fortalecer las ins-
tituciones democráticas, mejorar la productividad, estrechar las disparidades so-
ciales y de género, formar en competencias tecnológicas, y garantizar la 
sostenibilidad medioambiental, nuestras instituciones abrieron, en diciembre de 
2020, la primera edición del programa: “Digitalización inclusiva y sostenible en 
América Latina”. El objetivo concreto consistía en apoyar estudios procedentes 
de la academia, centros de análisis o institutos científicos, dirigidos a generar co-
nocimiento experto, de utilidad para el diseño e implementación de estrategias 
innovadoras verdes e inclusivas, tanto en el sector privado como en el público. 
Exactamente un año después de su activación, el balance es alentador: se han 
realizado 10 trabajos de investigación, en una amplia gama de temáticas —inno-
vación empresarial, digitalización educativa, diseño urbanístico, atención a la 
discapacidad, modernización de las administraciones públicas, etc.—, en los que 
han participado un total de 60 especialistas (34 mujeres), procedentes de Argen-
tina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, España, México y Perú. 

Sin menoscabo de la calidad de todos los proyectos1, para este volumen se 
han seleccionado los cuatro estudios más relevantes del programa, en virtud de 
su excelencia científica y la contribución que, en términos prácticos, pueden apor-
tar a los/as responsables de las instituciones comprometidas con una digitaliza-
ción sostenible e inclusiva. El primero de ellos, liderado por Isabel Álvarez, 
directora del Instituto Complutense de Estudios Internacionales, lleva por título: 
“La transformación digital en Iberoamérica: una oportunidad para la inclusión 
en la era pos-COVID-19”. En él, tras describir el acceso a las tecnologías digitales 
en la región, se examina el estado de los servicios digitales en el ámbito educativo, 
la administración pública, el comercio electrónico y los servicios financieros de 
cuatro países: México, Uruguay, España y Portugal. Asumiendo que las tecnolo-
gías digitales pueden mejorar la eficacia y rendimiento en tales ámbitos, la inves-
tigación demuestra que la residencia, el sexo, la edad y los niveles de renta operan 
como factores que potencian o inhiben su desarrollo. Finalmente, se plantean un 
conjunto de reflexiones vinculadas al papel que pueda cumplir la colaboración 
público-privada y la cooperación internacional en el período pospandemia. 

El  segundo apartado recoge el estudio coordinado por el profesor Alan Fair-
lie, profesor principal de Economía de la Pontificia Universidad Católica del Perú. 
Bajo el título “Desafíos de digitalización para la internacionalización de la edu-

1  Gran parte de sus resultados se encuentran disponibles en el microsite: https://www.fundacionca-
rolina.es/digitalizacion-inclusiva-america-latina.
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cación superior en los países de la CAN”, se analizan los retos de la digitalización 
universitaria, marcada por el carácter de “nativos digitales” del estudiantado, el 
incremento de la oferta académica en educación a distancia, la eclosión de las 
redes sociales o la incertidumbre sobre el papel formativo que las universidades 
puedan cumplir a futuro. A su vez, el trabajo expone el impacto de la pandemia 
en los procesos de internacionalización de la educación superior, y plantea cómo 
se están rediseñando las estrategias según enfoques más integrales e igualitarios. 
El estudio finaliza instando a una mayor colaboración entre las universidades de 
la región, para que adopten nuevas normativas nacionales y regionales, refuercen 
la formación docente y desarrollen metodologías más colaborativas e interdisci-
plinarias. Cabe destacar cómo, fruto de este trabajo, el equipo logró elevar y apro-
bar en el Parlamento Andino dos instrumentos normativos, en abril y en junio de 
2021, para que sus países ratifiquen el nuevo Convenio Regional de Reconoci-
miento de Estudios, Títulos y Diplomas de Educación Superior en América Latina 
y el Caribe de la UNESCO, y promuevan la internacionalización y la digitalización 
de la educación superior. 

A continuación, el tercer estudio, “Políticas urbanas para la inclusión digital 
en Iberoamérica” —dirigido por Juan Luis Manfredi, profesor de la Universidad 
de Castilla-La Mancha, y titular de la cátedra Príncipe de Asturias de la Universi-
dad de Georgetown— analiza las estrategias públicas de integración de la disca-
pacidad en 14 áreas urbanas. El trabajo se enmarca en una línea de investigación 
centrada en la expansión de las políticas públicas de las ciudades hacia nuevos 
modelos de desarrollo territorial, profesionalización de la dirección municipal, 
impacto de género y desigualdad. Así, en sintonía con los criterios de inclusión 
de la “nueva agenda urbana” —que introducen métricas de integración, erradican 
la adopción de medidas sesgadas, ensanchan el alcance de los servicios sociales 
e involucran tanto a actores públicos como privados—, el estudio se detiene en la 
atención preferente que merecen las personas con discapacidad en el contexto 
de la transformación digital. La recolección de datos y sistematización de resul-
tados desemboca en un apartado conclusivo enfocado hacia tres grandes ejes: 
otorgar mayor autonomía individual a las personas afectadas, facilitar la accesi-
bilidad física y digital, y promover la sensibilización social tanto de la ciudadanía 
como de las instituciones públicas.  

Por último, el cuarto capítulo, dedicado a examinar: “El rol de los sistemas 
de control de gestión como dinamizadores de la transformación digital en las em-
presas de España y América Latina”, se ocupa de los retos que afrontan los/as res-
ponsables de gerencia empresarial, en tanto la digitalización implica nuevos 
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modelos de negocio, estructuras organizativas, relaciones colaborativas o proce-
sos comerciales. La investigación, encabezada por Mª Beatriz González, profe-
sora de Ciencias Económicas de la Universidad de Vigo, profundiza en el estudio 
del impacto de los “sistemas de control de gestión empresarial” (SCG) sobre la 
transformación digital a través del estímulo de capacidades dinámicas digitales. 
A partir de un trabajo en el que se ha encuestado a más de 300 perfiles empresa-
riales, colombianos y españoles, procedentes de un amplio espectro de sectores 
(inmobiliario, educativo, de la construcción, financiero, sanitario, energético, 
etc.), el estudio corrobora cómo el énfasis que las empresas ponen en los instru-
mentos innovadores de los SCG influye positivamente en su éxito de cara a la 
transformación digital. 

Tras los resultados de la primera edición, desde Telefónica y Fundación Ca-
rolina tenemos previsto consolidar este proyecto común, dotando de continuidad 
a una línea de estudios que rastree y se adelante a las tendencias del futuro. La 
digitalización empresarial y de las administraciones públicas, la conectividad in-
clusiva, el uso ético y responsable de las tecnologías, o el avance hacia economías 
más sostenibles constituyen sin duda asuntos que continuarán definiendo en los 
próximos años la agenda compartida de España, Europa y América Latina. De ahí 
nuestra vocación por seguir incentivando la generación y la difusión de la ciencia y 
el conocimiento en la Comunidad Iberoamericana y los países que la integran, así 
como apoyando las labores de sus equipos de investigación y suministrando insu-
mos a los/as responsables de nuestras políticas públicas. Y, cómo no, por proseguir 
con nuestra fructífera colaboración institucional en cooperación avanzada en favor 
de la fortaleza institucional, el bienestar social, la prosperidad económica y la sos-
tenibilidad de nuestras sociedades. 
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1. La transformación digital en  
Iberoamérica: una oportunidad para  
la inclusión en la era pos-COVID-191 

 
Isabel Álvarez 

Cipriano Quirós 
Raquel Marín 
Lisset Medina 

Antonio Biurrun 
 
 
 

1. Introducción  
 

El exponencial crecimiento de las tecnologías de la información y las comunica-
ciones (TIC) y la conectividad en red de las últimas décadas han servido de base 
para que la digitalización se haya definido como uno de los procesos que serán 
clave en el periodo pospandemia. El uso generalizado y el impacto de estas tec-
nologías se extiende a numerosas esferas, desde la actividad económica, ya sea 
productiva, comercial o financiera, hasta la salud, la educación, y los servicios al 
ciudadano y las relaciones con las instancias de la Administración pública. No 
obstante, una aproximación a las oportunidades que brindan estas tecnologías 
invita, al mismo tiempo, a hacer un ejercicio riguroso que permita controlar las 
posibles asimetrías o desigualdades que puedan generarse o acentuarse en los 
países de Iberoamérica. Por ello es relevante reflexionar sobre la capacidad de la 
región, en el contexto de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, y en los sectores 

1  Este documento se redacta como Informe Final del proyecto de investigación titulado Desigualdad 
digital en Iberoamérica. Retos en una sociedad conectada, realizado al amparo de la convocatoria del 
Programa de Ayudas al Estudio Fundación Carolina y Telefónica, sobre “Digitalización inclusiva y 
sostenible en América Latina”. 
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público y privado, proporcionando explicaciones sobre el acceso y habilidades de 
la población que contribuyan a contener o corregir las posibles brechas relacio-
nadas con la digitalización que permitan un mejor aprovechamiento de esa tran-
sición digital, y que esta pueda concebirse como un mecanismo conducente a la 
inclusión como clave de desarrollo pospandemia. 

Como es bien sabido, uno de los cambios tecnológicos más importantes y 
de carácter disruptivo del siglo XX, tanto por su intensidad como por su exten-
sión a múltiples sectores y usos, es el relacionado con las TIC. Su impacto en la 
economía y la sociedad ha sido particularmente notable debido a su amplia di-
fusión, también a través de las fronteras de los países, lo que explica que en su 
día comenzara a hablarse de la emergencia de un nuevo paradigma tecnoeco-
nómico en el que predominaba la generación y uso de estas técnicas, que pro-
piciaban tanto el procesamiento y tratamiento de gran cantidad de información 
como su transmisión a gran velocidad. 

El debate en el plano del desarrollo económico, en una primera fase, se 
centraba en el análisis de los efectos de la generación de TIC en la producti-
vidad y, por ende, en su impacto en la desigualdad entre países productores 
y países usuarios; esto es, el dilema establecido por la disyuntiva entre inno-
vación e imitación, que concluiría con su aceptación como las dos caras de 
un mismo proceso gracias fundamentalmente a las contribuciones de la eco-
nomía evolucionista (Verspagen, 2001), enfoque centrado en la comprensión 
de los sistemas económicos desde una perspectiva dinámica que enfatiza el 
papel de la innovación y el avance tecnológico como determinantes del cre-
cimiento económico (Nelson y Winter, 1982; 2002). Algunas de las aporta-
ciones más relevantes del pensamiento evolucionista y neoschumpeteriano 
están centradas en la conexión entre innovación, rutinas y capacidades di-
námicas (Nelson y Winter, 1982; Teece y Pisano, 1994), la difusión de inno-
vaciones y el papel del mercado (Nelson y Winter, 2002; Metcalfe, 1998; 
Malerba y Orsenigo, 1997) y la conexión entre destrucción creativa y emer-
gencia de innovación desde la perspectiva de la complejidad (Witt, 2002), 
llegando hasta la denominada cuarta revolución industrial o industria 4.0, 
que combina técnicas avanzadas de producción y operaciones con tecnolo-
gías inteligentes. 

La clave interpretativa se asienta en que la innovación puede acentuar la 
desigualdad, debido al carácter acumulativo de las tecnologías y el proceso de 
dependencia del pasado que describen los procesos innovadores; por su parte, 
la imitación se entiende como una forma que contribuye a disminuir la desi-
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gualdad a través de la difusión de tecnologías, un argumento que también se 
comparte en la visión del crecimiento centrado en la existencia de instituciones 
sólidas y robustas que encontramos, por ejemplo, en el trabajo de Acemoglu y 
Robinson (2012). Lo cierto es que la nueva fase de evolución de las TIC —que 
ha venido a denominarse generalmente digitalización— se caracteriza por una 
difusión acelerada de estas tecnologías, proceso que se ha generado en paralelo 
a una expansiva ola de conectividad internacional; o, en otras palabras, el pro-
ceso de generalización del acceso a internet por parte tanto de la población en 
general como de los usuarios con fines económicos y/o sociales. Cabe asumir, 
por lo tanto, que las TIC son por lo general tecnologías de amplio espectro, con 
numerosas posibilidades, incluso propósitos y usos múltiples, y que se aplican 
en diversos ámbitos tales como el personal, el productivo, el educativo, el fi-
nanciero y el de la Administración pública, entre otros. 

No obstante, frente al intenso proceso de expansión de estas tecnologías, 
persiste la existencia de notables asimetrías, tanto en el plano internacional —por 
el diferente acceso que muestran regiones y países— como en el interior o inter-
territorial. Este aspecto nos lleva de la mano hasta el debate, aún inconcluso, 
sobre la relación entre tecnología y desigualdad; en este caso, encontramos pro-
blemas tanto de desigualdad geográfica como de desigualdad por segmento de 
ingreso o renta, de nivel educativo, de etnia y de género. Por esta razón, la per-
meabilidad que caracteriza el proceso de digitalización abre espacios para recon-
siderar la amenaza de la “brecha” de acceso a internet y el hecho de que se haga 
aún más profunda ante el riesgo que enfrentan determinados grupos de población 
de quedar al margen de las oportunidades y ventajas del progreso.  

Si bien esta brecha ha ido reduciéndose con el paso del tiempo —gracias al 
aprovechamiento de una parte del potencial de la digitalización en la genera-
ción de valor económico y valor social—, en numerosas actividades y usos para 
los que se requieren destrezas digitales, emerge un nuevo enfoque de desigual-
dad referido a las habilidades digitales de los individuos. La premisa es que tales 
habilidades permitirán mejorar la adaptación a los cambios que se requiere en 
numerosas ocupaciones, máxime cuando muchos están por dilucidarse, supon-
drán un uso más pleno de muchos servicios digitales e incluso generarán un in-
cremento de la confianza en el entorno digital. Estos ámbitos son los que 
definen los distintos niveles de la brecha digital e invitan a su estudio porme-
norizado en el caso de Iberoamérica.  

En este sentido, los institutos de estadística de muchos países han realizado 
un importante esfuerzo e incorporan la medición de aspectos vinculados al uso 
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de TIC y la construcción de indicadores de digitalización, a partir de informa-
ción que se obtiene bien a través de la generación de encuestas nuevas especí-
ficamente diseñadas para este fin bien mediante la inclusión de nuevas 
preguntas en las encuestas previamente existentes. También en Iberoamérica, 
se han desarrollado encuestas específicas en algunos países; sin embargo, el ac-
ceso a los microdatos (procedentes de estas encuestas) está disponible para 
cualquier investigador que los solicite solo en los casos de España, México, Por-
tugal y Uruguay. Esta información, desagregada por hogares e individuos, per-
mite un análisis más rico y preciso sobre los determinantes del uso de los 
servicios digitales, frente a los datos agregados por países o regiones. 

El objetivo central de este trabajo es analizar la situación del acceso a las 
TIC y la desigualdad digital que enfrenta Iberoamérica, con especial atención 
al género y la localización. Se abordan, además, los siguientes objetivos es-
pecíficos:  

En primer lugar, una revisión en profundidad de los antecedentes teóricos 
y empíricos sobre la relación entre digitalización y desigualdad.  

En segundo lugar, se realiza un análisis descriptivo del acceso a las tecno-
logías digitales en la región a partir de los datos agregados, así como de los pro-
gramas definidos y las acciones emprendidas en la región iberoamericana, y se 
estudia la relación entre desigualdad y digitalización como mecanismo que ha-
bilita mayores cotas de desarrollo.  

En tercer lugar, se elabora un indicador sintético de habilidades digitales a 
partir del compendio de indicadores disponibles y los microdatos de las encues-
tas sobre uso de las TIC realizadas en los cuatro países con disponibilidad de 
información anteriormente citados. Tras su aplicación y el cálculo de los valores 
que adopta el indicador sintético para cada uno de los individuos de la muestra, 
en los cuatro países, se analiza la distribución poblacional del indicador res-
pecto a distintos factores, destacando específicamente los de género y de loca-
lización (en particular, zonas rurales frente a urbanas).  

En cuarto lugar, se realiza un análisis de los determinantes de uso de dis-
tintos servicios digitales, identificando qué elementos actúan como inhibidores 
y cuáles como potenciadores. El uso en el ámbito educativo, en el de la Admi-
nistración pública digital, el comercio electrónico y los servicios financieros, 
que pueden ser condicionantes del desarrollo económico y social, de la eficien-
cia de las Administraciones públicas, o del acceso a nuevos canales de comer-
cialización y distribución. Además del género, la localización y el nivel de renta, 
se incorporan como variables explicativas tanto las habilidades digitales como 
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la edad de la población, dado que algunos grupos, los de mayor edad, se encuen-
tran por lo general más alejados de la tecnología.  

La posibilidad de analizar información individualizada para países a ambos 
lados del Atlántico permite hacer un análisis comparado de la distribución pobla-
cional de las destrezas digitales, explorar los determinantes específicos e idiosin-
cráticos del uso de servicios digitales en entornos económicos y sociales diferentes, 
y extender la discusión de resultados al conjunto de Iberoamérica. Además, la 
identificación de elementos inhibidores y potenciadores servirá para diseñar un 
conjunto de recomendaciones e implicaciones para los países de la región. 

A esta introducción le sigue, en la sección segunda, una revisión de la relación 
entre digitalización y desigualdad, por lo que a lo largo de las páginas siguientes 
se presenta una revisión de las principales contribuciones teóricas y empíricas con 
las que contamos a día de hoy. En la sección tercera se muestran las desigual-
dades de acceso a las tecnologías digitales en los países de la región, exponién-
dose las estadísticas agregadas disponibles, así como un recorrido por la definición 
de las acciones gubernamentales que se han puesto en práctica en los diferentes 
países iberoamericanos, vinculadas a la relación entre desigualdad y digitalización. 
El uso de las tecnologías digitales con fines económicos y sociales —en servicios 
en el ámbito de la educación, el comercio, las finanzas y la Administración pú-
blica— es el objetivo de la cuarta sección del informe. En la quinta sección se realiza 
un análisis econométrico a partir de los valores obtenidos en el cálculo y la aplica-
ción del índice de digitalización. Todo ello permitirá extraer, en la sección sexta, 
ideas y conclusiones, así como algunas implicaciones que podrían conducir a re-
comendaciones en sentido amplio y que son susceptibles de incorporarse en la de-
finición de acciones para la toma de decisiones en la región. 

 
 

2. Antecedentes 
 

El análisis de la brecha digital constituye una línea de investigación en auge 
dentro de la más amplia referida a comprender los efectos del cambio tecnoló-
gico, la evolución de las TIC y su impacto en la productividad y el crecimiento 
y, más recientemente, la denominada cuarta revolución industrial o revolución 
digital. De hecho, los trabajos analíticos sobre brecha digital han sido amplia-
mente desarrollados en las últimas décadas. Las aportaciones se han centrado 
generalmente en el análisis del acceso de la población a internet, y las habilida-
des digitales de los individuos, aspectos que constituyen los denominados como 
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primer y segundo nivel de la brecha digital, respectivamente. Algunos trabajos 
recientes aluden al denominado tercer nivel de la brecha digital, que hace refe-
rencia a los resultados que el usuario obtiene gracias al acceso a internet. Este 
tercer nivel es quizás el de mayor relevancia para entender la relación entre el 
proceso de digitalización y el comportamiento de las desigualdades, ya que las 
diferencias observadas entre distintos grupos de población sobre los frutos ge-
nerados por el uso de internet son también el factor que en mayor medida in-
crementaría las desigualdades sociales existentes (Scheerder et al., 2017).  

Una mejor comprensión de los elementos subyacentes a la complejidad de 
este fenómeno podría contribuir a la detección de cuáles son los aspectos más 
relevantes desde el punto de vista analítico. Además, su conocimiento más de-
tallado también permite extraer ideas fundamentadas que contribuyan a la ela-
boración de políticas sociales orientadas a lograr una sociedad más igualitaria; 
para ello, es necesario realizar un análisis profundo en el que se incluyan diver-
sas perspectivas, considerando tanto las condiciones tecnológicas como econó-
micas, políticas y sociales, específicas de cada país.  

Una mirada a la trayectoria seguida por el avance tecnológico permite ob-
servar que, fundamentalmente desde el último cuarto del siglo XX, se ha asis-
tido a una creciente difusión y adopción de las TIC en la economía mundial, 
lo que ha generado que se haya dado también un rápido desarrollo de compe-
tencias en la población relacionadas con estas tecnologías, incrementando así 
el nivel de cualificación de la fuerza de trabajo y, por ende, la productividad y 
los salarios de los trabajadores más cualificados. Por el contrario, un menor 
nivel de cualificación relativa sitúa la falta de competencias relacionadas con 
las TIC como uno de los elementos con más repercusión en los niveles sala-
riales y de productividad, lo que supondría que los trabajadores puedan que-
dar descolgados de lo que Parayil (2007) denomina la nueva economía 
tecnocéntrica.  

La consecuencia inmediata es que las habilidades relacionadas con el uso 
de internet tienen cabida a día de hoy como objetivo prioritario de las políticas 
de desarrollo, una afirmación plausible en términos generales, y que se acentúa 
ante el hecho de que la denominada economía de las plataformas permite un 
mayor acceso a nuevos mercados tanto a individuos como a empresas que, de 
otra forma, probablemente quedarían excluidos (Bawden y Robinson, 2002; 
Eshet-Alkalai, 2004; Funtowicz, O’Connor y Ravetz, 1999; Hargittai y Walejko, 
2008; Hilbert, 2011; Leiner y Stoll-Kleemann, 2009; Martin y Rader, 2003; Mar-
tin, 2006; Poore, 2011).  
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Las nuevas oportunidades de la digitalización han acelerado la denominada 
como economía de plataformas, en la que se hace referencia a la actividad eco-
nómica y social que se desarrolla en marcos tecnológicos, a través de la creación 
de nuevos mercados caracterizados por una mayor personalización a gran es-
cala, de rápida innovación, y por la recopilación y el uso de datos detallados del mer-
cado y el consumidor (Levin, 2011). Así pues, McAfee y Brynjolfsson (2017) 
consideran el auge de las plataformas como uno de los tres eventos icónicos de la 
“revolución digital”, e identifican tres pilares que se deben repensar en el proceso 
de integración de las nuevas tecnologías en la economía y la sociedad: 1) la sustitu-
ción de las mentes por máquinas (inteligencia artificial), 2) la combinación de pro-
ductos y plataformas (Amazon, Spotify, Apple, Airbnb, Facebook, Uber, etc.), y 3) el 
equilibrio entre las actividades centrales de las compañías (core) y la participación 
de la multitud (crowd) a través de redes de innovación globales, todo ello enmarcado 
en el propósito de identificar soluciones en un mundo complejo y cambiante. 

La dinámica descrita en el párrafo anterior se hace cada vez más presente 
también en países de bajos ingresos en los que operaría un incremento de las 
rentas situadas por debajo de la media, lo que genera un alivio en los niveles de 
desigualdad de manera indirecta; no obstante, debido a la correlación positiva 
que se da entre habilidades digitales, cualificaciones de los trabajadores y ni-
veles salariales, también podría contribuir a una mayor acumulación de riqueza 
en la cúspide de la pirámide de la población según la distribución de la renta 
(Acemoglu, 2002; Freeman, 2011). Un motivo de este posible ajuste es que las 
TIC pueden potenciar las rentas de aquellos que poseen grandes cantidades de 
información acerca de los usuarios de internet (Bauer, 2018).  

Esta relación ha llevado a observar un proceso de convergencia entre los 
ingresos nacionales medios, a la vez que la desigualdad a nivel nacional muestra 
una tendencia creciente (Atkinson, 2008; Bourguignon, 2015; Milanovic, 2012 
y 2016). En particular, la evidencia disponible demuestra que un incremento de 
los niveles de desigualdad en los países más avanzados y emergentes, al igual 
que en los países de renta media y baja, contribuye a una reducción de la po-
breza en la base de la pirámide y a un crecimiento de los ingresos medios. Estas 
fuerzas, en paralelo, han agravado la desigualdad en la distribución interna de 
la renta, aunque los incrementos de renta en el segmento de ingreso medio pue-
den facilitar la introducción de medidas de corte asistencialista que permitan 
compensar los incrementos de desigualdad.  

La evidencia también demuestra que la innovación digital puede reducir 
el grado de volatilidad de los ingresos, algo positivo para el desarrollo de los paí-
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ses (Bauer, 2018). Algunos de los efectos directos más reseñables de la interacción 
entre digitalización y desigualdad están vinculados a las economías de escala que 
le son propias a la economía digital, observables mediante la generación de redes 
y sus potenciales externalidades, también a través de las nuevas oportunidades 
de innovación y, en definitiva, de la aceleración del cambio tecnológico (Bauer 
y Latzer, 2016).  

El papel de las TIC en tanto que catalizadoras de los cambios observados 
en las ratios de desigualdad quedaría plasmado, tal como expone Bauer (2018), 
en la generación de tres fenómenos diferenciados: en primer lugar, las TIC pro-
vocan variaciones de la productividad de los factores de producción (capital y 
trabajo) e igualmente en la información. Estos cambios en los niveles de pro-
ductividad relativa de los factores son determinantes de la demanda de capital 
y de trabajo, una dinámica que tiene repercusiones directas en su remunera-
ción. En segundo lugar, las TIC tienen un gran potencial en la mejora de la coor-
dinación económica, por lo que ahondan en la división del trabajo y estimulan 
también la deslocalización de los procesos productivos, lo que afectaría direc-
tamente a la distribución de renta. Por último, en tercer lugar, las TIC funcionan 
como un incentivo y un elemento facilitador del proceso de innovación digital, 
lo que implica la creación de empleos de alta remuneración, al mismo tiempo 
que necesita de un gran número de empleos de baja cualificación, lo que deriva 
en un proceso de polarización de la distribución de la renta.  

Las políticas públicas pueden contribuir igualmente a aliviar el incre-
mento de las desigualdades sociales provocado por la digitalización. Para ello, 
es necesario que se definan programas y medidas que incluyan iniciativas que 
vayan más allá de las tradicionales políticas orientadas a reducir la brecha di-
gital. A este respecto, cabe subrayar la idea de que el acceso a las TIC está con-
dicionado por un abanico de factores que integra tanto los de carácter 
socioeconómico como los políticos, culturales, sociales y tecnológicos. Por esta 
razón, el contexto institucional, considerado en sentido amplio, determina cuál 
podría ser el impacto de las TIC en la desigualdad, teniendo presente que estas 
tecnologías cuentan con potencial para beneficiar a la sociedad en su conjunto. 
El logro de este objetivo requeriría contar con la reconfiguración de todo el sis-
tema institucional, orientándolo hacia un desarrollo sostenible y equitativo de 
las TIC, lo que constituye un primer paso clave para lograr también la integra-
ción de la economía informal en la tradicional; de esta manera, y a través del 
desarrollo de las TIC, se podrían aminorar las asimetrías entre los dos ámbitos 
(Parayil, 2007).  
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Cabe subrayar aquí el argumento que defiende Spangenberg (2005) 
cuando afirma que las medidas de la política pública que estén relacionadas 
con la digitalización deben centrar el foco en el afianzamiento de las compe-
tencias digitales, porque son estas las que pueden conducir a los países hacia 
una senda de sostenibilidad, pasando de una “sociedad de la información” a una 
“sociedad del conocimiento”. Otras medidas posibles son las relacionadas con 
la política fiscal, especialmente las acciones dirigidas a las rentas más altas, así 
como aquellas relacionadas con la regulación del mercado de trabajo y el poder 
de negociación, así como con la imposición de los incrementos de los ingresos 
del capital en relación a los ingresos del trabajo (Alvaredo et al., 2013). 

En definitiva, tal como han advertido numerosos autores, el principal ob-
jetivo deseable de los programas de incentivos a la digitalización es evitar la 
concentración de la información y los medios, así como las rentas derivadas 
de estos en la parte alta de la pirámide según la distribución de ingresos (Al-
barran y Moellinger, 2002; Bagdikian, 2004; Castells, 2000; Doyle, 2002; Her-
man y McChesney, 1997; Herman, 2000; McChesney, 2004). El Estado puede 
jugar un papel fundamental en este sentido, siendo el principal responsable 
de impedir o regular la formación o consolidación de una “oligarquía digital” 
(Sharma et al., 2016).  

Estamos, por lo tanto, ante una relación compleja, dada la singularidad 
de las características económicas y tecnológicas de la digitalización. Sin em-
bargo, algunos estudios han tratado de esbozar cuáles son las condiciones y 
los escenarios en los que predominan efectos positivos de la digitalización 
sobre la desigualdad. Siguiendo a Bauer (2018), cabe distinguir al menos tres 
escenarios tipo:  

 
• En un primer escenario, la existencia de un mayor grado de digitalización 

puede redundar en un descenso de las ratios de desigualdad, si los niveles de 
educación y habilidades digitales de la fuerza de trabajo son elevados y están 
en constante evolución, si se llevan a cabo programas de adaptación a las nue-
vas condiciones de los mercados para trabajadores y empresas, y si se aplican 
medidas que promuevan la igualdad. 

 
• En un segundo escenario, un mayor grado de digitalización puede redundar 

en el crecimiento de las ratios de desigualdad, si los niveles de educación y 
habilidades digitales de la fuerza de trabajo son heterogéneos, si son limita-
dos los programas de adaptación a las nuevas condiciones de los mercados 

[ 19 ]



para trabajadores y empresas, y si se dejan de tomar medidas de alivio de la 
desigualdad. 

 
• En el tercer escenario, un mayor nivel de digitalización puede también redun-

dar en un crecimiento de las ratios de desigualdad, y a su vez en incrementos 
estables de los ingresos medios y medianos, o incluso en una mayor participa-
ción del factor trabajo en el mercado, siendo más probable que en países de 
ingresos bajos o medios y en zonas rurales se logre un mayor acceso y conec-
tividad digitales. Podría ser deseable, por lo tanto, realizar avances en el de-
sarrollo de estos casos.  

 
La principal conclusión extraíble de las fuentes consultadas es la necesidad 
de realizar un análisis en profundidad y, sobre todo, caso por caso, de las in-
teracciones entre los procesos de digitalización y el cambio en las tasas de 
desigualdad de los países, dada la complejidad de los posibles efectos que 
se derivan de esta relación, así como el amplio sistema institucional en el que se 
enmarcan y la elevada dependencia de las condiciones específicas de cada 
contexto.  

Hasta ahora se han analizado los potenciales efectos de la digitalización y 
las TIC en las ratios de desigualdad, pero esta relación permite también obser-
var interacciones en la dirección opuesta: la desigualdad en la distribución de 
la renta puede condicionar los procesos de digitalización de las economías, así 
como la brecha digital que de ellos deriva. Por ejemplo, en el estudio de Fuchs 
(2009) se calcula que algunos de los principales determinantes de la brecha di-
gital son el ingreso per cápita, el grado de urbanización, la desigual distribución 
de la renta o la calidad democrática2. En su trabajo se estima que, si la desigual-
dad creciera en un 30% en todos los países, habría 220 millones de usuarios de 
internet menos (un 21,3% del total), y se concluye que es improbable que se cie-
rre la brecha digital mientras existan altas ratios de desigualdad tanto entre paí-
ses como en el interior de estos.  

Otro aspecto destacable sobre los procesos de digitalización, y sus conse-
cuencias en la sociedad, es la posibilidad de que se afiancen las desigualdades 
de género y que no necesariamente disminuyan o se contribuya a hacerlas de-
saparecer. De hecho, tal como se sostiene en el estudio de Mendonça et al. (2015) 

2  En concreto, el ingreso per cápita tiene un efecto superior en 3,7; 4,4 y 5,3 veces que los determinan-
tes mencionados, respectivamente.
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la posibilidad de pertenecer a los grupos de “pobres digitales” o de “clase media 
digital” es un 15,5% y un 3,9% mayor para las mujeres, respectivamente. Ade-
más, los hombres tienen mayor probabilidad de llevar a cabo prácticas profe-
sionales y personales relacionadas con las TIC (Comisión Europea, 2010; 
OCDE, 2012; Srinuan y Bohlin, 2011), lo que conduce a considerar la cuestión 
de la brecha de género funcional en el mercado laboral que sitúa a las mujeres 
en una peor situación relativa, alentando a seguir definiendo acciones que, por 
ejemplo, incentiven la participación femenina en los estudios de disciplinas 
STEM (que responde al acrónimo en inglés de Science, Technology, Engineering, 
Mathematics) lo que les concedería una mejor formación para su integración 
laboral plena.  

Para finalizar esta sección, cabe aludir al papel de la digitalización y sus 
distintas dimensiones en el actual contexto de los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible (ODS). Particularmente, teniendo en cuenta el vínculo que presenta con 
el ODS 1 (fin de la pobreza), el ODS 4 (educación de calidad), el ODS 5 (igualdad 
de género), el ODS 8 (trabajo decente y crecimiento económico), el ODS 9 (in-
dustria, innovación e infraestructura) y el ODS 10 (reducción de las desigual-
dades), por lo que parece necesario actuar de manera coordinada en la 
elaboración de políticas orientadas a impulsar una mayor digitalización en favor 
del desarrollo.  

 
 

3. Desigualdad digital en Iberoamérica. ¿Qué nos dicen los datos? 
 

3.1. El acceso a las tecnologías digitales 
 

Las TIC han sido y son parte fundamental de la comprensión del creci-
miento económico y el avance de la productividad de los países en las últi-
mas décadas. En efecto, aquellos países que tienen un alto desarrollo de 
infraestructura de redes de comunicaciones tienden a mostrar igualmente 
una buena posición en términos de competitividad (Katz, 2009). Ante esta 
premisa, para el propósito de este trabajo tiene interés realizar la contextua-
lización y el análisis de la posición de los países de la región iberoamericana 
en términos de infraestructura, conectividad y desarrollo de las habilidades 
digitales de su población, lo que permitirá tanto definir estrategias para me-
jorar su posición competitiva en el mercado mundial como afrontar los de-
safíos sociales.  
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Según el Índice de Desarrollo del Ecosistema Digital de 2018, compuesto 
por ocho pilares relacionados con infraestructura, conectividad, digitalización 
de los hogares, digitalización de la producción, intensidad competitiva, in-
dustrias digitales, factores de producción y marcos regulatorios, América La-
tina y el Caribe (ALC) está posicionada en un nivel de desarrollo intermedio, 
adoptando un valor del índice de 49,92 (en una escala de 0 a 100), lo que si-
tuaría a la región en una posición más avanzada que África (35,05) y también 
ligeramente mejor que Asia Pacífico (49,16). Sin embargo, en términos com-
parados, la región muestra una posición de desventaja y rezago digital res-
pecto a otros bloques tales como Europa y América del Norte (CAF, 2017; CAF 
et al., 2020). 

El hecho es que el acceso a la tecnología está condicionado por la exis-
tencia de una infraestructura digital que aún dista de ser óptima, sigue pre-
dominando una estructura productiva heterogénea, son elevados los niveles 
de informalidad laboral, y siguen siendo persistentes otras formas de desi-
gualdad social tales como la referida al nivel de ingresos, la educación, la 
edad, el género y la geografía, entre otros factores estructurales (CEPAL, 
2020; Courtois y Verdegem, 2014; Loges y Jung, 2001). De hecho, en el trabajo 
de Katz y Callorda (2016), basado en un análisis de la pirámide sociodemo-
gráfica, se muestra que el problema de asequibilidad de las TIC obedece fun-
damentalmente a un problema relacionado con la distribución de ingresos en 
América Latina. La región presenta, por un lado, un claro desfase entre des-
pliegue de infraestructura y adopción de tecnología y, por el otro, un desarro-
llo desigual de capital humano para avanzar en el terreno de la innovación 
digital (Katz, 2015).  

No obstante, aunque queda mucho por hacer, se puede apuntar que se 
han realizado importantes avances en el despliegue de infraestructuras y me-
jora de la conectividad (OCDE, 2020): un hecho destacable es que el número 
de hogares conectados a internet en ALC creció un 103% entre los años 2010 
y 2016. Según la información disponible más reciente, el 66,7% de los habi-
tantes de la región tenían conexión a internet en 2019. Pese a ello, siguen 
siendo persistentes algunas dificultades relacionadas con variables sociode-
mográficas, como la edad y la localización, lo que hace que una parte de la po-
blación, debido a su condición económica y social, carezca incluso de acceso 
a las tecnologías digitales (CEPAL, 2018; 2020).  

Son diversas las razones que explican esta situación y si bien hay una mul-
tiplicidad de factores vinculados a la dificultad de acceso a internet, uno que 
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es importante, aunque se haya moderado, sigue siendo el coste de la banda 
ancha, al que se suman los relacionados con la accesibilidad o disponibilidad 
de infraestructuras de red, especialmente en zonas remotas y alejadas de los 
centros urbanos. De hecho, la correlación entre población rural y accesibilidad 
digital es negativa, lo que hace que aquellos países con un porcentaje menor 
de población rural (Brasil, México, Argentina) posean un mayor número de 
suscripciones a telefonía móvil, mientras que en los países con altas tasas de ru-
ralidad (Guatemala, Paraguay, Ecuador, Bolivia, Panamá), el número es bas-
tante menor (Barrantes, Agüero y Aguilar, 2020).  

Frente a los promedios para la región, cabe destacar que también en este 
caso se observa una elevada heterogeneidad intrarregional que se refleja en 
las diferencias existentes en los países de ALC. Como puede observarse en el 
Gráfico 1, en casos como los de Chile y Argentina, el porcentaje de hogares 
con acceso a internet supera el 80%, estando el valor de este indicador pró-
ximo al 70% en Costa Rica y Uruguay, y por encima del 60% en Brasil y Pa-
namá. En el otro extremo, la penetración es mucho menor en países tales 
como El Salvador, Nicaragua, Paraguay y Bolivia, en los que el porcentaje de 
hogares que cuenta con acceso a internet apenas llega a ser el 20%. 

A estas diferencias hay que añadir las que obedecen a la diversidad terri-
torial, dado que más del 90% de los hogares rurales no cuentan con conexión 
a internet de acuerdo a la información proporcionada por la CEPAL (2020). A 
su vez, la existencia de muchas lenguas indígenas en la región cabe concebirla 
como otra barrera de acceso debido a la ausencia, muy generalizada, de re-
presentación en internet (Galperín, 2017). Lo cierto es que incluso en países 
con una mejor situación, tales como Chile, Costa Rica y Uruguay, solo cerca 
de la mitad de los hogares rurales están conectados (CEPAL, 2020; CAF, 
2020). Estos valores vienen a reflejar que se da un nivel importante de mar-
ginalización digital, un problema sobre el que es necesario actuar y que jus-
tifica la realización de un estudio detenido, en profundidad, y de carácter 
individualizado.  

Asimismo, cabe reseñar que, si bien el coste de la banda ancha no es idén-
tico entre los distintos países, las empresas prestadoras del servicio han de-
sarrollado un buen número de planes, paquetes y bolsas de datos con diferentes 
vigencias y capacidades (algunos ejemplos son los servicios móviles prepago, 
los bonos diarios o semanales, los pagos semanales, etc.), con el propósito de 
brindar mayores facilidades de acceso a internet y ofrecer opciones inclusivas 
y específicas en cada país. 
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GRÁFICO 1. Porcentaje de hogares con acceso a internet, por país, 2017 

 
Fuente: Observatorio Regional de Banda Ancha (ORBA) de la CEPAL con base en Datos de UIT, 
World Telecommunications Indicators Database, 2017. 

 
Es cierto que en la última década la conectividad ha crecido de manera 

exponencial, aunque aún existen diferencias sustanciales en las tasas de pe-
netración de la telefonía fija y móvil, y en la opción de banda ancha, tanto 
entre países como en el interior de estos al realizar la comparación entre los 
distintos territorios o regiones de un mismo país. Los esfuerzos realizados en 
la región han sido importantes y han estado orientados a la inclusión social; 
sin embargo, solo el 67% de los hogares urbanos está conectado a internet, 
mientras que en la mayoría de las zonas rurales apenas se cuenta con conexión 
o incluso se carece de ella. Las diferencias interterritoriales se hacen palpables 
al comparar la proporción de usuarios en las zonas rurales respecto a los lo-
calizados en zonas urbanas. Puede observarse, en el Gráfico 2, que países 
como Uruguay, Costa Rica y Brasil cuentan con un elevado número de usua-
rios en las zonas rurales, superior al 60% de la población, siendo sobresaliente 
el dato correspondiente al último caso. Sin embargo, las diferencias más no-
tables se dan en países como Perú y Bolivia, en los que la proporción de usua-
rios es inferior al 20% de la población rural, y también en los casos de 
Colombia y El Salvador, países en los que el porcentaje de usuarios en zonas 
urbanas duplica el correspondiente a las zonas rurales.
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GRÁFICO 2. Usuarios de internet, por zona urbana y rural, 2018  
(porcentaje sobre el total de la población en cada zona) 

Fuente: CEPAL, 2021. 

 
La brecha digital en el ámbito rural está estrechamente relacionada con la 

desigualdad sociodemográfica. En 2017, en América Latina y el Caribe, más de 
56 millones de personas —el 46,5% de los pobladores rurales— se enfrentaban 
a una situación de pobreza monetaria, y el 20,5% de pobreza extrema (CEPAL, 
2019b). El acceso a servicios e infraestructuras básicas, como caminos, agua, 
electricidad, así como la conectividad (telecomunicaciones, internet, escasez 
de dispositivos tales como tabletas y computadoras) sigue siendo limitado para 
la población rural y la brecha en comparación con el ámbito urbano es notable 
(Saravia-Matus y Aguirre, 2019). En esta misma línea, Fort (2019) señala que el 
desafío es asegurar la provisión de una base (mínima) indispensable de infraes-
tructura rural, fundamental para el logro tanto del ODS 6 (agua limpia y sanea-
miento) como del ODS 9 (innovación, industria e infraestructuras), e incluso 
para el logro del ODS 1 (fin de la pobreza). De este modo, en la medida en que 
lo rural quede rezagado de las oportunidades de desarrollarse digitalmente, 
también podrían generarse externalidades negativas para la región, como una 
mayor inseguridad y violencia, e incluso la destrucción de recursos ambientales 
(Trivelli y Berdegué, 2019). 

Con todo, puede afirmarse que la región ha hecho progresos significativos 
en términos de penetración y uso de internet, la conectividad ha evolucionado, 
en particular la banda ancha, que en un principio estaba disponible exclusiva-
mente a través de las redes fijas, pero que actualmente ha sido superada por la 
tecnología móvil (OCDE, 2020). Además, algunos países de la región han me-
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jorado los marcos reglamentarios e institucionales, en buena medida gracias a 
la extensión de alianzas público-privadas. Sirva como ejemplo que, en los últi-
mos cinco años, países como Colombia, Honduras y Perú han logrado una par-
ticipación privada más eficaz en infraestructuras mediante la mejora de la 
regulación (OCDE/CAF/CEPAL, 2018). 

Estas mejoras entroncan directamente con el enfoque multidimensional 
que caracteriza a los ODS: la conectividad y el acceso a la tecnología están es-
trechamente relacionados con la inversión en infraestructura y en innovación 
(ODS 9), lo que implica necesariamente el establecimiento de alianzas estraté-
gicas entre entidades de los sectores público y privado para su ejecución (ODS 
17) para impulsar el crecimiento y el desarrollo económico en la región (ODS 8). 
A su vez, la inversión en tecnología puede actuar como una herramienta para 
reducir la desigualdad, conectando áreas remotas (rurales) y brindando acceso 
a la educación y a mejores oportunidades de trabajo (ODS 10).  

Conviene señalar, además, el relevante papel de la educación inclusiva y 
de calidad (ODS 4), esencial para el desarrollo de capacidades y habilidades di-
gitales, puesto que también proporcionan las herramientas necesarias para 
afrontar los desafíos de la cuarta revolución industrial. De hecho, se entiende 
que la creación de capacidades, a través de la educación, es un importante 
“medio de implementación” de los ODS (UNESCO, 2015). Resulta crucial, por 
lo tanto, que los países desarrollen capacidades de generación y absorción de 
conocimiento, lo que les permitirá avanzar hacia la solución de problemas y, 
por ende, hacia patrones de desarrollo que impliquen un mayor nivel de bienes-
tar social y un mayor progreso económico en la región (Lundvall et al., 2009; 
Castellacci y Natera, 2016; Álvarez et al., 2020).  

Atendiendo a la medición que la Comisión Europea viene elaborando desde 
2014, el Indicador sobre Economía y Sociedad Digital (DESI, por sus siglas en in-
glés), con el propósito de evaluar el posicionamiento y la evolución de la UE en ma-
teria de competitividad digital en su conjunto y para sus Estados miembros, se 
cuenta con información adicional gracias a la reciente extensión del indicador a tra-
vés del denominado DESI Internacional (I-DESI). El I-DESI incorpora 18 países que 
no pertenecen a la UE3, lo que permite realizar tanto el seguimiento como el análisis 
comparado respecto a la UE de los logros alcanzados en términos de digitalización, 
así como identificar potenciales áreas de mejora (Comisión Europea, 2020).  

3  Entre los países que no pertenecen a la UE, seis son de Europa (Reino Unido, Islandia, Noruega, 
Suiza, Serbia y Rusia), cinco de Asia (Turquía, Israel, China, Japón y Corea del Sur), dos de Oceanía 
(Australia y Nueva Zelanda) y cinco de América (Canadá, Estados Unidos, México, Brasil y Chile).
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El I-DESI integra 24 indicadores mediante un sistema de ponderación y 
normalización que permite clasificar y posicionar a los países en función de las 
cinco dimensiones que lo integran: conectividad, capital humano, uso de inter-
net, integración de tecnologías digitales y servicios públicos digitales. 

Al observar los valores del indicador, cabe advertir que son notables las di-
ferencias entre los países iberoamericanos para los que se tiene información del 
I-DESI, y la media de la UE de los 27 (Gráfico 3). Chile, México y Brasil presentan 
un rendimiento digital inferior al 40%, distanciándose en más de diez puntos 
porcentuales de España, y en torno a cinco puntos de Portugal. Si bien la dimen-
sión relativa a la conectividad es la que presenta una mayor contribución a la 
posición global de los cinco países de la región iberoamericana representados, 
las mayores diferencias se aprecian en la integración de las tecnologías digitales, 
componente que refleja el grado de digitalización de las empresas y el desarrollo 
de canales de venta en línea, y en el que Chile y Portugal muestran un mejor re-
sultado. Por su parte, España y México están mejor preparados en lo que a ser-
vicios públicos digitales se refiere, mientras que en Brasil destaca la contribución 
de la dimensión del capital humano.  

 
GRÁFICO 3. Índice internacional sobre economía y sociedad digital (DESI), 2018 

 

Fuente: Elaboración propia. European Commission: International Digital Economy  
and Society Index 2020. 

 
Resulta especialmente interesante profundizar en el componente de capital 

humano, porque refleja el nivel de habilidades digitales con las que cuenta la po-
blación y que son necesarias para aprovechar las oportunidades que ofrece la so-
ciedad digital. El primer bloque de indicadores que incluye este componente 

[ 27 ]

 

0

10

20

30

40

50

60

UE- 27 España Portugal Brasil Chile México

Conectividad Capital humano
Uso de nternet Integración de tecnologías digitales
Servicios públicos digitales



es el relativo a las habilidades de los usuarios de internet; puede observarse 
cómo España, Portugal y Brasil muestran mejores resultados en las habilida-
des digitales básicas que en aquellas relacionadas con habilidades de software 
(Gráfico 4). Por el contrario, es destacable la posición de Chile y México en 
este último tipo de habilidades, alcanzando un valor de 56% y 60%, respecti-
vamente, y superan en más de 1,7 veces el valor del indicador relativo al nú-
mero de usuarios de internet, con habilidades por encima de las denominadas 
como básicas.  

El segundo bloque de indicadores en la dimensión de capital humano está 
vinculado al desarrollo de habilidades avanzadas y comprende información 
sobre el porcentaje de trabajadores en telecomunicaciones4, y la proporción 
de graduados en TIC. Las disparidades entre los países son más notables en 
el indicador de graduados en TIC, situándose España y Brasil en las primeras 
posiciones, con los mejores resultados, y a una distancia considerable de Chile 
y Portugal, cuyos indicadores no alcanzan el valor de 6% (Gráfico 4). Estas di-
ferencias se suavizan relativamente al considerar los trabajadores en teleco-
municaciones, aunque Brasil y España muestran igualmente los mejores 
resultados.  

 
GRÁFICO 4. Desglose de los indicadores de la dimensión  

del capital humano, 2018 

Fuente: Elaboración propia. European Commission: International Digital Economy and Society 
Index. 2020. 

4  Se consideran trabajadores en telecomunicaciones (equivalentes a tiempo completo) aquellos con-
tratados por los operadores de telecomunicaciones en el país para la prestación de servicios de tele-
comunicaciones, incluidos los servicios de telefonía fija, móvil-celular, internet y datos.
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El componente de uso de internet, por su parte, ofrece información especí-
fica sobre el tipo de actividades y transacciones que realizan los individuos en 
línea (Gráfico 5). En relación a las actividades, cabe señalar que el uso de redes 
sociales es relativamente superior al de videollamadas, con la excepción de Brasil 
y México, aunque las diferencias entre los dos indicadores no son elevadas al ser 
solo de 5 y 2 puntos porcentuales, respectivamente. Las mayores disparidades se 
observan, por el contrario, en el tipo de transacciones que se llevan a cabo, siendo 
España el país que muestra un mayor valor en los indicadores relativos al uso de 
banca en línea y compras realizadas por internet. Portugal se encuentra en se-
gunda posición, pero a una distancia considerable de España. Chile y México, 
por el contrario, muestran los menores valores en ambos indicadores, destaca 
el bajo uso de internet en Chile relacionado con compras en línea. 

 
GRÁFICO 5. Desglose de los indicadores de la dimensión del uso de internet, 2018 

 
Fuente: Elaboración propia. European Commission: International Digital Economy and Society 
Index. 2020. 

 
 

3.2. Iniciativas gubernamentales y medición de acceso  
 

La definición de estrategias nacionales de desarrollo de las TIC y la digitaliza-
ción en América Latina y el Caribe ha seguido un proceso de diagnóstico que 
es necesario para analizar la situación de estas tecnologías a nivel de país en 
una primera fase, y poder proceder, posteriormente, con el establecimiento de 
objetivos y políticas conducentes a una senda de mayor desarrollo del sector 
(Katz, 2009). Estas estrategias están integradas por propuestas y actividades 

[ 29 ]

0

10

20

30

40

50

60

70

80

90

Usuarios de nternet Tráfico de banda fija Videollamadas Redes sociales Banca Compra 

Portugal España Brasil Chile México



específicas en lo que se ha venido a denominar la agenda de transformación di-
gital que, por lo general, tiene el propósito de conseguir una mejor articulación 
de distintos actores y sectores institucionales, públicos y privados, a través de 
la cual se persigue superar el déficit de conectividad y, al mismo tiempo, pro-
mover el desarrollo sostenible con el apoyo de las nuevas tecnologías.  

La definición de una Agenda Digital en Iberoamérica es una acción que 
está bastante extendida en la región, de acuerdo a los resultados alcanzados en 
el ejercicio de búsqueda realizado en este trabajo. Como puede observarse en el 
Cuadro 1, el establecimiento de una programación plurianual es un elemento 
común, aunque entre los países difiere tanto el periodo temporal comprendido 
en la propuesta como la inclusión de planes específicos, de banda ancha y otros 
servicios relacionados con las TIC5. 

 
CUADRO 1. Iniciativas gubernamentales para el avance de las TIC 

5  Específicamente en los casos de Nicaragua y Venezuela.

País Estrategia nacional

Argentina Agenda Digital 2030

Bolivia Agenda Digital 2025

Brasil Estrategia brasileña para la Transformación Digital  
(E-Digital) 2018-2021

Chile Agenda Digital 2020

Colombia Plan TIC 2018-2022

Costa Rica Estrategia de Transformación Digital del Bicentenario 2018-2022

Cuba Agenda Conectar 2020

Ecuador Política Ecuador Digital

El Salvador Agenda Digital 2020-2030

Guatemala Agenda Nación Digital 2016-2032

Honduras Agenda Digital 2014-2018

[ 30 ]



 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de las agendas digitales nacionales más recientes. 

 
Los países cuentan, además, con planes y programas específicos relacio-

nados con campos particulares de las tecnologías habilitadoras y relacionadas 
con el proceso de digitalización, tales como la inteligencia artificial, la ciberse-
guridad o el internet de las cosas (IoT7), entre otros, y que se combinan y com-
plementan con la estrategia regional. Algunos ejemplos de estas acciones 
específicas se detallan a continuación. 

En Argentina, encontramos la Estrategia Nacional de Ciberseguridad y el 
Plan Industria 4.0, que tiene como objetivo la promoción del desarrollo de so-
luciones digitales, tales como el avance en la recopilación y uso de macrodatos, 
la inteligencia artificial y la impresión en 3D. Además, el programa Aprender 

6  Sirva como ejemplo el caso español, donde existe el Observatorio Nacional de las Telecomunica-
ciones y de la Sociedad de la Información (ONTSI), que es un centro de referencia para el seguimiento 
de las políticas públicas en el sector de las TIC. Por otro lado, la Agenda España Digital 2025 busca 
garantizar la conectividad para toda la población e impulsar las competencias digitales no solo de los 
trabajadores sino también de la ciudadanía.
7  IoT: Internet of Things.

México Estrategia Digital Nacional 2013-2018

Nicaragua Plan de Buen Gobierno 2016;  
Plan Nacional de Banda Ancha

Panamá Agenda Digital 2020

Paraguay Agenda Digital Paraguay

Perú Agenda Digital al Bicentenario 2021

R. Dominicana Agenda Digital de la República Dominicana 2016-2020

Uruguay Agenda Uruguay Digital 2020

Venezuela
Plan Nacional de Telecomunicaciones, Informática y  
Servicios Postales 2007-2013;  
Segundo Plan Socialista (SPS) 2013-2019

España Agenda España Digital 20256

Portugal Plan de acción para la transición digital de Portugal
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Conectados responde a una política de innovación educativa que busca garan-
tizar la alfabetización digital. 

Bolivia cuenta con el denominado Plan de e-Gobierno y de firma digital, 
que es gestionado por la Agencia para el Desarrollo de la Sociedad de la Infor-
mación (ADSIB), así como el programa satelital Tupak Katari, gestionado por 
la Agencia Boliviana Espacial (ABE), para la puesta en órbita de un satélite ar-
tificial de telecomunicaciones.  

Por su parte, Brasil dispone de un Plan nacional de internet de las cosas, 
una iniciativa del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Innovaciones y Comuni-
caciones (MCTIC), el Ministerio de Economía y el Banco Nacional de Desarrollo 
Económico y Social (BNDES) que, conjuntamente con las empresas y la socie-
dad civil, busca promover el desarrollo de soluciones en el ámbito del IoT y for-
talecer el ecosistema de startups. Igualmente, el Programa Ciencia en la Escuela 
tiene el objetivo de reforzar la formación científica desde edades tempranas de 
la población, mientras que el Programa Nacional de Banda Larga (Brasil Co-
nectado) está definido para la inclusión digital, sobre todo en aquellas comuni-
dades socialmente vulnerables y que habitan en zonas remotas. También 
cuenta con una Estrategia de Gobierno Digital.  

Chile ha desarrollado el Sistema Estatal de Autenticación para acceder a 
los servicios públicos (ClaveÚnica), al tiempo que su política nacional de ciber-
seguridad y de inteligencia artificial. Por su parte, la iniciativa Tu empresa en 
un Día es una plataforma digital para agilizar el proceso de creación de empre-
sas. A esta la acompañan el programa Estado Cero Filas, el programa Digitaliza 
tu PYME y el programa Hospital Digital. 

Con el propósito de reducir la brecha digital, Colombia ha definido la polí-
tica El Futuro Digital es de Todos. También ha puesto en marcha una política 
nacional de desarrollo de tecnologías 5G, así como la Política Nacional para la 
Transformación Digital, para la Inteligencia Artificial, y de explotación de datos 
o estrategia de Big Data. Idealmente ha promovido una política nacional sobre 
confianza y seguridad digital, y otra para promover la innovación en las prácti-
cas educativas (Tecnologías para aprender).  

Costa Rica ha establecido el portal nacional Pura Vida Digital, una venta-
nilla única para acceder a todos los trámites y servicios del Estado, y ha desa-
rrollado la Aplicación EDUS para acceder al Expediente Digital Único en Salud. 
En el ámbito del mercado laboral, ha definido la estrategia denominada Bola 
de Cristal, una plataforma digital inteligente que pone en contacto la oferta de 
competencias especializadas con la demanda de empleos. 
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En Cuba se cuenta con una Estrategia de Desarrollo de la Infraestructura 
de Banda Ancha (Acuerdo 8611-2019) que se alinea con el Plan Nacional de De-
sarrollo Económico y Social para 2030, a la vez que desarrolla su Plan de Go-
bierno electrónico.  

Ecuador tiene una Estrategia Nacional de Ciberseguridad y de Gobierno 
electrónico; y El Salvador una Política Nacional de Datos Abiertos y de Go-
bierno electrónico. 

Guatemala define una Política Nacional de Ciberseguridad y ha creado una 
Comisión Presidencial de Gobierno Abierto y Electrónico (GAE) para coordinar 
la aplicación de medidas, estrategias y compromisos derivados de los instru-
mentos internacionales y de planes de acción en materia de gobierno abierto y 
firma electrónica. 

Honduras, al igual que Nicaragua, cuenta con un Plan Maestro de Gobierno 
Digital.  

En Panamá se ha promulgado la Ley de protección de datos personales, y 
se ha creado el programa Panamá Compra, una plataforma electrónica de com-
pras, así como Panamá Digital Hub y el Portal Educa Panamá. 

Paraguay tiene un Programa de apoyo a la Agenda Digital, que es una ini-
ciativa del Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunicación, ava-
lado con un préstamo del BID, para ampliar la cobertura, mejorar los servicios 
gubernamentales mediante trámites en línea, e incrementar el uso de TIC por 
parte de las empresas y los ciudadanos. También hay un Plan Nacional de Ci-
berseguridad. 

La plataforma digital GOB.PE constituye un punto único de contacto para 
las interacciones de los ciudadanos en Perú. El país también tiene una Política 
Nacional de Ciberseguridad que se ejecuta a través del Centro Nacional de Ci-
berseguridad (CENACI). 

En República Dominicana hay una Comisión Nacional para la Sociedad de 
la Información y el Conocimiento (CNSIC) y también una Estrategia Nacional 
de Ciberseguridad. En Venezuela, son diversos los planes de Acceso a Banda 
Ancha (ABA) ofrecidos por la Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Ve-
nezuela (CANTV) y hay diferentes planes de velocidad que se adecuan a las ne-
cesidades de los hogares. 

Uno de los ámbitos en los que los gobiernos están poniendo especial hin-
capié es el de la nueva forma de seguridad nacional vinculada al proceso de di-
gitalización. A ese respecto, la Unión Internacional de Telecomunicaciones ha 
elaborado un índice en el que se combinan distintas dimensiones, procedentes 
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de 82 preguntas sobre los compromisos de ciberseguridad de los Estados 
miembros y agrupados en cinco pilares: 1) medidas legales; 2) medidas técni-
cas; 3) medidas organizativas; 4) medidas de desarrollo de la capacidad, y 5) me-
didas de cooperación. Los resultados más recientes (ITU, 2021) permiten 
comparar la posición relativa de los países de Iberoamérica, tal como puede ob-
servarse en el Cuadro 2. Mientras que España se sitúa en una buena posición en 
el contexto europeo, ocupando el tercer puesto, Brasil, México y Uruguay son 
los mejor posicionados en América Latina. 

 
CUADRO 2. Índice de ciberseguridad global, 2020 

País Puntuación general Posición regional

España a 98,52 3

Portugal a 97,32 8

Brasil 96,60 3

México 81,68 4

Uruguay 75,15 5

R. Dominicana 75,07 6

Chile 68,83 7

Costa Rica 67,45 8

Colombia 63,72 9

Cuba 58,76 10

Paraguay 57,09 11

Perú 55,67 12

Argentina 50,12 13

Panamá 34,11 14

Venezuela 27,06 18
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Nota: a) la posición regional de España y Portugal es referida a la UE. 
Fuente: ITU (2021). 

 
3.3. Iniciativas gubernamentales en países seleccionados 

 
A continuación, se pasan a detallar los principales ejes estratégicos y las medi-
das contempladas para avanzar hacia la transformación digital en los países se-
leccionados e incorporados en el análisis más detenido que se realiza en este 
trabajo: España, México, Portugal y Uruguay. 

 
La Agenda España Digital 2025 

 
La Agenda España Digital 2025 incluye cerca de 50 medidas agrupadas en diez 
ejes estratégicos, que tienen el objetivo de impulsar la transformación digital 
como eje fundamental para el crecimiento económico, la reducción de la desi-
gualdad y el aumento de la productividad, entre otros factores clave para el país. 
En el Cuadro 3 se contemplan los ejes estratégicos y las medidas específicas en 
torno a las que se define la Agenda España Digital 2025, mientras que las metas 
específicas se contienen en el Cuadro A1 del Anexo. 

Esta Agenda Digital se alinea con la Estrategia Española de Ciencia, Tec-
nología e Innovación, y conjuntamente se persigue el objetivo de dar respuesta 
a los desafíos de los sectores estratégicos nacionales a través de la I+D+i, para 
superar las debilidades del sistema español de ciencia, fortalecer la disponi-
bilidad y difusión de tecnologías en aquellos sectores estratégicos, al tiempo 
que permitir generar nuevas oportunidades en líneas que se consideran clave 
para el desarrollo científico y tecnológico, y que conjuntamente promuevan 
la innovación. 

Ecuador 26,30 19

Bolivia 16,14 22

El Salvador 13,30 25

Guatemala 13,13 26

Nicaragua 9,00 32

Honduras 2,20 35
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Asimismo, cabe destacar que en España se estableció un plan nacional de 
competencias digitales para toda su población, en el que pueden distinguirse 
siete líneas de actuación: (1) capacitación digital de la ciudadanía; (2) disminu-
ción de la brecha digital por cuestión de género; (3) adquisición de competencias 
digitales para la educación a docentes y estudiantes en todos los niveles del sis-
tema educativo; (4) competencias digitales avanzadas de la población activa; 
(5) competencias digitales de las personas al servicio de las Administraciones 
públicas; (6) competencias digitales para las empresas españolas en general, y 
en particular las pymes, y (7) fomento de especialistas TIC, orientadas al mejo-
ramiento y fortalecimiento de las competencias digitales. 

 
CUADRO 3. Ejes estratégicos Agenda España Digital 2025 

Ejes estratégicos Medidas

1. Conectividad digital

Plan de Conectividad Digital 
Proyecto de Ley General de Telecomunicaciones 
Plan de atracción de infraestructuras digitales 
transfronterizas

2. Impulso de  
la tecnología 5G

Liberación del segundo dividendo digital en 2020 
Asignación de las bandas de frecuencias prioritarias 
demandadas para 5G en 2021  
Pilotos 5G y nuevas medidas de impulso al despliegue y la 
adopción 5G  
Propuesta normativa para ciberseguridad 5G  
Desarrollo de corredores de transporte 5G  
Liderazgo en proyectos europeos de innovación en nuevas 
generaciones de tecnología móvil

3. Competencias digitales
Educa en Digital 
Plan Nacional de Competencias Digitales 
Plan Uni-Digital

4. Ciberseguridad

Línea de Ayuda en Ciberseguridad  
Fortalecimiento de la ciberseguridad de ciudadanos, 
pymes y profesionales  
Impulso del ecosistema empresarial del sector 
ciberseguridad  
Impulso de España como nodo internacional en el ámbito 
de la ciberseguridad  
Despliegue y operación del Centro de Operaciones  
de Ciberseguridad
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Fuente: Plan España Digital 2025, Gobierno de España.

5. Transformación digital  
del sector público

App Factory para el desarrollo de servicios personalizados 
a la ciudadanía  
Accesibilidad multiplataforma de los servicios públicos  
Sistema Centralizado de Notificaciones Electrónicas 
(SCNE) y Sistema de Interconexión de Registros (SIR)  
Actualización de las infraestructuras tecnológicas del 
Sector Público  
Puesto de Trabajo de Nueva Generación  
Proyectos tractores para la digitalización de los servicios 
públicos  
Mejora del marco regulatorio de la Administración Digital  
Laboratorio de innovación GobTechLab

6. Transformación  
digital de la empresa y 
emprendimiento digital

Plan de Impulso a la Digitalización de pymes  
Acelera PYME ONE (Oficina Nacional de 
Emprendimiento)  
Ley de startups  
Programa España Nación Emprendedora de apoyo al 
emprendimiento digital y startup  
Modernización de la arquitectura financiera pública de 
apoyo al emprendimiento  
Programa de colaboración entre los distintos centros 
ligados al emprendimiento

7. Proyectos tractores de 
digitalización sectorial

Sector agroalimentario digital Salud Digital: hacia la 
predicción, personalización y eficiencia  
Movilidad digital: sostenible, innovadora y eficiente  
Turismo inteligente  
Digitalización como palanca para la modernización del 
comercio 
Lanzadera de proyectos tractores de digitalización

8. España, polo de atracción 
de inversiones y talento del 
sector audiovisual

Proyecto de Ley General de Servicios de Comunicación 
Audiovisual  
Plan Spain Audiovisual Hub

9. Economía del dato e 
inteligencia artificial

Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial  
Oficina del Dato y Chief Data Officer (CDO)  
Consejo Asesor de Inteligencia Artificial  
Estrategia Cloud: espacios compartidos europeos del dato

10. Derechos digitales

Carta de Derechos Digitales Digital Future Society 
Participación en iniciativas europeas y debates 
internacionales en materia de derechos digitales 
Modernización del marco laboral aplicable al trabajo  
a distancia
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Estrategia Digital Nacional de México 
 

La Estrategia Digital Nacional de México 2013-2018 planteaba cinco objetivos 
relacionados con la transformación gubernamental, economía digital, trans-
formación educativa, salud universal, innovación cívica y participación ciuda-
dana. Planteó, a su vez, cinco habilitadores como herramientas transversales 
clave: 1) Conectividad, 2) Inclusión y Habilidades Digitales, 3) Interoperabilidad 
e Identidad Digital, 4) Marco Jurídico y 5) Datos Abiertos.  

Más recientemente, el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2019-2024 in-
cluye el programa prioritario Internet para Todos, que tiene el propósito de dar 
cobertura mediante la instalación de internet inalámbrico en todo el país, y que 
así la población cuente con conexión en distintos espacios públicos como cen-
tros de salud, escuelas y sedes comunitarias. Se entiende que este es un factor 
fundamental para combatir la desigualdad en el territorio.  

Por su parte, las políticas digitales, alineadas con el Plan Nacional de De-
sarrollo, están dirigidas a los siguientes seis objetivos, descritos en el Cuadro 4: 
1) Coordinación de la política tecnológica en la Administración Pública Federal; 
2) mayor impulso y eficiencia en el aprovechamiento de la infraestructura de 
TIC; 3) política nacional de fomento a las compras de TIC; 4) análisis técnico 
de proyectos de TIC; 5) gobierno electrónico, y 6) la innovación tecnológica. De 
igual forma, la Estrategia Digital Nacional y la Política Tecnológica de México 
está en proceso de preparación8, y establece acciones clave en materia de infor-
mática, tecnologías de la información, comunicación y de gobierno digital que 
se desarrollan y promueven por la Coordinación de Estrategia Digital Nacional9.  

 
CUADRO 4. Estrategia Digital Nacional y Política Tecnológica de México.  

Políticas Digitales alineadas con el Plan Nacional de Desarrollo 

8  Según lo consultado con fecha de publicación: 22 de marzo de 2021.
9  Disponible en: https://www.gob.mx/cedn/documentos/proceso-de-planeacion-para-el-desarro-
llo-de-la-estrategia-digital-nacional-y-de-la-politica-tecnologica.

Coordinación de la política 
tecnológica en la 
Administración Pública Federal

Todos los proyectos de contratación e implementación de TIC 
son aprobados y evaluados por una instancia técnica central.

Mayor impulso y eficiencia  
en el aprovechamiento de  
la infraestructura de TIC

Optimización de los recursos de la APF mediante acuerdos 
para compartir infraestructura y recursos tecnológicos.
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Fuente: Coordinación de Estrategia Digital Nacional. 

 
Es importante señalar que existe una estrategia pionera denominada Agenda 
Nacional Mexicana de Inteligencia Artificial (IA), que ha sido impulsada por la 
Coalición (IA2030Mx) y que está integrada por profesionales, instituciones aca-
démicas, empresas, startups, Administraciones públicas y otros actores clave del 
ecosistema digital. Busca el desarrollo y uso de la IA como herramienta para la dis-
minución de brechas de desigualdad y el incremento de la competitividad de las 
empresas, así como la Estrategia Nacional de Ciberseguridad. Por su parte, la Co-
misión Intersecretarial para el Desarrollo del Gobierno Electrónico (CIDGE) busca 
promover y consolidar el uso y aprovechamiento de las tecnologías de la informa-
ción y comunicaciones en la Administración Pública Federal de México. Tiene sub-
comisiones encargadas de la identidad digital (firma electrónica), datos abiertos, 
compras estratégicas, interoperabilidad, vinculación con entidades federativas y 
municipios, laboratorios de innovación digital y accesibilidad web. 

 
Plan de Acción para la Transición Digital de Portugal 

 
El Plan de Acción para la Transición Digital de Portugal se estructura en tres pilares 
fundamentales, cada uno de los cuales se compone de varios subpilares, que esta-
blecen las responsabilidades y las competencias de los distintos grupos de interés. 
Constituye un instrumento de orientación para la definición y la implementación 
de iniciativas que promueven la transición digital tanto de la Administración pública 
como de las empresas y del ciudadano en general. Véase Cuadro 5. 

Política nacional de fomento  
a las compras de TIC

En coordinación con la SHCP se participa en la formulación 
de políticas y estándares para el uso y adquisición de 
programas, bienes informáticos y tecnológicos, y desarrollos 
informáticos mediante contratos marco.

Análisis técnico de proyectos 
de TIC

Cada proyecto tecnológico es revisado minuciosamente para 
determinar su viabilidad, así como su alineación a la política 
nacional.

Gobierno electrónico
Se promueve la innovación, apertura, transparencia, 
colaboración y participación ciudadana para mejorar la 
inclusión digital a través de prácticas de gobierno electrónico.

Innovación tecnológica

Para aprovechar el potencial de las TIC y extender la 
cobertura de servicios gubernamentales mediante convenios 
con centros integradores de servicios y sucursales del Banco 
del Bienestar.
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Contiene una dimensión transversal que se orienta a la consideración de as-
pectos relacionados con la regulación, la privacidad, la ciberseguridad y la ciber-
defensa. También se refiere a la economía circular de datos, la conectividad y la 
infraestructura y las tecnologías disruptivas, y se lleva a cabo de forma alineada 
con la estrategia digital europea. Igualmente, incorpora objetivos de comunica-
ción y promoción, que funcionan como instrumentos facilitadores para acelerar 
la transición digital en Portugal y maximizar el impacto de los resultados. 

Por otro lado, el Observatorio de Competencias Digitales adscrito a la Di-
rección General de Estadística de la Educación y Ciencia (DGEEC) de Portugal 
se encarga del seguimiento, procesamiento de datos y análisis de resultados 
sobre la evolución de las competencias digitales de la población, la producción 
de nuevos conocimientos en áreas digitales y la capacidad de explotación del 
potencial social y económico de los mercados digitales. 

 
CUADRO 5. Pilares estratégicos para la transición digital de Portugal 

 
 
Fuente: Plan de Acción para la Transición Digital de Portugal, 2020. 
 

Agenda Uruguay Digital 2020 
 

La política digital de Uruguay integra diferentes iniciativas para avanzar en la 
transformación digital del país, de forma inclusiva y sustentable, poniendo el acento 
en el uso inteligente de las tecnologías. La Agenda Digital se estructura en torno a 
cuatro pilares, como se ve en el Cuadro 6, que incluyen objetivos, compromisos y 
metas, así como los organismos responsables dentro del marco de ejecución. 

Pilares Subpilares

1. Capacitación e inclusión digital  
de las personas

Educación digital 
Formación y recalificación profesional 
Inclusión y alfabetización digital

2. Transformación digital del tejido 
empresarial

Emprendimiento y atracción de inversión 
Tejido empresarial, centrado en las pymes 
Transferencia de conocimiento científico  
y tecnológico para la economía

3. Digitalización del Estado

Servicios públicos digitales 
Administración central ágil y abierta 
Administración regional y local conectada  
y abierta
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Asimismo, la actualización de la Agenda incluye en 2021 nuevas metas 
sobre inteligencia artificial (IA) y acciones de investigación en informática a tra-
vés de la creación del Centro Nacional de Investigación en Informática, así 
como el desarrollo de una estrategia nacional para ciudades inteligentes y el im-
pulso a la eficiencia energética. 

 
CUADRO 6. Pilares estratégicos Uruguay Digital 2020 

 
 
Fuente: Agenda Uruguay Digital 2020. 

 
Por otro lado, se establece además el Plan de Gobierno Digital 2020 

(Cuadro 7), que tiene como objetivo impulsar la transparencia, la participa-
ción ciudadana y la innovación. Este plan define las prioridades del gobierno 
en materia de aplicación de tecnologías y está enfocado a la mejora de la re-
lación entre la ciudadanía y el Estado. En este sentido, el Plan de Gobierno 
Digital propone, además, seguir avanzando en un ecosistema de cibersegu-
ridad, mediante la creación de un Centro Nacional de Operación de Ciber-
seguridad con participación público-privada, así como la gestión de riesgos, 
la universalización de la gestión electrónica y la protección de datos perso-
nales. 

Pilares Acciones

1. Políticas sociales e inclusión Habilidades digitales para avanzar con inclusión 
Innovación para el bienestar social

2. Desarrollo económico 
sustentable

Inversión estratégica en infraestructura 
Economía digital e innovación para la competitividad 
Gestión inteligente de información ambiental y de 
emergencias

3. Gestión de gobierno Gobierno de cercanía 
Gobierno integrado e inteligente

4. Gobernanza para la sociedad  
de la información

Confianza y seguridad en el uso de las tecnologías 
digitales. 
Producción de estadísticas TIC nacionales.
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CUADRO 7. Áreas de acción del Plan de Gobierno Digital 

 
 
Fuente: Plan de Gobierno Digital Uruguay 2020. 

 
También es importante resaltar que la Agencia de Gobierno Electrónico y 

Sociedad de la Información y del Conocimiento (AGESIC) de la Presidencia de 
la República es un agente clave que se encarga de coordinar la agenda, y de im-
pulsar el diálogo entre los actores del ecosistema digital para promover el de-
sarrollo de las competencias de los ciudadanos y la digitalización de las pymes 
entre otras. De igual modo, fue creado el Consejo Asesor Honorario para la So-
ciedad de la Información (CAHSI), órgano que orienta los procesos de elabora-
ción y priorización, así como el monitoreo y evaluación de las iniciativas que 
contiene la Agenda Digital.  

 
 

3.4. La cooperación regional 
 

Con el objetivo de afrontar de manera óptima la transición y reducir la brecha 
digital, la Agenda Digital para América Latina y el Caribe e-LAC2022 tiene el 

Áreas de acción Iniciativas

1. Gobierno cercano
Universalizar el e-relacionamiento 
Acceso integral y unificado 
Transformación de servicios

2. Gobierno abierto 
Transparencia y rendición de cuentas 
Gobierno participativo y colaborativo 
Datos abiertos por defecto

3. Gobierno inteligente
Toma de decisiones con base en evidencia 
Analítica predictiva para servicios proactivos 
Uso intensivo de datos y tecnologías emergentes

4. Gobierno eficiente 
Gestión administrativa y documental 
Servicios y activos compartidos 
Digitalización de registros públicos

5. Gobierno integrado 
Evolucionar la plataforma de Gobierno Digital 
Plataformas en sectores estratégicos 
Arquitectura de datos

6. Gobierno digital 
confiable 

Fortalecer el sistema 
Gestión de riesgos y continuidad 
Universalizar la e-ID 
Adecuación del marco normativo
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propósito de promover el desarrollo del ecosistema digital mediante un proceso 
de integración y cooperación regional, fortaleciendo las políticas digitales que 
impulsen el conocimiento, la inclusión y la equidad, la innovación y la sosteni-
bilidad ambiental. Así, se han definido las ocho siguientes áreas de acción prio-
ritarias, a las que además se ha sumado la referente a la situación generada por 
la pandemia en novena posición: 1) infraestructura digital; 2) transformación 
digital y economía digital; 3) gobierno digital; 4) inclusión, competencias y 
habilidades digitales; 5) tecnologías emergentes para el desarrollo sostenible; 
6) confianza y seguridad digital; 7) mercado digital regional; 8) cooperación re-
gional digital, y 9) facilitar la recuperación y reactivación económica de la pan-
demia generada por la COVID-19.  

De igual manera, la red de gobierno electrónico de América Latina y el Ca-
ribe (GEALC), impulsada por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la 
Organización de los Estados Americanos (OEA), reúne a las autoridades de las 
agencias de gobierno digital de los países de la región para impulsar la coopera-
ción horizontal, el apoyo a la elaboración de políticas públicas, la formación de 
funcionarios públicos, la construcción de estrategias y el intercambio entre ex-
pertos de la región. 

Cabe distinguir que entre las prioridades temáticas se contemplan, además 
de las relacionadas con la transformación digital del sistema productivo y el ob-
jetivo de desarrollo sostenible, la mejora de las infraestructuras y la universali-
zación del acceso, y la creación o fortalecimiento de los servicios de gobierno 
electrónico. Por su parte, en relación con el objetivo de inclusión se incluyen las 
habilidades digitales y las cualificaciones, y se hace explícita la necesidad de 
actuar en el ámbito de la cooperación regional.  

Asimismo, en el Observatorio Regional de Banda Ancha (ORBA) participan 
once países de la región: Argentina, Brasil, Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Ecuador, México, Paraguay, Perú y Uruguay. El ORBA está orientado principal-
mente a la elaboración y seguimiento a las políticas públicas de universalización 
de la banda ancha en la región, particularmente en lo relacionado con los ele-
mentos que determinan los costes del servicio. 

Finalmente, respecto a la recogida de información sobre el acceso de la po-
blación a internet y la utilización de TIC, cabe destacar que seis países de la re-
gión cuentan con encuestas específicas (Cuadro 8). Argentina ha realizado la 
encuesta en 2015, 2016 y 2017. Brasil tiene la encuesta de TIC en los hogares 
entre los años 2014 y 2017. Chile ha recogido información sobre acceso, utiliza-
ción y usuarios de internet entre 2015 y 2017. México realiza la Encuesta Nacio-
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nal sobre Disponibilidad y Uso de TIC en los hogares entre 2015 y 2018. España 
cuenta con la Encuesta sobre Equipamiento y Uso de Tecnologías de Informa-
ción y Comunicación en los Hogares, siendo 2019 el último año disponible, y 
Portugal tiene la Encuesta de Uso de las TIC por los hogares y las empresas por-
tuguesas, correspondiente a 2017.  

 
CUADRO 8. Fuentes de información utilizadas en los países de América Latina y el 

Caribe para medir el acceso y la utilización individual de las TIC en los hogares 

País Encuesta Año

Argentina

Encuesta Nacional sobre Acceso y Uso de Tecnologías  
de la Información y la Comunicación (ENTIC) 2015

Módulo de acceso y utilización de las tecnologías de la 
información y la comunicación – encuesta permanente  
a los hogares

2016-2017

Bolivia Encuesta a los hogares 2014

Brasil Encuesta de TIC a los hogares 2014-2017

Chile Encuesta sobre acceso, utilización y usuarios de internet 
en Chile 2015-2017

Colombia Encuesta sobre la calidad de vida – NQLS 2014-2017

Costa Rica Encuesta polivalente en los hogares 2014-2018

Cuba Encuesta nacional de ocupación 2014-2017

Ecuador Encuesta nacional multipropósito de hogares 2014-2017

El Salvador Encuesta polivalente en los hogares (EHPM) 2014-2017

Guatemala Encuesta nacional sobre condiciones de vida 2014-2016

Honduras Encuesta polivalente permanente en los hogares 2015-2017

México

Módulo sobre tecnologías de la información 
 y la comunicación en los hogares (ENDUTIH) 2014

Encuesta nacional sobre la disponibilidad y utilización 
de TIC en los hogares 2015-2018

Nicaragua Encuesta nacional de condiciones de vida 2005-2009
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Fuente: Manual para la medición del acceso y el uso de las TIC en los hogares y por las personas (2020), Base de 
datos de la UIT (2019), conforme a los datos comunicados por los países a la UIT. 

 
3.5. Desigualdad digital en América Latina 

 
La disponibilidad y rápida introducción de las TIC en los países ha supuesto 
también la emergencia de nuevas formas de desigualdad. Siendo la región más 
desigual del mundo, tal como se muestra en el informe de perspectivas econó-
micas de América Latina (OCDE, 2020), los indicadores de desigualdad mani-
fiestan que en promedio supera a la de Europa en aproximadamente un tercio. 
Y si bien el Índice de Gini de ALC descendió del 0,54 en 2002 al 0,47 en 2014, y 
al 0,46 en 2018 (OCDE, 2020), las diferencias intrarregionales son notables y 
persistentes. Como puede comprobarse, en países como Brasil y Colombia, es 
más elevado el nivel de desigualdad en la distribución de la renta, superándose 
en ambos casos el valor de 0,52 en 2018 (Gráfico 6).  

A este respecto, es interesante reseñar que algunos autores avalan la estre-
cha relación existente entre desigualdades digitales y sociales y, por lo tanto, la 
persistencia de la desigualdad impacta directamente en las posibilidades de un 
individuo de prosperar, en lugar de simplemente sobrevivir (Hilbert, 2011; Van 
Dijk y Van Deursen, 2014; Wei, 2012; Wei y Hindman, 2011; Warschauer y Ma-
tuchniak, 2010; Keil, 2008). De hecho, como se ha expuesto en la sección ante-
rior, el concepto de brecha digital que se acuñara en la década de los noventa 
hace referencia a la distancia que separa a aquellas personas que tienen acceso 
a internet de las que no lo tienen (Van Dijk, 2006), y en la actualidad se distin-
gue entre ese primer nivel de brecha digital (la referida al acceso a internet), y 
un segundo nivel de la brecha relacionado con la determinación y la intensidad 

Panamá Encuesta polivalente en los hogares 2014-2016

Paraguay Encuesta permanente a los hogares 2014-2018

Perú Encuesta nacional a los hogares (ENAHO) 2014-2018

República 
Dominicana

Encuesta nacional polivalente en los hogares 
(ENHOGAR) 2015-2018

Uruguay Encuesta continua a los hogares 2014-2015

Venezuela Encuesta a los hogares por muestras 2005-2013
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de uso de internet, es decir, el desarrollo de las habilidades necesarias para la 
vida y el trabajo en las sociedades del conocimiento. Incluso cabe observar, 
como se expuso anteriormente, la existencia de un tercer nivel que se define 
por la brecha en los resultados que obtienen los individuos a partir de su conec-
tividad. A ello se suma el hecho de que la brecha digital se agudiza en los niveles 
segundo y tercero en términos de género, dado que, al ser más pronunciada, 
afecta más a las mujeres que a los hombres (Castaño, 2009).  

 
GRÁFICO 6. Desigualdad en países de América Latina seleccionados – Índice de Gini 

Fuente: CEPAL (2019a); OCDE (2020). 

 
En esa misma línea, DiMaggio et al. (2001; 2004) sugieren que la “brecha 

digital” no es de naturaleza binaria, sino que consiste en múltiples dimensiones 
de desigualdad relacionadas con cuestiones técnicas, diversidad de usos, redes de 
apoyo y habilidades personales. En particular, la desigualdad en materia de com-
petencias digitales está asociada a variables sociales, culturales y económicas 
que, más allá de replicar las desigualdades tradicionales, podría estar amplifi-
cándolas (Hargittai y Hinnant, 2008; Van Dijk y Van Deursen, 2014). De este 
modo, la existencia de divisiones digitales constituye una barrera para el desa-
rrollo de una sociedad de la información equitativa (Brynin, 2001). 

Por su parte, Curry y Voon (2007) miden las diferencias entre las percep-
ciones de un individuo sobre sus capacidades con los ordenadores, el correo 
electrónico y las búsquedas en internet, y sus habilidades observadas para com-
pletar tareas utilizando estas tecnologías. De igual modo, Watkins (2010) ex-
plora cómo los jóvenes de mayores ingresos integran mejor las actividades de 
aprendizaje en diferentes contextos sociales (es decir, en línea y fuera de línea, 
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en la escuela y en otros lugares), de modo que experimenten más “aprendizaje 
conectado” que sus contrapartes de menores ingresos. Por otra parte, Jung, Qiu 
y Kim (2001) desarrollaron el Índice de conectividad a Internet, que va más allá 
de medir la propiedad del dispositivo o el tiempo en línea, para evaluar la cen-
tralidad y el alcance del uso de internet de una persona. 

Con estos antecedentes, un elemento fundamental es la formación de capital 
humano, porque permite incrementar las habilidades digitales. Livingstone y Hels-
per (2007) consideraron la inclusión y la exclusión digital como un continuo, para 
comprender mejor cómo y por qué las personas participan en actividades en línea 
cada vez más complejas a lo largo del tiempo. Asimismo, Helsper (2008) propone 
un índice de inclusión digital en el que incluye cuatro categorías de recursos digi-
tales: i) acceso a las tecnologías, ii) habilidades, iii) actitudes y iv) grado de vincu-
lación con las TIC, para analizar no solo el nivel de acceso a internet, sino también 
los conocimientos y las habilidades digitales de los individuos. 

Por su parte, la región iberoamericana es heterogénea en cuanto al avance de 
las TIC, tal como muestra el índice de desarrollo de estas, representado en el Grá-
fico 7, que combina varios indicadores de acceso, utilización y conocimientos sobre 
las TIC. España se encuentra en la primera posición, y Portugal, en tercer lugar, lo 
que es razonable debido a que son países altamente conectados, y cuentan con 
una infraestructura muy competitiva. Asimismo, cabe resaltar que Uruguay (7,16), 
Argentina (6,79) y Chile (6,57) presentan un mayor desarrollo en la región, mien-
tras que Honduras, Nicaragua y Cuba son los países más rezagados. 

 
GRÁFICO 7. Índice de desarrollo de las TIC (IDI) 2017 

Fuente: ITU, Global ICT Development Index 2017. 
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Al poner en relación la desigualdad en la distribución del ingreso y los ni-
veles de digitalización en América Latina, en el Gráfico 8 se observa que el 
vínculo entre digitalización y desigualdad muestra una leve correlación nega-
tiva en América Latina. Como es habitual al comparar muchas otras dimensio-
nes del desarrollo, la región también en este caso se caracteriza por una amplia 
heterogeneidad.  

Podemos apreciar la desfavorable situación en la que se encuentran países 
como Honduras y Paraguay, en los que se une un bajo nivel de digitalización 
con la elevada desigualdad. Por su parte, solo un grupo reducido de países entre 
los que se encuentran Uruguay, Argentina y Chile, disfrutan de un nivel elevado 
de digitalización, en términos comparados, y de niveles bajos de desigualdad.  

Quedan definidos dos cuadrantes más: en el caso extremo se da un buen 
nivel de digitalización y, simultáneamente, una desigualdad elevada, combina-
ción esta que corresponde a no pocos casos, entre los que están Costa Rica y 
Brasil y, aunque con menor grado de digitalización, también México y Colom-
bia. Por último, encontramos un grupo de países con baja digitalización y baja 
desigualdad, que está integrado por El Salvador, Bolivia, República Domini-
cana, Perú y Ecuador. 

 
GRÁFICO 8. Digitalización y desigualdad en América Latina 

Fuente: Elaboración propia. 

 
Algunos de los principales aspectos a tener en cuenta en esa relación desi-

gual son, por un lado, el hecho de que las personas tienen acceso a un gran vo-
lumen de herramientas tecnológicas que potencialmente pueden facilitar el 
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acceso a la información y, por el otro, que el acceso desigual genera grandes 
desventajas, entre otras razones, debido al crecimiento exponencial de las com-
petencias digitales. Así, Korupp y Szydlik (2005) definen tres factores clave que 
influyen en el uso del ordenador y de internet en el hogar por parte de los indi-
viduos: en primer lugar, el capital humano, que se define tanto por el nivel de 
educación formal como por el uso de ordenador en el trabajo. En segundo lugar, 
también el contexto familiar es un aspecto condicionante, porque en este se in-
cluye tanto la renta del hogar como su composición, y la presencia de menores 
de edad. En tercer lugar, el contexto social incorpora distintos factores genera-
cionales, étnicos, regionales y cuestiones de género.  

Por su parte, Katz y González (2016) hacen referencia a la conectividad di-
gital significativa, entendiéndola como un factor esencial para empoderar a las 
personas, familias y comunidades. Lo que se asume es que el hecho de poseer 
habilidades técnicas necesarias para involucrar la tecnología y movilizar los re-
cursos de información permitirá un mejor aprovechamiento para abordar las 
necesidades diarias. 

Atendiendo a lo anterior, cabe hablar de la posibilidad de un vínculo de ca-
rácter virtuoso que se definiría al plantear la relación entre nivel de digitalización 
y equidad desde una perspectiva dinámica. La combinación de esas dos dimen-
siones que correspondería a una posición favorable se refleja en la celda1 de la 
Figura 1 (cuadrante superior izquierdo). Dicha posición se da cuando en un país 
se combina una alta digitalización y un bajo nivel de desigualdad, lo que pode-
mos denominar como situación de “digitalización sostenible”, en la que es fac-
tible pensar que las habilidades digitales han desempeñado y desempeñan un 
papel fundamental. 

En el extremo opuesto encontramos economías muy desiguales y en las 
que aún es bajo el alcance de la digitalización; cabe clasificarlas, por lo tanto, 
como de “potencial desarrollo” en la medida en que su evolución puede hacer 
incrementar la digitalización y disminuir los niveles de desigualdad (cuadrante 
inferior derecho). 

Las dos situaciones intermedias están representadas en la Figura 1 por las 
celdas que combinan, por un lado, una alta digitalización y a la vez una elevada 
desigualdad, definiendo esta una situación no deseable que se calificaría como 
de “digitalización desigual” (cuadrante superior izquierdo), y, por otro, aquella 
combinación en la que se observa una baja digitalización y desigualdad, en la 
que se situarían y que cabe concebir como de “potencial digitalización” (cua-
drante inferior izquierdo). 
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Adoptando una aproximación dinámica, que permita concebir el tránsito 
desde posiciones de mayores desventajas hacia una digitalización sostenible, 
es importante tener en cuenta los factores previamente mencionados, enten-
diéndolos como elementos que pueden tener en cuenta los gobiernos a la hora 
de definir estrategias de desarrollo digital. Por ejemplo, al abordar inversiones 
en infraestructuras, redes y servicios, tendrían que ir acompañadas de la adop-
ción de una mirada más amplia en la que se incluyan medidas correctoras de la 
desigualdad que permitieran, por lo tanto, avanzar hacia una senda de desarro-
llo sostenible y equitativo.  

 
FIGURA 1. Relación entre digitalización y desigualdad  

y posibles sendas de desarrollo 

Fuente: Elaboración propia. 
 
La senda a describir no está escrita. De hecho, a esa posición puede llegarse 

directamente desde aquellas economías con potencial de digitalización, e igual-
mente desde aquellas con una posición de potencial de desarrollo. Por su parte, 
cabe advertir del peligro de transitar a un nivel más elevado de digitalización 
que se acompañe de una desigualdad mayor o una “digitalización desigual”. 
Por eso resulta tan relevante que en la definición de estrategias en política pú-
blica se tenga presente la idea de que no se trata solo de contar con políticas ac-
tivas de difusión de tecnologías y de amplio desarrollo de la conectividad, sino 
también con mecanismos de política social, correctores de las posibles asime-
trías que las nuevas tecnologías generadoras de ingreso puedan generar.  

Estos aspectos, que son condicionantes de las habilidades digitales en Ibe-
roamérica, invitan a realizar un análisis de su incidencia en la desigualdad para 
detectar cuáles son las posibles relaciones significativas para generar nuevas 
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ideas e implicaciones informadas para la definición de acciones y estrategias 
en el ámbito público y privado, lo que se lleva a cabo en la siguiente sección de 
este informe. 

 
 

4. El uso de tecnologías digitales 
 

El análisis de los determinantes de uso de distintos servicios digitales en cua-
tro países de Iberoamérica, haciendo uso de datos micro o individualizados, 
ha sido uno de los principales objetivos del proyecto. Como paso previo lle-
vamos a cabo un análisis descriptivo acerca del uso de las TIC, la difusión de 
estos servicios, y su distribución de acuerdo a tres aspectos básicos: sexo, 
edad y nivel de renta de los potenciales usuarios. Para ello, como se explica 
en la Introducción, se utilizan los microdatos de las encuestas de uso de las 
TIC nacionales en España, México, Portugal y Uruguay, países para los que 
se dispone de este tipo de fuente de información estadística y con ese nivel 
de desagregación. 

En una aproximación a los niveles más avanzados de la brecha digital, 
se exploran cuatro tipos de servicios digitales que están vinculados a otros 
tantos ámbitos, y que son el educativo, el de la Administración pública, las 
finanzas y el comercio. A este respecto, hay que tener en cuenta que cuando 
hablamos de servicios digitales no nos referimos a actividades que ofrecen 
servicios completamente diferentes a otros ya existentes, sino que se definen 
así por su provisión a través de internet. Se trata, fundamentalmente, de la 
utilización de nuevos canales y formas de interconexión entre el proveedor 
del servicio y los consumidores, a partir de los cambios tecnológicos que se 
han producido en las últimas décadas. Una característica propia de estos ser-
vicios digitales es que, en general, pueden prestarse con mayor eficiencia y 
confieren mayor accesibilidad respecto a los canales tradicionales, a los que 
en buena medida complementan o han comenzado a sustituir en una parte 
significativa de su actividad. 

Antes de proceder con la presentación de los indicadores de uso de estos 
servicios, conviene realizar algunas aclaraciones previas. En primer lugar, 
este trabajo está basado en la información que suministran las encuestas 
sobre el uso de las TIC de los cuatro países de la región antes mencionados: 
España, México, Portugal y Uruguay. Y, aun cuando todas las encuestas tra-
tan las mismas cuestiones de interés, los cuestionarios que se utilizan en cada 
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uno de estos países son diferentes. Esto hace que, en algunos casos, algunos 
aspectos difieran a pesar de que las preguntas estén dirigidas hacia un mismo 
propósito u objetivo. Aquí se ha optado por realizar un esfuerzo de homoge-
neización cuidadoso. Las diferencias en las encuestas de los cuatro países 
también pueden alcanzar otros aspectos, tales como la cobertura de la pobla-
ción. Es el caso de Portugal, país donde se limita hasta los 74 años la edad de 
los encuestados y donde, además, se ofrece esta variable por tramos de edad, 
lo que afecta a algunas de las comparaciones con otros países. 

En segundo lugar, otro aspecto relacionado con la interpretación de los 
resultados sobre el uso de los servicios digitales que se muestran en este 
apartado es que estos se presentan respecto al conjunto de la población, es 
decir, tanto de la que utiliza internet como de la que no accede a la misma. 
Este último grupo de población (sin acceso a internet) se encuentra frente a 
una barrera inicial que impide la utilización de cualquier servicio digital y 
también la adquisición de habilidades digitales; por lo tanto, en la explicación 
de sus determinantes hay que tener en cuenta que las razones que se vinculan 
a la ausencia de uso de internet pueden diferir de las asociadas a la no utili-
zación particular de estos servicios. 

Atendiendo a la difusión de internet en los países analizados, los resul-
tados correspondientes al año 2019 (2017 en el caso de Portugal) muestran 
que el nivel de uso por parte de la población es muy elevado, pudiendo apre-
ciarse que es algo superior en los casos de Uruguay y España (Gráfico 9). No 
obstante, se observan diferencias por edades siendo menor la utilización de 
internet que realiza la población de más avanzada edad; en particular, al-
canza una amplia cobertura en la población de edades comprendidas entre 
14 y 35 años, mientras que se reduce notablemente para grupos de población 
mayores de 60 años. 

Este es un rasgo común en todos los países analizados, aunque se obser-
van algunas diferencias notables como la del caso de México, en el que el 
valor de uso de internet para la población joven es inferior al resto de los paí-
ses incluidos en la comparativa. Respecto a la población de mayor edad, que 
aquí está representada por la franja de edad superior a los 60 años, llama la 
atención el contraste entre el bajo nivel alcanzado en Portugal y México, 
frente a los valores observados para Uruguay y España. 

[ 52 ]



GRÁFICO 9. Uso de internet según sexo, edad y nivel de renta, 2019(a,b) 

Notas: a) Se distinguen entre los dos grupos de renta más diferenciados que ofrecen las encuestas nacionales: 
cuatro en el caso de México, Portugal y España, y cinco en el de Uruguay. b) Para Portugal, la información se re-
fiere al año 2017. 
 

 
Además de la edad, las diferencias en los niveles de renta incorporan un 

importante elemento de desigualdad en el uso de internet. No obstante, al igual 
que ocurría con el acceso de personas mayores, Uruguay muestra un compor-
tamiento diferenciado al de los otros tres países, siendo bastante equitativo el 
acceso de los dos grupos de población que están más separados en términos de 
nivel de renta. Aunque se trata de un aspecto que necesita un análisis con mayor 
detenimiento, cabe avanzar que las políticas públicas aplicadas en este país 
están posiblemente detrás de este resultado. La difusión de ordenadores y ta-
bletas entre la población, dentro del denominado Plan Ceibal, el Plan Ibirapitá, 
para facilitar la conectividad a jubilados con bajos ingresos, así como los servi-
cios orientados a familias a través del Plan Universal Hogares de Antel de acceso 
a internet sin costo mensual que incluye un giga de tráfico por mes y la oportu-
nidad de realizar recargas, pertenece a este tipo de iniciativas públicas y priva-
das que favorecen el uso de internet en determinados grupos de población, 
siendo altamente probable que de no existir quedaran excluidos.  

Por último, si bien hay también una brecha de género en el acceso a inter-
net, esta ha ido reduciéndose paulatinamente en los últimos años y aparente-
mente apenas existen grandes diferencias en el uso general de internet u otros 
servicios, no siendo muy elevada (algo menos de 5 puntos porcentuales) la dis-
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tancia entre hombres y mujeres. No obstante, sigue persistiendo un ligero des-
fase en tres de los cuatro países analizados al comparar el uso de los hombres 
respecto al de las mujeres, aspecto este en el que Uruguay representa nueva-
mente una excepción. Como puede observarse en el Gráfico 9, en este país es 
algo más elevado el uso de internet por parte de las mujeres. 

Respecto al uso de los servicios digitales, como se ha comentado anterior-
mente, la definición de cada uno de ellos difiere entre los países considerados, 
dado que la información de base se obtiene de fuentes nacionales diferentes. 
No obstante, en este trabajo se ha realizado un esfuerzo de homogeneización 
que permita su comparación. 

En el escalón más bajo de los servicios digitales se encuentra el uso de TIC 
en el ámbito educativo, fundamentalmente a través de plataformas digitales 
(Gráfico 10). Si bien la utilización de la metodología de enseñanza en línea en 
2019 seguía estando circunscrita a reducidos grupos de población, la informa-
ción estadística aquí utilizada no recoge el impacto de la pandemia de la 
COVID-19; de hecho, uno de los ámbitos que se han visto claramente afectados 
por la actual pandemia ha sido el educativo, dado que desde el inicio del se-
gundo trimestre de 2020 se dio el traslado de la actividad docente al ámbito vir-
tual en todos los niveles: primario, secundario y universitario. 

 
GRÁFICO 10. Utilización de los servicios digitales(a), respecto al total  

de la población en 2019(b) 

Notas: a) La definición de cada uno de los servicios digitales y las diferencias entre países se indican en el in-
forme final. b) Para Portugal la información se refiere al año 2017. 
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En el polo opuesto se encuentra la Administración electrónica, según el 
porcentaje de población que hace uso de este tipo de servicios digitales. La am-
plia difusión de los cauces de comunicación electrónica con las Administracio-
nes públicas, hace que en los cuatro países el valor se sitúe por encima del 25%. 
No obstante, las diferencias entre los países son notables: mientras que en Mé-
xico el indicador está en el 27,5% de la población, en España despunta con un 
valor superior al 45%. 

Atendiendo al Índice de Desarrollo del Gobierno Electrónico de las Nacio-
nes Unidas (ONU), que mide la capacidad de transformación digital de los go-
biernos en 193 países, en aspectos relacionados con los servicios en línea, las 
redes de telecomunicaciones y el capital humano, los países latinoamericanos 
que sobresalen dentro del ranking son Uruguay, que ocupa el puesto 26 de la 
clasificación mundial, Argentina en el puesto 32 y Chile en el 34. A este respecto, 
cabe resaltar que Uruguay es el país que obtuvo la puntuación más alta con un 
índice de 0,85 en una escala de 0 a 1, donde 1 equivale al mejor desempeño po-
sible en el desarrollo del gobierno electrónico. En el ranking se encuentra tam-
bién Brasil en el puesto 54, Costa Rica (56), México (61), Colombia (67) y Perú 
(71) (ONU, 2020). 

Un perfil similar se describe en el caso del comercio electrónico, en el que 
es elevado el porcentaje de usuarios respecto al total de población tanto en Es-
paña (más del 40%) como en Uruguay (más del 30%), en menor medida en Por-
tugal (25%) y a notable distancia México, con un valor inferior al 19%. Si bien el 
crecimiento del comercio electrónico es un fenómeno que refleja la aparición 
de un canal alternativo de comercialización de productos y servicios al que las 
empresas han tenido que adaptarse, y que también ha visto su uso acentuado 
durante el periodo de pandemia, la existencia de diferencias entre países invita 
a pensar en posibles implicaciones de un nuevo marco de interacción entre 
clientes y usuarios que adquiere una importancia creciente, con efectos para 
todos los agentes afectados, públicos y privados. 

Por último, estas diferencias se hacen aún más notables en el grupo de ser-
vicios financieros (o canales de acceso digital a tales servicios), donde los países 
europeos10 de la región muestran valores disímiles: mientras que Portugal 
muestra un valor que es 20 puntos porcentuales inferior al de España, y Uruguay 

10  En el caso de España y Portugal, la definición de servicios financieros digitales es algo más amplia 
(refleja solo la consulta de información financiera), que la que se ofrece para Uruguay y México (donde 
el nivel de interacción que implica la pregunta dedicada en el cuestionario a este aspecto es algo 
mayor).
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presenta una posición algo inferior, en el caso de México este indicador se sitúa 
por debajo del 10% de la población, mostrando un uso de servicios financieros 
digitales que es todavía escaso. 

 
 

5. Medición y análisis del acceso a la digitalización  
 

5.1. Metodología 
 

Para llevar a cabo el estudio sobre el nivel de digitalización en España, Portugal, 
México y Uruguay se hace uso de las respectivas encuestas nacionales sobre uso 
de las TIC. En el caso de España, México y Uruguay, las encuestas corresponden 
al año 2019, mientras que en el caso de Portugal corresponden a 2017.  

Estas encuestas no son homogéneas, y sus características disímiles limitan 
la posibilidad de llevar a cabo una interpretación conjunta11. Sin embargo, con el 
objetivo de armonizar las bases de microdatos sin modificar las respuestas de los 
individuos, estas últimas se agrupan en conceptos amplios, integradores de dis-
tintas cuestiones de tal manera y a partir de estos se crean variables que sí pueden 
ser comparadas entre sí. Una vez que las bases de datos están homogeneizadas, 
se procede a realizar dos tipos de análisis.  

En primer lugar, se lleva a cabo un análisis exploratorio, a partir de un con-
junto de histogramas que describen la distribución que sigue la muestra en los 
distintos países, atendiendo a variables sociodemográficas de interés: geogra-
fía, género, renta, edad y nivel educativo. Tras esa primera aproximación a los 
datos, se realiza un segundo análisis, de tipo estadístico, en el que las estima-
ciones econométricas permiten entender, con mayor grado de profundidad, el 
comportamiento y la relación entre variables.  

Con el propósito de disponer de una medición que permita capturar de ma-
nera sintética el nivel de digitalización de cada individuo entrevistado, aquí pro-
ponemos la construcción de un índice digital que, adoptando la forma de índice 
compuesto, recoge una serie de dimensiones que sirven como proxy para medir 
los tres niveles de la brecha digital (Scheerder et al., 2017). Esto nos lleva a in-
cluir variables relacionadas con el acceso al entorno digital (primer nivel), va-
riables relacionadas con las habilidades y capacidades digitales (segundo nivel) 

11  Para más información sobre las características particulares de cada encuesta, consultar el Anexo, 
Cuadro A2.
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y variables relacionadas con los retornos que se obtienen del uso de internet y 
las TIC (tercer nivel). Este índice compuesto puede a su vez descomponerse, 
por lo tanto, en tres subíndices que serían correspondientes a estos tres niveles, 
lo cual tiene interés a la hora de analizar más detalladamente las causas de la 
desigualdad digital en la región iberoamericana.  

Para la construcción del índice, se otorga el mismo peso a los distintos ni-
veles de la brecha digital y, siguiendo las recomendaciones de la OCDE 
(2008), se normaliza siguiendo una escala 0-100. A su vez, cada subíndice se 
construye como la suma ponderada de las distintas variables. Estas variables 
son dicotómicas, y la ponderación se lleva a cabo según frecuencia, en el caso 
de describir actividades o condiciones de importancia similares, premiando 
así las actividades o condiciones más inusuales. En el caso de variables no 
equiparables, la ponderación se lleva a cabo según su relevancia en el subín-
dice al que pertenecen.  

Los histogramas parciales de este índice compuesto, que se presentan en 
el Anexo II, ilustran la distribución del índice digital en función de las si-
guientes dimensiones o variables sociodemográficas: 1) género, 2) nivel de 
urbanización, 3) nivel de renta, 4) nivel educativo y 5) edad. La comparación 
gráfica de la distribución de este índice de acuerdo a estas variables permite 
una primera aproximación a algunos de los aspectos sobre los que posterior-
mente se volverá12.  

De manera muy general, respecto a los cuatro aspectos identificados y al 
atender a valores más elevados del índice para todos los países, en la parte de-
recha de la distribución, se observa que, primero, es mayor el porcentaje de 
individuos varones. Segundo, también es mayor la proporción de residentes 
en las zonas urbanas, frente a las zonas rurales de los cuatro países analizados. 
Tercero, está vinculado con los segmentos de mayor nivel de renta, y cuarto, 
también con el nivel educativo. Esto implica que el peso relativo de individuos 
que cumplen estas cuatro condiciones tiende a concentrarse, en algunos paí-
ses algo más claramente que en otros, adoptando valores más elevados para 
este índice.  

Con el propósito de analizar cuál es la importancia relativa que tienen estas 
cinco dimensiones, se ha planteado un modelo de regresión logística en la que 
se estima la probabilidad de suceso cuando la variable dependiente adopta va-

12  Nótese que, para facilitar su comparación gráfica, en el caso de varias categorías disponibles, se pre-
sentan las dos más alejadas entre sí. Además, los individuos con niveles muy cercanos a cero han sido 
excluidos de los histogramas con el objetivo de evitar la distorsión que causa su elevada frecuencia. 
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lores en un conjunto finito. En nuestro caso, el valor del índice digital, acotado 
entre 0 y 100, se ha transformado en una variable dicotómica que toma valor 1 
para los individuos que muestran un valor del índice superior a 7513.  

 
 

5.2. Análisis del grado de digitalización a través del índice digital 
 

Teniendo en cuenta que lo que nos interesa estudiar es la relación entre la pro-
babilidad de que los individuos alcancen un valor elevado en el índice digital 
(variable dependiente o a explicar) y las cinco dimensiones antes expuestas, que 
son indicativas de las posibles brechas de acceso y digitalización, estas dimen-
siones intervienen como variables independientes o explicativas del modelo.  

Una vez alcanzados los resultados de la estimación, su interpretación mos-
trará, en primer lugar, si es relevante el entorno en el que viven los individuos, 
distinguiéndose entre urbano y rural; en segundo lugar, qué papel juega el nivel 
de renta de los individuos, distinguiendo entre los estratos disponibles según 
país; en tercer lugar, si existe y en qué medida una brecha de género; en cuarto 
lugar, cuál es el efecto de los niveles educativos; y, en quinto lugar, si hay dife-
rencias por grupos de edad, distinguiendo solo dos grandes grupos, el formado 
por los jóvenes y el de los ancianos. 

Al tratarse de una regresión logística, el procedimiento de estimación con-
siste en llevar a cabo una comparación con un individuo de referencia. En este 
caso, el individuo elegido es un varón, que reside en una ciudad, que pertenece 
al 3er estrato de renta, que cuenta con nivel educativo medio (equiparable a en-
señanza secundaria) y es de edad adulta (entre 20 y 65 años). El Cuadro 9 con-
tiene la definición de variables del modelo y los resultados de la estimación se 
muestran en el Cuadro 10. En este, para cada variable se presenta, en primer 
lugar, el coeficiente estimado y, en segundo lugar, el denominado odds ratio14.  

 

13  En el caso de Uruguay, que es el país con un menor número de individuos encuestados, ha sido ne-
cesario bajar este valor del índice hasta 50 para poder contar con resultados estadísticamente con-
sistentes. El porcentaje de individuos encuestados que cumplen esta condición se puede consultar 
en el Cuadro A3, Anexo 1.
14  El odd ratio es una medida de asociación que indica la fortaleza de la relación entre dos variables. 
El valor refleja, cuando la variable dependiente tome valor 1 (Índice digital > 75), el número de veces 
que aumenta al tomar valor 1 la variable independiente de referencia si el resto de variables se man-
tuvieran constantes (ceteris paribus). Por ejemplo, en el Cuadro 10, si un individuo de España reside 
en el ámbito rural, el hecho de pertenecer al grupo de excelencia digital (Índice digital > 75) disminuye 
en 0,762 veces con respecto a un individuo residente en el ámbito urbano.
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CUADRO 9. Definición de variables 

Variable Definición Clase

Índice digital

Índice digital compuesto por variables obtenidas a partir de 
preguntas dicotómicas relacionadas con el acceso, habilidades y 
retornos sobre el entorno digital del individuo. Presentado como 
variable dicotómica, con valor 1 si el individuo tiene una 
puntuación superior a 75 ptos., y 0 en caso contrario.

Dep.

Acceso

Subíndice del índice digital que solo incluye aquellas variables 
relacionadas con el acceso a un entorno digital del individuo. 
Presentado como variable dicotómica, con valor 1 si el individuo 
tiene una puntuación superior a 75 ptos., y 0 en caso contrario.

Dep.

Habilidades

Subíndice del índice digital que solo incluye aquellas variables 
relacionadas con las habilidades del individuo relacionadas con 
el entorno digital. Presentado como variable dicotómica, con 
valor 1 si el individuo tiene una puntuación superior a 75 ptos.,  
y 0 en caso contrario.

Dep.

Retornos

Subíndice del índice digital que solo incluye aquellas variables 
relacionadas con los retornos que obtiene el individuo del 
entorno digital. Presentado como variable dicotómica, con valor 
1 si el individuo tiene una puntuación superior a 75 ptos., y 0 en 
caso contrario.

Dep.

e-Educa
Variable dicotómica que toma valor 1 si el individuo ha llevado 
determinadas acciones relacionadas con la educación en línea,  
y 0 en caso contrario.

Dep.

e-Gobierno
Variable dicotómica que toma valor 1 si el individuo ha llevado 
determinadas acciones relacionadas con la Administración en 
línea, y 0 en caso contrario.

Dep.

e-Banking
Variable dicotómica que toma valor 1 si el individuo ha llevado 
determinadas acciones relacionadas con la banca en línea, y 0 
en caso contrario.

Dep.

e-Commerce
Variable dicotómica que toma valor 1 si el individuo ha llevado 
determinadas acciones relacionadas con el comercio en línea,  
y 0 en caso contrario.

Dep.

Zona rural Variable dicotómica que toma valor 1 si el individuo vive en una 
zona rural, y 0 en caso contrario. Indep.

Estrato

Estrato de renta del individuo, distinguiendo entre 4 o 5 niveles, 
en función del país, y correspondiendo cada estrato con distintos 
tramos de renta en el caso de España, con quintiles en el caso de 
Uruguay, y con cuartiles en el caso de Portugal y México. 

Indep.



 
Nota: Dep.: dependiente; Indep.: independiente. 

 
Los resultados obtenidos confirman la esperada relevancia de los distintos 

aspectos analizados, aun cuando estos no afectan de la misma manera y con la 
misma intensidad en los cuatro países. Así, en primer lugar, la brecha rural es 
más notable en el caso de España y Uruguay frente a Portugal y México. En estos 
dos países no se observa un comportamiento estadísticamente diferenciado 
respecto a las zonas urbanas. El análisis pormenorizado de los resultados para 
los tres índices parciales que integran el índice general nos permitirá profundi-
zar algo más en este aspecto.  

 
CUADRO 10. Resultados de la estimación logística. Índice digital general 

Mujer Variable dicotómica que toma valor 1 si el individuo se declara 
mujer, y 0 en caso contrario. Indep.

Nivel educativo
Nivel educativo del individuo, distinguiendo entre los niveles 1, 3 
y 5 de la Clasificación Estándar Internacional de Educación 
(ISCED, por sus siglas en inglés).

Indep.

Edad Edad del individuo. También como grupos de edad: < 20 años, 
20-65 años y > 65 años. Indep.

Hab > 75
Variable dicotómica que toma valor 1 si el individuo ha obtenido 
un valor superior a 75 en el subíndice de habilidades, y 0 en caso 
contrario.

Indep.

España México Portugal Uruguay

Índice digital

Zona rural
-0,272*** -0,121 -0,168 -0,493***

0,762*** 0,886 0,846 0,611***

Estrato 1
-0,552*** -0,898*** -0,614*** -0,812***

0,576*** 0,407*** 0,541*** 0,444***

Estrato 2
-0,296*** -0,443*** -0,348** -0,067

0,744*** 0,642*** 0,706** 0,935
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** p<0,05, *** p<0,01  

 
En segundo lugar, atendiendo a los niveles de renta o ingreso, se observa 

que esta es una dimensión significativa en la identificación de los individuos que 
cuentan con un nivel más elevado en el índice digital en los cuatro países. En 
concreto, la probabilidad de que un individuo pertenezca a lo que podríamos 
denominar como “grupo de excelencia digital”, en el caso de España, es un 69% 
superior15 para los individuos de renta alta, respecto a los individuos de renta 
media16. Además, el efecto desfavorable que puede tener el ingreso en la pro-

15  Este incremento numérico en la probabilidad está sujeto a que no se produzcan cambios en las otras 
variables que también afectan a la pertenencia de los individuos en el grupo de “excelencia digital”. 
16  Dado que los tramos disponibles de nivel de renta no coincidían para las cuatro encuestas nacionales 
utilizadas, se ha tomado el tercer nivel de renta como grupo excluido en el análisis de los cuatro casos. 

Estrato 4
0,454*** 0,222*** 0,426*** 0,004

1,574*** 1,248*** 1,531*** 1,004

Quintil de más elevada 
renta (Estrato 5)

0,561*** 0,376**

1,752*** 1,456**

Mujer
-0,528*** -0,548*** -1,153*** -0,507***

0,590*** 0,578*** 0,316*** 0,602***

Nivel educativo 
inferior - ISCED 1

-1,786*** -2,661*** -1,918*** -1,664***

0,168*** 0,070*** 0,147*** 0,189***

Nivel educativo 
superior - ISCED 5

0,859*** 1,543*** 0,963*** 0,809***

2,361*** 4,678*** 2,618*** 2,245***

edad < 20 años
0,764*** -0,310** 0,953***

2,146*** 0,733** 2,593***

edad > 65 años
-2,238*** -2,673*** -2,598*** -2,296***

0,107*** 0,069*** 0,074*** 0,101***

LR Chi2 (10) 2856,82 2822,94 1350,31 840,22

Prob > Chi2 0,00 0,00 0,00 0,00
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babilidad de mejorar el nivel de digitalización es más evidente en el caso de Mé-
xico, en particular en el segmento de menor nivel de renta. 

En tercer lugar, respecto a la posible existencia de la brecha de género en la ad-
quisición de un alto valor en el índice digital, los resultados muestran que esa desi-
gual digitalización entre mujeres y hombres está claramente presente en los cuatro 
países analizados. Sin embargo, existen diferencias en la amplitud de la misma, 
siendo más relevante en el caso de Portugal que en los otros tres países analizados, 
tal como puede observarse al comparar el tamaño de los coeficientes y odds ratio. 

En cuarto lugar, y como cabía esperar, se advierte que uno de los dos elemen-
tos que con mayor intensidad condicionan el nivel de digitalización de los indivi-
duos es el nivel educativo. En particular, un bajo nivel educativo reduce 
drásticamente la probabilidad de que el individuo presente un nivel elevado de di-
gitalización, respecto a un nivel educativo medio17. A este respecto, es muy desta-
cable el caso de México, país en el que esa probabilidad se reduce por debajo del 
90%. Por su parte, el hecho de contar con un nivel educativo alto —tener estudios 
universitarios— multiplica por un factor superior a 4 la probabilidad de que el in-
dividuo en ese país presente altos niveles de digitalización.  

Por último, señalamos los resultados correspondientes a la dimensión de 
edad, en este caso representada por los dos extremos: los jóvenes (menores de 20 
años) y los ancianos (mayores de 65 años). En el caso de los jóvenes, este grupo no 
está disponible para Portugal, y para los otros tres países presenta resultados disí-
miles. Por un lado, en España y Uruguay es dos veces más probable que los indivi-
duos de edades entre 15 y 20 años pertenezcan al grupo de alta digitalización frente 
a la población de entre 20 y 65 años. Sin embargo, en el caso de México, el resultado 
obtenido refleja que es menor la probabilidad de digitalización del grupo de jóve-
nes respecto al segmento adulto de la población. Sí existe un patrón común a los 
cuatro países respecto a la reducida probabilidad de encontrar personas de más 
de 65 años con un elevado grado de digitalización. 

 
 

5.3. Discusión de resultados de los índices parciales 
 

Este apartado lo dedicamos a presentar y discutir los resultados del análisis de 
los determinantes sociodemográficos respecto a los tres índices digitales, defi-

17  El nivel educativo de referencia en el caso de España es Bachillerato, y FP de Grado Medio en el caso 
de Uruguay; en México es Segundo Ciclo completo o Terciaria incompleta; Normal básica, en el caso de 
Portugal, Secundaria superior y postsecundaria no terciaria.
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nidos previamente en el apartado metodológico, y que conjuntamente integran 
el índice digital. Estos son: el índice de acceso, el índice de habilidades y el ín-
dice de retornos. Al igual que hemos hecho en el caso del índice general, estos 
índices parciales se han transformado en una variable dicotómica, que toma 
valor 1 para los individuos que muestran un valor del índice superior a 75, y valor 
0 en caso contrario18.  

En el Cuadro 11 aparecen las estimaciones de las regresiones logísticas 
realizadas de estos tres índices para los cuatro países analizados. Comen-
zando por el índice de acceso, las variables utilizadas son estadísticamente 
significativas, a excepción de la correspondiente a la dimensión de género. 
Además, en Uruguay la diferencia de acceso obedece más claramente a la di-
ferencia del nivel de ingreso, entre aquellos con más renta frente a los que 
perciben menos, no siendo significativos los segmentos intermedios de 
renta. Estos resultados pueden explicarse teniendo en cuenta la propia com-
posición del índice de acceso, dado que entre los elementos que lo conforman 
se encuentra el hecho de poseer acceso privado a internet o a un ordenador 
cuando este es por lo general el resultado de una decisión que se adopta fun-
damentalmente en el hogar, más que por parte de las personas individuales 
encuestadas. Hay que advertir que el nivel de renta se refiere a la renta fami-
liar, y que el nivel de estudios tiende a presentar una elevada correlación 
entre los miembros de un mismo hogar. El índice de habilidades digitales 
muestra también unos resultados similares a los obtenidos para el índice ge-
neral de digitalización. Sin embargo, los resultados para el índice de retornos 
son los que muestran más especificidades, como a continuación pasamos a 
discutir.  

Considerando ahora cada una de las variables, y las diferencias respecto a 
estos tres tipos de índices, comenzamos con el entorno rural en el que se man-
tiene una clara brecha en el acceso, y también en las habilidades digitales, que 
se ven penalizadas respecto a las de aquellas personas que viven en núcleos ur-
banos más poblados. La importancia de la brecha vinculada al lugar de resi-
dencia condiciona de manera relevante el nivel de acceso y, muy fundamental-
mente, el hecho de que los individuos que viven en entornos rurales tienen una 
menor probabilidad de presentar un elevado nivel de habilidades digitales, lo 
cual ahonda la brecha primaria de acceso. Esta segunda brecha digital es más 
notable en los casos de México, Portugal y Uruguay.  

18  De nuevo, para el caso de Uruguay, este valor baja hasta el 50.
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Por su parte, los resultados obtenidos en las estimaciones para el índice de 
retornos presentan diferencias sustanciales entre los cuatro países analizados. 
De hecho, al considerar los retornos, esta brecha de localización solo se man-
tiene como significativa en el caso de España; en los otros tres países la variable 
“rural” no es estadísticamente significativa al tratarse como determinante de 
un elevado nivel de utilización de servicios digitales respecto a los individuos 
que residen en entornos urbanos. Una posible explicación de estos resultados 
obedece al hecho de contar con una menor cantidad de servicios presenciales 
en comparación con los entornos urbanos, en las zonas rurales se genera un 
efecto compensatorio o trade-off hacia el uso de servicios digitales que se usan 
para cubrir necesidades, aunque por lo general se tenga menos acceso y menos 
habilidades. 

Respecto a la influencia de las diferencias de renta, los distintos tramos in-
cluidos como variables explicativas son muy significativos en el caso del índice 
de acceso y en el índice de habilidades, para todos los países excepto Uruguay. 
En este último país, aunque la diferencia es elevada para los tramos de menor 
renta, el resto de los tramos no son estadísticamente significativos. Especial-
mente relevante en el caso de este país andino es el resultado alcanzado res-
pecto al índice de habilidades, porque no se ve condicionado por las diferencias 
de renta de los individuos. Es también reseñable que el índice de retornos se ve 
menos condicionado por los niveles de renta que los otros dos índices, a excep-
ción de México. En el caso de Uruguay y Portugal, solo la pertenencia al menor 
grupo de renta reduce la probabilidad de que el individuo sea un usuario avan-
zado de servicios digitales. Por el contrario, en España solo es estadísticamente 
significativo (y positivo) el último tramo de renta. 

La brecha de género se mantiene en los índices de habilidades y retornos, 
pero no en el de Acceso, por las razones que ya se han mencionado antes y que 
obedece muy fundamentalmente a que los elementos que componen el índice 
de acceso están más condicionados por las decisiones del hogar que por las in-
dividuales. De los cuatro países, Portugal es el que presenta un mayor efecto 
negativo sobre la probabilidad de que las mujeres alcancen un elevado nivel en 
habilidades y retornos, y le sigue México. En el caso de España, esta “penaliza-
ción” es mayor en relación con la probabilidad de incrementar las habilidades 
digitales de las mujeres que respecto a una utilización elevada de servicios di-
gitales (índice de retornos), patrón este que no es compartido por los otros tres 
países analizados. 
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CUADRO 11. Resultados de la estimación logística. Índices parciales 

 

España Portugal

Acceso Habilidades Retornos Acceso Habilidades Retornos

Rural
-0,452*** -0,272*** -0,196** -0,221*** -0,166** 0,218

0,636*** 0,762*** 0,822** 0,801*** 0,847** 1,243

Estrato 1
-1,277*** -0,508*** -0,263 -1,562*** -0,330** -2,082**

0,279*** 0,602*** 0,768 0,210*** 0,719** 0,125**

Estrato 2
-0,454*** -0,233*** -0,099 -0,707*** -0,233 -0,420

0,635*** 0,792*** 0,906 0,493*** 0,792 0,657

Estrato 4
0,959*** 0,364*** 0,100 1,178*** 0,210** 0,407

2,608*** 1,438*** 1,105 3,249*** 1,233** 1,503

Estrato 5
1,435*** 0,357*** 0,453***

4,200*** 1,428*** 1,573***

Mujer
       0,046 -0,878*** -0,284*** 0,048 -1,107*** -1,214***

       1,047 0,416*** 0,753*** 1,049 0,330*** 0,297***

ISCED 1
-1,031*** -1,531*** -1,644*** -1,394*** -1,742*** -3,185***

0,357*** 0,216*** 0,193*** 0,248*** 0,175*** 0,041***

ISCED 5
0,338*** 0,653*** 0,785*** 0,557*** 0,625*** 0,677***

1,402*** 1,921*** 2,192*** 1,745*** 1,868*** 1,967***

< 20 años
1,565*** 1,710*** 0,083

4,784*** 5,530*** 1,086

> 65 años
-1,528*** -2,310*** -2,589*** -1,450*** -2,253*** -1,885***

0,217*** 0,099*** 0,075*** 0,235*** 0,105*** 0,152***

LR Chi2 (10) 6356,49 2440,05 1037,36 2758,54 1218,06 263,53

Prob > Chi2 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00
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** p<0,05, *** p<0,01 

México Uruguay

Acceso Habilidades Retornos Acceso Habilidades Retornos

Rural
-0,535***       -0,191** -0,513 -0,556*** -0,433*** 0,093

       0,586        0,826 0,599 0,573*** 0,648*** 1,097

Estrato 1
-1,282*** -0,661*** -0,757** -0,822*** -0,044 -1,178***

0,278*** 0,516*** 0,469** 0,440*** 0,957 0,308***

Estrato 2
-0,562*** -0,249*** -0,516** -0,247 0,014 0,182

0,570*** 0,779*** 0,597** 0,781 1,014 1,199

Estrato 4
0,352*** 0,205*** 0,340** -0,094 0,063 0,206

1,423*** 1,227*** 1,405** 0,910 1,065 1,229

Estrato 5
0,406** 0,215 0,351

1,501** 1,240 1,420

Mujer
-0,075 -0,450*** -0,602*** -0,173 -0,384*** -0,505***

 0,928 0,637*** 0,548*** 0,841 0,681*** 0,604***

ISCED 1
-1,517*** -2,233*** -2,504*** -1,165*** -1,619*** -1,270***

0,219*** 0,107*** 0,082*** 0,312*** 0,198*** 0,281***

ISCED 5
1,269*** 1,443*** 1,551*** 0,725*** 0,795*** 0,915***

3,559*** 4,232*** 4,717*** 2,065*** 2,213*** 2,497***

< 20 años
1,391*** 0,539*** -1,478** 0,776*** 2,022*** -1,097

4,019*** 1,714*** 0,228** 2,173*** 7,555*** 0,334

> 65 años
-2,525*** -2,545*** -1,674*** -0,786*** -2,682*** -2,510***

0,080*** 0,078*** 0,187*** 0,456*** 0,068*** 0,081***

LR Chi2 (10) 9331,80 5754,24 539,93 519,20 994,43 272,48

Prob > Chi2 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00
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Al igual que observábamos para el índice general, entre los distintos de-
terminantes socioeconómicos presentados, el nivel de estudios y la edad son 
los mayores condicionantes del nivel de digitalización de los individuos; en 
particular, a la hora de mostrar una elevada probabilidad en el acceso, las ha-
bilidades y los retornos. México y Portugal son los países en los que es más 
notable el efecto que tiene el nivel de estudios como elemento inhibidor, del 
que podría decirse que es casi un elemento excluyente de un elevado uso de 
servicios digitales (acceso) y de disfrutar de un elevado nivel de habilidades 
digitales. De hecho, es México el país en el que contar con estudios universi-
tarios es un aspecto que actúa como mayor potenciador en los tres tipos de 
índices.  

Respecto a la edad, si bien ser joven se relaciona con un alto nivel en el índice 
de habilidades y de acceso —que puede deberse, entre otras razones, a la dispo-
nibilidad de teléfono móvil con acceso a internet—, ese mayor acceso no se ve 
relacionado ni facilita un uso elevado de servicios digitales generales. Como 
puede observarse, este grupo de edad no es estadísticamente significativo en el 
índice de retornos ni en el caso de España ni en el de Uruguay. Por el contrario, 
el hecho de ser una persona mayor de 65 años vuelve a actuar como una barrera 
importante para acceder al grupo de mayor valor en los tres índices. Es especial-
mente elevado el efecto en el índice de habilidades en todos los países a excep-
ción de España, en el que se hace más notable en el índice de retornos. 

 
 

5.4. Análisis de los servicios digitales 
 

A continuación, también con el mismo procedimiento de estimación, se anali-
zan algunos de los principales servicios digitales, tales como los de educación 
electrónica (e-Education), gobierno electrónico (e-Government), banca electró-
nica (e-Banking) y comercio electrónico (e-Commerce). Para ello, se considera 
que un individuo ha utilizado alguno de estos servicios si ha obtenido una pun-
tuación superior a 40 (sobre 100) en un subíndice normalizado para toda la 
muestra que ha sido construido a partir de las preguntas relacionadas con cada 
uno de los servicios. Al igual que se ha hecho anteriormente, se ha creado una 
variable dicotómica pura que adopta valor 1 si el valor del subíndice supera el 
valor umbral y valor 0 en caso contrario.  

El análisis de los determinantes e inhibidores del uso de los servicios digi-
tales presenta múltiples aspectos diferenciadores entre países (Cuadros 12 y 13). 
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En primer lugar, vivir en entornos rurales no condiciona de igual manera el uso 
de estos servicios digitales en los cuatro países. El servicio de educación di-
gital, e-Educa, muestra la existencia de un efecto negativo en el caso de las 
zonas rurales solo en el caso de México. Sin embargo, es destacable que en 
el caso de Uruguay el hecho de vivir en entornos rurales mejora la propensión 
a usar los servicios educativos en línea. Por su parte, este aspecto no es esta-
dísticamente significativo ni en España ni en Portugal. En estos dos países, 
la localización en zonas rurales se relaciona con un menor uso de los servicios 
de Administración pública digital o e-Government. Por su parte, este aspecto 
no es estadísticamente significativo en los dos países latinoamericanos res-
pecto a los individuos que habitan en zonas urbanas más pobladas. En cuanto 
al uso de servicios financieros, e-Banking, resulta ser significativo en todos 
los países analizados salvo en Portugal. Finalmente, también este país es una 
excepción, respecto a los otros tres países, porque vivir en zonas rurales 
frente a urbanas es un aspecto inhibidor del uso del comercio electrónico o 
e-Commerce.  

En segundo lugar, al observar las diferencias de renta entre individuos, 
se genera un efecto especialmente diferenciado según el tipo de servicio di-
gital que se analice. Por un lado, en el caso de la educación en línea hay un 
efecto inhibidor de los estratos de menor renta que se ejerce solo en España 
y Portugal, mientras que pertenecer a un grupo de renta elevada solo parece 
tener influencia positiva en el mayor uso de estos servicios en España, res-
pecto a los individuos de renta media. Para los servicios de e-Government, 
de nuevo, solo España y Portugal muestran una clara vinculación entre su 
uso y el nivel de renta de los individuos, y en el caso de México también se 
da una relación positiva con la Administración digital en aquellos indivi-
duos que se sitúan en los tramos de renta más alta. Sin embargo, como cabía 
esperar, las diferencias son notables en los otros dos tipos de servicios di-
gitales como e-Banking o e-Commerce, que están claramente determinadas 
por el tramo de renta de los individuos. En el caso de Uruguay, solo los dos 
tramos superiores de rentas tienen influencia en el uso de estos dos servi-
cios, aunque no es significativo estadísticamente en el caso del comercio 
electrónico.  

En tercer lugar, cabría hacerse la pregunta de si la brecha de género sigue 
manteniéndose al analizar el uso de los distintos servicios digitales. La res-
puesta, en este caso, depende tanto del país como del tipo de servicio anali-
zado. 
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En los servicios financieros y comerciales digitales (e-Banking y e-Com-
merce), la brecha de género es nítida en los cuatro países, siendo Portugal el 
país en el que tiene una relevancia algo mayor, y es en España donde el efecto 
de esta es menor respecto a los cuatro países analizados. En el caso del e-Go-
vernment, solo en España las mujeres no tienen una probabilidad menor de 
utilizar este servicio, dado que la variable no es estadísticamente significa-
tiva, siendo Uruguay el país en el que el efecto de la brecha de género en los 
servicios públicos digitales es más notable. Por su parte, en los servicios di-
gitales vinculados a la educación, hay que destacar que no solo no existe esta 
brecha en España, sino que la condición de ser mujer es un elemento que au-
menta la probabilidad de su uso, mientras que en el resto de países no es es-
tadísticamente significativa.  

En cuarto lugar, como era de esperar, un patrón compartido por los cua-
tro países se desprende al analizar el efecto de los niveles educativos, siendo 
determinante y positivo su efecto sobre la probabilidad de hacer uso de estos 
cuatro servicios digitales. Destacan, por su magnitud, el efecto sobre la pro-
babilidad de realizar servicios financieros en México, así como de la Admi-
nistración digital en Portugal. Si bien resulta evidente que el nivel de 
cualificaciones es un determinante importante de digitalización, parece re-
sultar ser el principal elemento potenciador al revelarse significativo en el 
uso de todos los servicios digitales aquí analizados. 

Por último, en quinto lugar, se confirma que el hecho de ser mayor de 65 
años ejerce un efecto claramente inhibidor en el uso de todos esos servicios 
digitales. Sin embargo, en el caso de la franja de menor edad, hay que hacer 
algunas observaciones, dado que no es común el efecto de los jóvenes en los 
cuatro servicios analizados. Por un lado, como cabía esperar, mejora la pro-
babilidad de uso de los servicios educativos en línea con la excepción de Uru-
guay, país en el que este factor no alcanza significatividad estadística. En los 
servicios de gobierno electrónico, mientras que aumenta la probabilidad en 
el caso de México, no hay una relación positiva ni en España ni en Uruguay. 
Este último resultado es coincidente para el uso de servicios de banca digital 
por parte de los individuos de menos de 20 años, mientras que no se contrasta 
estadísticamente para el comercio electrónico. 
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CUADRO 12. Resultados de la estimación logística.  
Servicios digitales de Educación y Gobierno 

 
** p<0,05, *** p<0,01 

 

España México Portugal Uruguay

e-Educa e-Gobierno e-Educa e-Gobierno e-Educa e-Gobierno e-Educa e-Gobierno

Rural
-0,000 -0,179*** -0,371*** -0,122 -0,038 -0,256*** 0,398** 0,003

1,000 0,836*** 0,690*** 0,885 0,963 0,774*** 1,488** 1,003

Estrato 1
-0,315*** -0,512*** -0,094 -0,133 -0,333*** -0,577*** -0,162 -0,536

0,730*** 0,599*** 0,910 0,876 0,717*** 0,562*** 0,851 0,585

Estrato 2
-0,105 -0,126*** -0,011 -0,139 -0,249** -0,161 -0,488 0,045

0,900 0,882*** 0,989 0,870 0,779** 0,851 0,614 1,047

Estrato 4
0,001 0,457*** -0,062 0,131** 0,149 0,293*** 0,038 0,070

1,001 1,580*** 0,940 1,140** 1,161 1,340*** 1,038 1,073

Estrato 5
0,285*** 0,492*** 0,040 0,358

1,329*** 1,636*** 1,041 1,430

Mujer
0,168*** -0,036 -0,055 -0,232*** -0,005 -0,442*** 0,209 -0,605***

1,183*** 0,965 0,947 0,793*** 0,995 0,643*** 1,233 0,546***

ISCED 1
-0,997*** -1,092*** -0,927*** -1,157*** -0,981*** -1,382*** -0,879*** -0,641***

0,369*** 0,336*** 0,396*** 0,314*** 0,375*** 0,251*** 0,415*** 0,527***

ISCED 5
0,760*** 0,696*** 0,785*** 0,624*** 0,721*** 0,876*** 0,507** 0,411

2,137*** 2,005*** 2,192*** 1,866*** 2,057*** 2,401*** 1,660** 1,509

< 20 años
1,522*** -0,574*** 1,136*** 0,236*** -0,180 -1,736**

4,579*** 0,563*** 3,113*** 1,266*** 0,836 0,176**

> 65 años
-1,716*** -1,500*** -1,684*** -1,328*** -1,287*** -0,635*** -2,716*** -0,774**

0,180*** 0,223*** 0,186*** 0,265*** 0,276*** 0,530*** 0,066*** 0,461**

Hab > 75 pts
1,330*** 1,299*** 1,263*** 0,990*** 1,566*** 1,118*** 1,387*** 2,267***

3,783*** 3,666*** 3,537*** 2,691*** 4,786*** 3,060*** 4,003*** 9,653***

LR Chi2 (10) 4020,61 5650,49 3287,41 2590,14 1321,75 1866,28 192,88 247,43

Prob  >  Chi2 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00                0,00 0,00 0,00
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CUADRO 13. Resultados de la estimación logística.  
Servicios digitales financieros y comerciales 

 
** p<0,05, *** p<0,01 

España México Portugal Uruguay

e-Banking e-Commerce e-Banking e-Commerce e-Banking e-Commerce e-Banking e-Commerce

Rural
-0,144*** 0,016 -0,152** -0,019 -0,115 -0,416*** -0,359*** -0,177

0,866*** 1,016 0,859** 0,981 0,891 0,660*** 0,698*** 0,838

Estrato 1
-0,678*** -0,576*** -0,621*** -0,650*** -0,784*** -0,667*** -0,679*** -0,410

0,508*** 0,562*** 0,537*** 0,522*** 0,457*** 0,513*** 0,507*** 0,664

Estrato 2
-0,206*** -0,189*** -0,267*** -0,329*** -0,406*** -0,245*** -0,014 0,248

0,814*** 0,827*** 0,765*** 0,719*** 0,666*** 0,782*** 0,986 1,282

Estrato 4
0,455*** 0,561*** 0,437*** 0,286*** 0,409*** 0,201*** 0,150 0,313

1,575*** 1,752*** 1,548*** 1,331*** 1,505*** 1,223*** 1,161 1,367

Estrato 5
0,448*** 0,717*** 0,824*** 0,376

1,565*** 2,049*** 2,280*** 1,456

Mujer
-0,119*** -0,105*** -0,602*** -0,368*** -0,315*** -0,237*** -0,361*** -0,365***

0,888*** 0,900*** 0,547*** 0,692*** 0,730*** 0,789*** 0,697*** 0,694***

ISCED 1
-1,251*** -1,087*** -1,308*** -1,138*** -1,322*** -0,824*** -0,961*** -0,551***

0,286*** 0,337*** 0,270*** 0,320*** 0,267*** 0,439*** 0,383*** 0,576***

ISCED 5
0,494*** 0,438*** 0,563*** 0,394*** 0,804*** 0,485*** 0,710*** 0,448**

1,639*** 1,550*** 1,756*** 1,483*** 2,235*** 1,624*** 2,034*** 1,565**

< 20 años
-1,695*** 0,160 -1,512*** 0,083 -1,674*** -0,356

0,184*** 1,174 0,220*** 1,087 0,188*** 0,701

> 65 años
-1,672*** -1,965*** -0,646*** -1,381*** -0,862*** -1,951*** -0,900*** -1,173***

0,188*** 0,140*** 0,524*** 0,251*** 0,422*** 0,142*** 0,406*** 0,309***

Hab, 
> 75 pts

1,419*** 1,492*** 1,201*** 1,040*** 1,152*** 1,074*** 1,913*** 2,054***

4,135*** 4,446*** 3,322*** 2,830*** 3,164*** 2,928*** 6,772*** 7,797***

LR Chi2 (10) 6427,64 6043,55 3662,96 3628,63 1748,79 1384,43 850,30 516,48

Prob > Chi2 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00
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6. La transformación digital de Iberoamérica. Consideraciones finales 
 

El proceso de transformación digital está siendo de tal magnitud y rapidez que 
está alcanzando un lugar cada vez más central en el debate sobre la competiti-
vidad, el crecimiento económico y el desarrollo sostenible a nivel global. A este 
respecto, cabe preguntarse qué recursos o inputs cabría desarrollar para impulsar 
la digitalización en la región. Para responder a esta cuestión, podemos pen-
sar que en la región de Iberoamérica aún quedan espacios por explorar para lle-
var a cabo mejoras en algunas dimensiones determinantes de acceso, 
conectividad y aprovechamiento de los avances en red, resultando necesario 
avanzar hacia la digitalización también en el marco de la integración y la coo-
peración regional. A este respecto, Galperín (2017) identifica tres barreras crí-
ticas para el acceso digital, vinculadas a la asequibilidad, las habilidades digitales 
y la relevancia. El análisis de tales barreras le lleva a poner el énfasis en la idea 
de que los beneficios agregados del desarrollo del ecosistema digital no pueden 
ser capturados por completo por los operadores y, por lo tanto, son las políticas 
de gobierno las que pueden orientar las inversiones privadas y complementarlas 
en áreas de baja rentabilidad económica y alto impacto social.  

En este sentido, cabe mencionar algunos inputs para aumentar la digitali-
zación en la región: una vertiente es la del establecimiento de bases regulatorias 
y de políticas que permitan alcanzar una mejor articulación de medidas que fo-
menten las alianzas de inversión público-privada para conseguir el despliegue 
pleno de infraestructuras de red, así como la mejora de la velocidad de conexión 
de banda ancha fija y móvil. Por otro lado, el esfuerzo ha de dirigirse a facilitar 
el acceso equitativo a internet, a través de una oferta básica de conectividad, 
tecnología de bajo coste y totalmente abierta, especialmente dirigida a facilitar 
la conectividad de los hogares de bajos ingresos. Este tipo de acciones contri-
buirían a describir la senda virtuosa de una transición digital que conduzca a 
una situación de desarrollo sostenible. También el estímulo a la adaptación di-
gital de ciudadanos, instituciones y empresas ha de vincularse a los objetivos 
de alfabetización digital y de apropiación de las TIC. Se contribuiría así a una 
transformación de la estructura productiva que, siendo más intensiva en cono-
cimientos, sea igualmente capaz de generar empleos de calidad, lo que parece 
convertirse en un imperativo para el progreso estable y sostenido en materia de 
igualdad, y a la vez acorde con el avance hacia los ODS. 

Una segunda pregunta que enlazaría con esta reflexión es qué papel pue-
den tener los distintos actores de la sociedad y las alianzas público-privadas en 
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la transformación digital. A este respecto, los modelos de colaboración abierta 
que permiten una mayor integración de tecnologías digitales se perciben como 
fundamentales para la creación de ecosistemas de emprendimiento y de inno-
vación. De este modo, y dada la complejidad de los procesos de transformación 
digital, sería necesario contar con la participación de todos los actores de la so-
ciedad. Más particularmente, cabe aludir al rol de las empresas y de las Admi-
nistraciones públicas a la hora de planificar las estrategias de impulso y 
desarrollo de las tecnologías disruptivas, y que se consideran fundamentales 
en el proceso de digitalización. Algunos ejemplos de estas tecnologías son las 
relacionadas con la inteligencia artificial, las técnicas de ciberseguridad, com-
putación en la nube, internet de las cosas, robótica, impresión 3D, drones, Big 
Data, blockchain y redes 5G.  

Asimismo, las políticas para apoyar la adopción de tecnologías digitales 
deben complementarse con la creación de condiciones que permitan converger 
a las empresas rezagadas, mediante la promoción de un mejor acceso a las com-
petencias necesarias; en particular, las vinculadas a la formación en TIC para 
trabajadores poco cualificados (Gal et al., 2019; Nicoletti et al., 2018). En este 
contexto, la transformación digital ofrece oportunidades y desafíos para cam-
biar el patrón de crecimiento y, con esa transformación, poder asegurar un 
mayor grado de avance que además sea estable y sostenible tanto desde la pers-
pectiva económica como social y medioambiental. 

Por otra parte, asumiendo que la digitalización es un proceso dominante, 
y teniendo en cuenta que la región latinoamericana aún presenta carencias de 
infraestructuras, una nueva pregunta que podría plantearse es cuál podría ser 
la función de los bancos de desarrollo en este escenario. Las deficiencias de in-
fraestructuras en la región no solo se dan en el sector de las telecomunicaciones, 
sino que también existen en sectores como el transporte, la energía, el agua po-
table o el saneamiento, y abordarlas requiere un gran volumen de inversiones. 
En este sentido, los bancos de desarrollo (BID, CAF) han desempeñado una 
labor clave en la región, actuando como promotores de desarrollo mediante pro-
yectos de inversión en infraestructuras, programas de asistencia técnica y so-
porte al diseño de políticas públicas. También han contribuido a la creación de 
nuevos mercados y de nuevas oportunidades en la región mediante, por ejem-
plo, la promoción del acceso a la banda ancha con el objetivo de ir reduciendo 
la brecha digital.  

Habiendo conceptualizado en este proyecto las distintas brechas que con-
dicionan un uso pleno de la digitalización, cabe reseñar que la brecha de acceso 



a las tecnologías digitales no se ha eliminado en muchos países de la región y, 
por ejemplo, los individuos de zonas rurales, en contextos desfavorecidos, las 
mujeres y aquellos individuos con bajos niveles de educación tienen una pro-
babilidad menor de tener acceso a internet y, por tanto, de poder usar las posi-
bilidades de la red (CEPAL, 2018; Galperín, 2017). De ahí que sea imprescindible 
seguir definiendo y aplicando acciones que permitan asegurar el acceso a in-
ternet de calidad, principalmente para los sectores más vulnerables, lo que lleva 
a poner el énfasis especialmente en el desarrollo de habilidades. Solo así, po-
drán incrementarse los resultados o retornos que se obtienen de un mayor ac-
ceso a servicios digitalizados.  

En este sentido, la iniciativa Internet para Todos (IpT), en Perú, representa 
un modelo pionero e innovador, que trata de proporcionar cobertura de banda 
ancha en zonas rurales y de alta complejidad geográfica. Gracias a la alianza de 
cuatro socios estratégicos que son Telefónica, Facebook, BID Invest y CAF- 
Banco de Desarrollo de América Latina, se ha hecho posible que distintos ope-
radores de telecomunicaciones puedan hacer uso de una infraestructura ya 
existente para ampliar la cobertura de servicios de tecnología móviles 4G. Igual-
mente, el proyecto busca ampliar las fronteras y replicarlo en otros países de 
ALC, donde más de 100 millones de personas aún no tienen acceso a una red 
de internet móvil (BID, 2020). Por otro lado, el proyecto NAPO Innovación So-
cial con Conectividad y Salud: Telefonía Celular 3G y Atención Materno-Infantil 
en Comunidades del Amazonas, que fuera iniciado en 2016, es otro ejemplo de 
alianza público-privada que persigue garantizar el acceso a la telefonía de voz 
y datos, y fortalecer los servicios de salud en las zonas rurales. Esta iniciativa 
impulsada por la ONG española Fundación EHAS, el Grupo de Telecomunica-
ciones Rurales de la Pontificia Universidad Católica del Perú (PUCP) y CAF - 
Banco de Desarrollo de América Latina cuenta además con la colaboración del 
Gobierno Regional de Loreto, Telefónica del Perú y Telefónica I+D, la ONG 
PANGO, el operador de telefonía rural MAYU Telecomunicaciones, Hispasat, 
GMV y la Universidad Rey Juan Carlos de Madrid, entre otros. 

Para finalizar, podemos plantear como última pregunta cuál será el im-
pacto que puede esperarse tras la COVID-19. Esta reflexión puede aplicarse 
tanto a la aceleración de las tendencias positivas en la región, en relación con 
el mayor uso de redes y servicios digitales, como respecto a la senda de correc-
ción de las posibles desigualdades. Es bien cierto que uno de los impactos que 
ha tenido la pandemia en la digitalización es habernos llevado a observar cómo 
la conectividad se convirtió en un factor esencial para poder estudiar, trabajar, 

[ 74 ]



hacer trámites en las Administraciones públicas, e incluso tener momentos de 
ocio y relacionarse con los demás, máxime en los periodos de riguroso confi-
namiento. También hemos observado que la sociedad avanza hacia una mayor 
conectividad, incluso con carácter permanente, y lo hace a través de distintos 
dispositivos, diversidad que también demanda nuevas estrategias y modelos 
de operación en todos los ámbitos de la sociedad. 

Para hacer frente a la crisis del coronavirus, algunos países de la región han 
establecido mecanismos tales como la creación de aplicaciones (app Coronavi-
rus Argentina, app Coronavirus-SUS en Brasil, app coronavirus.uy en Uruguay) 
para que los ciudadanos con posibles síntomas puedan ponerse en contacto con 
los proveedores de los servicios de salud. Otros países, tales como Chile, Ecua-
dor y Colombia, han optado por ofrecer una ampliación de los planes de nave-
gación, potenciando la velocidad de fibra óptica y así poder asegurar la 
conectividad de las personas. Por su parte, México implementó la iniciativa 
Aprende en Casa, programa de televisión producido por la Secretaría de Edu-
cación Pública (SEP) para mantener las clases durante la pandemia.  

Según la CEPAL, para alcanzar una integración plena de los países de la re-
gión como miembros de la sociedad de la información, un aspecto fundamental 
es contar con amplias estrategias multilaterales que permitan abordar los pro-
blemas de la desigualdad digital. En particular, un mercado digital regional po-
dría facilitar la expansión de las infraestructuras y contribuir a la transición de 
América Latina y el Caribe hacia un desarrollo más sostenible e inclusivo 
(CEPAL, 2018). De igual manera, algunas experiencias internacionales tales 
como, por ejemplo, la estrategia digital de la Unión Europea, llevan a afirmar 
que la cooperación internacional es una dimensión clave para aprovechar al má-
ximo la transformación digital, tanto a nivel regional como internacional.  

 
 

7. Conclusiones  
 

La importancia de un mejor conocimiento de las habilidades digitales de los in-
dividuos ha llevado a emprender acciones por parte de los gobiernos, y también 
al hecho de que los institutos de estadística nacionales de muchos países hayan 
incorporado la medición de aspectos vinculados al uso de las TIC e indicadores 
de digitalización. Esos indicadores se obtienen incorporando cuestiones de ac-
ceso y uso de tecnologías digitales, bien a través de modificaciones en las encues-
tas ya existentes, bien mediante la generación de nuevas fuentes, específicamente 
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diseñadas para este fin. La disponibilidad de información estadística sobre el 
acceso, uso y disfrute de las tecnologías digitales, con un grado de desagrega-
ción individual, es un elemento fundamental e imprescindible para poder es-
tudiar en profundidad los patrones comunes y las diferencias, así como 
aquellas fortalezas, debilidades y oportunidades que presentan los países en 
la era digital. 

En Iberoamérica, se han desarrollado encuestas específicas en distintos 
países. Sin embargo, dado que el acceso a los microdatos procedentes de estas 
encuestas está disponible solo para España, México, Portugal y Uruguay, en 
este trabajo se analizan solo estos cuatro países. La razón es que, frente a los 
datos agregados por países o regiones, la información micro para hogares e 
individuos permite un análisis más rico y preciso sobre los determinantes del 
uso de los servicios digitales, los factores que pueden actuar como elementos 
discriminantes, y las posibles implicaciones para acciones en los ámbitos pú-
blico y privado. Queda abierta, por lo tanto, una avenida de investigación en 
la que se pueda analizar la información estadística de un mayor número de 
países en la región si se llevan a cabo acciones colaborativas que permitan le-
vantar la información estadística necesaria y se pone a libre disposición de los 
investigadores. 

El objetivo general de este proyecto, enmarcado en la situación de la desi-
gualdad digital que enfrenta Iberoamérica, ha puesto además especial énfasis 
en la desigualdad de género y de localización, y para ello se han dado los si-
guientes pasos:  

En primer lugar, tras una revisión en profundidad de los antecedentes teó-
ricos y empíricos sobre la relación entre digitalización y desigualdad, se han dis-
cutido los principales argumentos, y se ha procedido a realizar un análisis 
descriptivo del acceso a las tecnologías digitales en la región. Con estos ante-
cedentes, se presenta una propuesta de transición basada en la posible relación 
negativa entre digitalización y desigualdad, entendiéndose como clave de de-
sarrollo en la región, un planteamiento que sería aplicable al ámbito de las ha-
bilidades digitales y de sus factores determinantes, y que puede servir de base 
metodológica para la toma de decisiones futura. 

En segundo lugar, se ha hecho una aproximación minuciosa a las diferen-
cias observadas en el uso de los servicios digitales en los cuatro países seleccio-
nados. En particular, el estudio de los servicios en el ámbito educativo, de la 
Administración pública digital, el comercio electrónico y los servicios financie-
ros, según entorno de residencia, sexo, tramos de edad y nivel de renta, ha sido 
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posible gracias a la disponibilidad de microdatos en los cuatro países de la re-
gión antes mencionados.  

En tercer lugar, la elaboración de un indicador sintético de habilidades di-
gitales ha podido desarrollarse a partir de la combinación de un compendio de 
indicadores disponibles procedentes de las encuestas sobre uso de TIC en esos 
países con disponibilidad de la información necesaria. Tras la aplicación y el 
cálculo de los valores que adopta el indicador sintético para cada uno de los in-
dividuos de la muestra en los cuatro países considerados, se ha analizado la dis-
tribución poblacional del indicador respecto a distintos factores, destacando 
específicamente los de género y las zonas rurales, así como los tramos de edad, 
que favorecen a los jóvenes por lo general, y los niveles de renta, que claramente 
penalizan a los individuos de menor renta disponible frente a la digitalización.  

En cuarto lugar, para profundizar en la comprensión de la relación que se 
define entre conectividad, habilidades digitales y desigualdad, se ha efectuado 
un análisis de los determinantes de uso de distintos servicios digitales, identi-
ficando qué elementos actúan como inhibidores y cuáles son los posibles fac-
tores potenciadores. Se asume que el uso de las tecnologías digitales en el 
ámbito educativo, la Administración pública digital, el comercio electrónico y 
los servicios financieros, pueden ser condicionantes del desarrollo económico 
y social, de la eficiencia de las Administraciones públicas, el aprendizaje en 
línea, o del acceso a nuevos canales de comercialización y distribución. Además 
del género, la localización y el nivel de renta, se han tenido en cuenta otros fac-
tores determinantes como el efecto que tienen las habilidades digitales. 

En quinto lugar, considerando que la identificación de esos factores que 
funcionan como elementos inhibidores y potenciadores son de utilidad para 
contribuir al ejercicio de diseño de recomendaciones e implicaciones para la 
acción de la política pública en los países de la región, también pueden funcio-
nar como acicate para fomentar la colaboración público-privada en el marco de 
los ODS. Así, se plantean a modo de consideraciones finales una serie de refle-
xiones vinculadas con la acción multilateral y la cooperación en el periodo pos-
pandemia. 

En definitiva, este trabajo pone de manifiesto que la posibilidad de analizar 
información individualizada para los países estudiados ha permitido realizar 
un análisis comparado de la distribución poblacional de las destrezas digitales, 
y explorar los determinantes específicos e idiosincráticos del uso de servicios 
digitales en entornos económicos y sociales diferentes. La posibilidad de ex-
tender la discusión de resultados al conjunto de Iberoamérica invitaría a consi-
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derar la realización de encuestas específicas en aquellos países que aún no las 
hayan puesto en marcha, así como, muy importante, a publicar la información 
a nivel de microdatos y poder realizar nuevos estudios que permitan una 
mejor comprensión del fenómeno de la digitalización, a todas luces necesario 
si se acepta que, a pesar de las mejoras en la región, todavía queda un reco-
rrido por andar hacia la consecución de mayores cotas de desarrollo sostenible 
y digital. 
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Anexos 
 

Anexo I 
 

CUADRO A1. Metas específicas de la Agenda España Digital 2025 

 
Fuente: Plan España Digital 2025, Gobierno de España. 

 
CUADRO A2. Características de las encuestas, por países 

 

Ejes estratégicos Meta 2025

1. Conectividad digital 100% de la población con cobertura 100 Mbps

2. Impulso de la Tecnología 5G 100% del espectro radioeléctrico preparado para 5G

3. Competencias digitales 80% de personas con competencias digitales básicas, 
de las que el 50% serán mujeres

4. Ciberseguridad 20.000 nuevos especialistas en ciberseguridad, IA  
y Datos

5. Transformación Digital del Sector 
Público 50% de los servicios públicos disponibles en APP móvil

6. Transformación Digital de la Empresa  
y Emprendimiento Digital

25% de contribución del comercio electrónico al 
volumen de negocio pyme

7. Proyectos Tractores de Digitalización 
Sectorial

10% reducción de emisiones CO2 por efecto de la 
digitalización

8. España, polo de atracción de inversiones 
y talento del Sector Audiovisual

30% de aumento de la producción audiovisual  
en España

9. Economía del Dato e Inteligencia 
Artificial 25% de empresas que usan IA y Big Data

10. Derechos Digitales Carta nacional sobre derechos digitales

País Año Número de individuos encuestados Edad 
individuos

España 2019 17.196 16-105

Portugal 2017 7.478 20-80

México 2019 18.607 15-98

Uruguay 2019 2.327 15-98
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CUADRO A3. Porcentaje de encuestados con valor alto del índice digital, por países 

  
 
 
 

Anexo II 
 

Histogramas. Género (1) 

 
 

País Condición Nº de individuos Porcentaje de la muestra

España > 75 1.877/17.196 10,92%

Portugal > 75 687/7.479 9,19%

México > 75 1.215/18.607 6,53%

Uruguay > 50 684/2.327 29,39%
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Histogramas. Urbano/rural (2)
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Histogramas. Nivel de renta (3) 

Histogramas. Nivel educativo (4) 

Histogramas. Edad (5)





 
 
 

2. Desafíos de digitalización para  
la internacionalización de la educación 

superior en los países de la CAN 

 
Alan Fairlie 

Jessica Portocarrero 
Esthefany Herrera 

 
 
 

1. Introducción  
 

La internacionalización de la educación superior es un factor clave para cons-
truir sociedades basadas en el conocimiento, pues integra la dimensión inter-
nacional, intercultural o global en las funciones propias de las instituciones de 
educación superior, buscando de esta forma mejorar la calidad del aprendizaje; 
y, a la vez, las oportunidades de desarrollo. 

Se trata de un proceso que evoluciona constantemente en respuesta a di-
ferentes factores, y en la actualidad uno de ellos es la pandemia de la COVID-
19. Las instituciones de educación superior se han visto forzadas a adoptar una 
serie de medidas para adaptar a la modalidad virtual los servicios educativos y 
de investigación. Por tanto, representa una serie de retos, pero también de opor-
tunidades, para avanzar en los procesos de internacionalización. 

El principal impacto de la pandemia en los procesos de internacionaliza-
ción es la disminución global de la movilidad estudiantil. Esta ha sido históri-
camente la principal estrategia empleada, por lo cual la internacionalización de 
la educación superior está entrando en una nueva fase: desde una basada prin-
cipalmente en estrategias de “internacionalización en el extranjero”, hacia “la 
internacionalización en casa”. Por consiguiente, se hace necesario repensar las 
estrategias para tal fin. 
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En este contexto, las herramientas virtuales y la digitalización desempeñan un 
papel clave, pues permitirán promover sistemas de aprendizaje en línea, o lo que al-
gunos autores denominan “movilidad virtual” entre instituciones asociadas. Así, se 
logra desarrollar el aprendizaje internacional e intercultural para los estudiantes, 
sin las limitaciones de la movilidad física. Esta sería una forma de movilidad relati-
vamente menos costosa y no elitista. 

Sin embargo, es preciso solucionar los retos asociados al proceso de digitaliza-
ción de los servicios educativos, como el limitado acceso a herramientas tecnológi-
cas de los hogares vulnerables. En esta investigación, se busca identificar los desafíos 
y oportunidades que enfrentan los países de la región andina, en el proceso de in-
ternacionalización y transformación digital de la educación superior pospandemia. 

En la primera sección, se hace una breve revisión de las tendencias globales 
de la internacionalización, así como de su importancia para los países de ingre-
sos medios y bajos como los andinos, además de abordar las diferentes estrate-
gias de internacionalización existentes, haciendo énfasis en la necesidad de 
fortalecer la internacionalización en casa. En la segunda sección, se realiza un 
balance del estado actual de la educación superior en los países andinos, así 
como el grado de avance del proceso de internacionalización de educación su-
perior para cada uno de ellos y a nivel de la Comunidad Andina, con el fin de 
poder identificar las principales estrategias empleadas. 

La tercera sección aborda los principales impactos de la pandemia en los pro-
cesos de internacionalización, los retos y oportunidades que las universidades an-
dinas enfrentan como consecuencia de la virtualización y digitalización, así como 
los desafíos y la necesidad de replantear las estrategias de internacionalización a 
través del uso de herramientas tecnológicas y digitales.  

Finalmente, la cuarta sección plantea algunas recomendaciones para fortalecer 
las estrategias de internacionalización de la educación superior en el nuevo contexto.  

 
 

2. Tendencias globales de la internacionalización de la educación superior1 
 

La internacionalización está cambiando la educación superior y va evolucio-
nando en respuesta a la globalización, convirtiéndose en una de las tendencias 
más importantes para su desarrollo y transformación. Es un mecanismo que 

1  Esta sección se ha construido a partir de la tesis doctoral Fairlie, A. (2020): Internacionalización de 
Servicios Educativos Universitarios en los Países Andinos (doctorado), Pontificia Universidad Católica 
del Perú.
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permite a diversas instituciones de educación superior mejorar su competitivi-
dad, calidad y prestigio. 

La internacionalización se entiende como “el proceso global en expansión 
al interior de un sistema económico mundial, e inmerso en una diversificación 
de sus dimensiones y áreas bajo las cuales se expresa” (Rama, 2014: 1). De Wit 
et al. definen la internacionalización de la educación superior como: 

 
El proceso intencional de integración de la dimensión internacional, intercul-
tural y global en el propósito, funciones (enseñanza, investigación y servicio) y 
entrega de la educación pos-secundaria, con el fin de mejorar la calidad de la 
educación y la investigación para todos los estudiantes; y hacer una contribu-
ción significativa a la sociedad (De Wit et al., 2015: 29). 

 
Por lo tanto: 

 
La internacionalización no es un fin en sí misma, es un medio para promover 
los objetivos institucionales y sociales, mejorar la calidad de la enseñanza y la 
investigación, el fomento de una ciudadanía responsable, y la resolución de 
problemas locales y mundiales (Madeleine, 2020: 25). 

 
Si bien la internacionalización superior es un concepto relativamente nuevo, 
este ha evolucionado pasando de una actividad marginal a una actividad clave 
para el fortalecimiento de la educación superior. De acuerdo con De Wit: 

 
A finales de los setenta y hasta mediados de los ochenta, las actividades que pue-
den describirse como de internacionalización normalmente no llevaban ese 
nombre ni gozaban de un gran prestigio, estaban aisladas y no estaban relacio-
nadas. […] A finales de los ochenta tuvieron lugar algunos cambios: se inventó y 
se llevó a cabo la internacionalización, que gozó de cada vez más importancia. 
Se añadieron nuevos componentes a su cuerpo multidimensional en las dos úl-
timas décadas, y se pasó de un simple intercambio de estudiantes a un gran ne-
gocio de captación, y de actividades que afectaban tan solo a un grupo de élite 
increíblemente pequeño a un fenómeno de masas (De Wit, 2011: 241). 

 
En la actualidad, donde la sociedad del conocimiento ha cobrado una mayor 
relevancia y trascendencia, el concepto de internacionalización de la educa-
ción superior se ha globalizado, por lo cual Jones y De Wit (2014) resaltan que 
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ha tenido un mayor impacto en las políticas y prácticas, dado que más países 
e instituciones a escala global participan en el proceso, por lo que: “La in-
ternacionalización ya no debe considerarse en términos de un paradigma 
occidentalizado y predominantemente en el habla anglosajona” (Jones y De 
Wit, 2014: 28). Asimismo, prevalece la percepción creciente de verla como 
un signo de reputación institucional o como un componente de la calidad 
(Jones, 2013). 

Según Klemencic (2015), los procesos de internacionalización tienen una 
mayor relevancia en aquellas instituciones ubicadas en países o regiones de “pe-
riferia”, como en el caso de los países andinos. Les ofrece mayores posibilidades 
de un mejor estatus y visibilidad internacional colectiva, así como acceso a fuen-
tes de cooperación; esto les permite aminorar en cierta forma las limitaciones 
o desventajas que enfrentan por estar ubicadas en la periferia. Sin embargo, uno 
de los principales desafíos de las universidades situadas en la periferia es pro-
fundizar la internacionalización de sus instituciones a través de mecanismos 
diferentes a la movilidad estudiantil. 

Craciun y Orosz (2018) sostienen que la internacionalización de las institu-
ciones de educación superior trae múltiples beneficios como: fortalecimiento 
de la capacidad de investigación y enseñanza, mayor atractivo de las universi-
dades para los académicos extranjeros, incremento del número de publicacio-
nes de investigaciones y patentes, y una mayor democratización de la 
educación. 

En consecuencia, el proceso de internacionalización de la educación supe-
rior es una tarea irrenunciable, pues impacta en distintas áreas y dimensiones: 
propicia una mayor proyección de estatus y visibilidad internacional colectiva 
de las universidades en el exterior, fortalece las medidas y la cultura de inter-
nacionalización, y constituye un medio de atracción, tanto para estudiantes 
como para investigadores internacionales (Brunner y Miranda, 2017). 

La internacionalización de la educación superior ha ganado un gran im-
pulso, en especial en los países del Sur Global. De acuerdo con Thondhlana et 
al. (2021), existe una mayor conciencia de la necesidad, no solo de utilizarla 
como un enfoque estratégico, sino también de guiarse por el uso de lentes con-
textuales, en particular de descolonización. Además, resaltan el hecho de que 
los procesos de internacionalización de la educación tienden a mejorar la re-
gionalización y la cooperación Sur-Sur. 

Al estar ubicados en la periferia, los países andinos han buscado establecer 
convenios de cooperación y movilidad estudiantil con instituciones extranjeras 
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ubicadas generalmente en el centro, a fin de alcanzar una mayor visibilidad in-
ternacional, como veremos en las próximas secciones. Por otro lado, entre las 
principales estrategias empleadas por las instituciones de educación superior 
en su proceso de internacionalización, se encuentran la “internacionalización 
en casa” o hacia dentro, y la “internacionalización hacia el exterior” o trans-
fronteriza. 

En el caso de la primera, hace referencia a las actividades que se desarro-
llan en el interior del campus de origen, tales como: i) internacionalización de 
currículo y programas (incorpora la dimensión internacional, temas globales 
en los cursos existentes internacionales), así como programas de doble grado; 
ii) procesos de enseñanza y aprendizaje, a través de la participación de estu-
diantes internacionales en los procesos de aprendizaje, movilidad virtual de es-
tudiantes, proyectos de investigación, maestros internacionales, uso de 
materiales internacionales de referencia; iii) investigación y actividades acadé-
micas, proyectos conjuntos y acuerdos de investigación internacional; confe-
rencias y seminarios internacionales, programas de intercambio investigativo, 
profesores visitantes; iv) actividades extracurriculares (clubes y asociaciones 
estudiantiles, eventos de ciudades universitarias interculturales e internacio-
nales), y v) vinculación con grupos culturales y étnicos locales por medio de par-
ticipación de estudiantes a través de pasantías e investigación aplicada en 
organizaciones culturales y étnicas locales (Knight, 2008). 

En cambio, la integración hacia fuera tiene relación con actividades que se 
presentan más allá de las fronteras, como, por ejemplo: i) la movilidad de per-
sonas, la movilidad de estudiantes (los estudiantes se trasladan al exterior), y 
la de profesores y expertos que viajan al exterior a enseñar y dirigir investiga-
ciones, y a ofrecer asistencia técnica; ii) movilidad de proveedores: la institución 
o proveedor se traslada al país que recibe su servicio, establecimiento de sucur-
sales; iii) la promoción de programas: programas educativos o de capacitación 
ofrecidos por medio de vinculación a arreglos de asociación entre instituciones 
y proveedores nacionales y extranjeros, y iv) la participación en proyectos in-
ternacionales y la promoción de programas (Banco Mundial, 2005). 

Teniendo en cuenta la importancia que tienen los procesos de internacio-
nalización de la educación superior, algunos países han optado por establecer 
estrategias nacionales para promoverla, instaurando medidas como: reevaluar 
sus políticas de visados para dar un trato preferencial a estudiantes y académi-
cos internacionales, establecer acuerdos bilaterales o multilaterales, además 
de impulsar la educación transnacional a través de acuerdos de libre comercio. 
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En el caso de los países de ingresos medios y bajos, las estrategias que se 
desarrollan se realizan principalmente en el ámbito institucional. De Wit (2020) 
sostiene que sus políticas se dirigen principalmente de sur a norte, centrándose 
en gran medida en la movilidad (tanto de entrada como de salida), la reputación 
y la marca, seguida de la colaboración en investigación y publicación, redes y 
consorcios; buscando principalmente mejorar la calidad y alcanzar los están-
dares internacionales. De otro lado, la internacionalización en casa y la inter-
nacionalización del currículo se encuentran mayormente ausentes. 

Los efectos de la pandemia de la COVID-19 en los sistemas de educación 
han originado nuevos retos, especialmente en los procesos de internacionali-
zación, pues, como se ha mencionado, el principal mecanismo empleado ha 
sido la movilidad estudiantil, la cual se ha visto dramáticamente disminuida 
como consecuencia del aislamiento social obligatorio y las cuarentenas esta-
blecidas como medidas para evitar la propagación de la pandemia, originando 
la cancelación de programas de movilidad estudiantil durante 2020, y el retorno 
de estudiantes a sus países de origen, persistiendo aún la probabilidad de que 
estas medidas continúen ante la incertidumbre de cuánto tiempo tomará con-
trolar la pandemia. 

Altbach y De Wit (2020) sostienen que la movilidad estudiantil está su-
friendo un declive temporal que, si bien es significativo, tenderá a ser más mo-
desto a largo plazo: tras el fin de la crisis a consecuencia de la COVID-19, habrá 
una reestructuración de los patrones de movilidad, y es más probable que au-
mente la tendencia de periodos de movilidad más cortos (menos de ocho sema-
nas, que contribuirá a reducir la huella de carbono de la movilidad estudiantil) y 
existirá una preferencia hacia países “seguros”. Asimismo, señalan que la inter-
nacionalización de la educación superior está entrando en una nueva fase, pa-
sando de la internacionalización al extranjero (cuyo impacto era reducido, pues 
se daba principalmente bajo la movilidad estudiantil) a la internacionalización 
en casa, que tiene un efecto mayor sobre todos los miembros de la comunidad 
académica (Altbach y De Wit, 2021). 

En esa misma línea, Gacel-Ávila (2020) destaca que el impacto de la 
COVID-19 hace aún más complejos los procesos de internacionalización. Se 
restringirán todavía más las posibilidades de los estudiantes de financiar pro-
gramas de intercambio. Al mismo tiempo, las universidades (particularmente 
las públicas) tendrán menos recursos que se destinen a la movilidad estudiantil, 
lo que impactará en los niveles de desigualdad. Solo un pequeño grupo de jóve-
nes tendrá la oportunidad de realizar estudios fuera de sus países de origen, por 
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lo cual será necesario el establecimiento de cambios en las estrategias de inter-
nacionalización. 

Por ello, las estrategias y políticas nacionales de internacionalización en 
casa se están convirtiendo en un componente clave, lo cual constituye a su 
vez una solución para democratizar más la educación superior, dado que el 
enfoque y la dimensión internacional pueden llegar a una proporción mucho 
mayor de estudiantes y profesores, además de la disminución de la fuga de 
cerebros (Madeleine, 2020), a través de la digitalización y uso de las herra-
mientas tecnológicas. 

Las instituciones de educación superior deberán cambiar su enfoque hacia 
la internacionalización en casa, teniendo en cuenta sus beneficios en términos 
de aumento de habilidades y ganancias de empleabilidad, y también de su costo 
relativamente bajo y facilidad de implementación. El fortalecimiento de la in-
ternacionalización en casa debe verse como una prioridad en la “nueva norma-
lidad” (Marchesini, 2020). 

Teniendo en cuenta que la internacionalización está cambiando en res-
puesta a entornos locales, nacionales, regionales y globales, así como a las crisis 
que estamos viviendo a nivel global (la pandemia de la COVID-19, el cambio 
climático y los desplazamientos migratorios), es necesario ver en ella una opor-
tunidad de mejora para la educación del futuro y su internacionalización (Bran-
denburg et al., 2020). 

Asimismo, se requiere una mayor contribución de la internacionalización 
de la educación en la sociedad, lo cual implica aumentar la cooperación inter-
nacional, tal como recomiendan De Wit y Altbach: 

 
Estimular el aprendizaje global para todos, prestando más atención a la inter-
nacionalización del currículo, apoyar intercambios virtuales más activamente 
y el aprendizaje internacional en línea colaborativo (COIL). La internacionali-
zación de la educación del profesorado y la educación en idioma extranjero. In-
tegrar iniciativas de internacionalización con esfuerzos para alcanzar los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Desarrollar una internacionalización 
más inclusiva y social que aborde las preocupaciones éticas. Aprovechar nuevas 
oportunidades tecnológicas y estimular formas de movilidad carbono-neutra-
les. Estimular y facilitar la participación de grupos desfavorecidos en la movi-
lidad, como grupos indígenas y otros grupos étnicos, refugiados e inmigrantes 
(De Wit y Altbach, 2021: 44). 
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Resulta necesario analizar las diferentes oportunidades que trae consigo 
la digitalización en la educación superior, sobre todo para países como los an-
dinos. Es fundamental impulsar la digitalización en los sistemas de educación 
y fortalecer estrategias como la movilidad virtual o el co-teaching internacional, 
que vienen surgiendo como nuevas alternativas para propiciar la internaciona-
lización de la educación superior. Pero también es esencial evaluar los desafíos 
y retos que tiene que enfrentar el sector universitario para llevarlas a cabo, lo 
que será desarrollado en un próximo epígrafe. 

 
 

3. Internacionalización de la educación superior en los países andinos 
 

3.1. Principales características 
 

El marco normativo de la educación superior en los países andinos es hetero-
géneo, al igual que el peso que tienen dentro del sector educación. Colombia y 
Bolivia cuentan con un Viceministerio de Educación Superior, que tiene como 
responsabilidad el desarrollo y la implementación de políticas y estrategias 
para la educación terciaria. En cambio, Chile cuenta con la Subsecretaría de 
Educación Superior, encargada de las políticas y programas para la educación 
superior, especialmente en materias como desarrollo, promoción, internacio-
nalización y mejoramiento continuo. Situación similar se observa en Ecuador, 
donde la Secretaría de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación 
(SENESCYT) tiene la rectoría de la política pública en materia de educación 
superior. Finalmente, Perú es el país que ha puesto la educación superior en un 
menor rango a nivel organizacional, contando con una Dirección General de 
Educación Superior Universitaria y la Superintendencia Nacional de Educación 
Superior Universitaria (SUNEDU). Esta última se encarga de asegurar una 
oferta educativa de calidad en favor de los/las estudiantes, a través del licen-
ciamiento y supervisión de este servicio público. 

La educación superior en los países andinos2 ha registrado en los últimos 
años una tendencia de expansión. Entre 2012 y 2017 el número de estudiantes 
en educación superior ha crecido a un ritmo anual promedio del 5%, lo cual ha 

2  Cabe precisar que para nuestro análisis se han tomado como referencia los cuatro países miembros 
de la CAN: Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú; y Chile en su calidad de país asociado. Ello obedece a 
que, como producto de esta investigación, se pretende presentar un instrumento normativo dentro 
del Parlamento Andino, donde Chile es miembro pleno.
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implicado que pase de 5,53 millones en 2012, a 7,11 millones en 2017. Perú es el 
país andino que ha registrado un mayor aumento en el número de estudiantes 
(con un incremento del 58%), seguido de Colombia (con un 27%). Sin embargo, 
Colombia es el país que mayor número de estudiantes ha registrado en todos 
los años. Ello se debe a que ha venido aplicando una serie de reformas para lo-
grar dicha expansión, pues busca ubicarse como el país mejor educado de Amé-
rica Latina para 2025 (De Wit et al., 2019). En el otro extremo, Ecuador se ubica 
como el país andino con menor número de estudiantes de educación superior, cre-
ciendo apenas un 6% entre 2012 y 2017. 

El incremento de estudiantes de educación superior se tradujo en un aumento 
del 20% en la tasa bruta de matrículas (del 38,0% en 2012 al 45,8% en 2017). Chile 
y Perú son los países que presentan las tasas más altas (respectivamente, 63,29% y 
55,31% en 2017), de acuerdo con los datos de la Red Iberoamericana de Indicadores 
de Educación Superior (Red IndicES), lo cual los ubica en la etapa de universaliza-
ción de la educación superior (presentan tasas superiores al 50%). En cambio, el 
resto de países de Latinoamérica está atravesando la etapa de masificación (cuando 
la tasa bruta de matrícula es mayor del 15% pero menor del 50%), según la clasifi-
cación hecha por Martin Trow (2006). Al mismo tiempo, la tasa bruta de matrículas 
está relacionada con el nivel de desarrollo económico de los países, por lo cual se 
debería esperar un incremento en el PIB per cápita (IESALC, 2020a). 

Sin embargo, este no es el caso para “Chile, Bolivia y Perú, que son casos es-
peciales, ya que presentan una tasa más alta de lo que les correspondería según 
su PIB per cápita de acuerdo con los promedios regionales” (OEI, 2019: 23). 

Asimismo, la proporción de mujeres en las matrículas de educación supe-
rior se ha incrementado, por lo cual son las principales beneficiarias del au-
mento en las matrículas. De esta manera, el mayor acceso a la educación 
superior ha contribuido a acortar las brechas en términos de paridad de género. 

Para Brunner (2020), la expansión del acceso a la educación superior en Amé-
rica Latina tiene como principal característica que se ha dado por financiación y 
provisión mixta (por medio de instituciones y fuentes de financiamiento tanto pú-
blicas como privadas). Dicha tendencia se repite en los países andinos, pues la ex-
pansión en la oferta educativa ha estado impulsada principalmente por el sector 
privado, especialmente en el caso de Chile y Perú, donde las matrículas privadas 
representan, respectivamente, el 84,4% y el 74,7% del total en 2017. Superan de 
este modo el promedio para los países latinoamericanos (54,4%), lo que da lugar a 
una privatización de la matrícula. Situación contraria se observa en Bolivia, donde 
prevalecen las matrículas públicas (77% del total). 
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En el caso de Perú, la concentración de las matrículas en el sector privado 
fue por una mayor creación de universidades privadas, que tienen programas 
menos exigentes, tanto en términos de acceso como de calidad (OCDE, 2016). 
Efectivamente, entre 2005 y 2015, se crearon 58 universidades de ámbito nacio-
nal, de las cuales un 72% eran privadas, y a la fecha (abril de 2021) existen 141 
instituciones de educación superior. En el caso de programas universitarios, el 
aumento también fue notorio, ya que se pasó de 1.491 carreras universitarias 
en 2010 a 2.673 en 2016 (British Council, 2016). 

 
TABLA 1. Indicadores de educación superior en los países andinos,  2012-2017 

 
 
Fuente: Red iberoamericana de estudiantes de educación superior, Secretaría de Educación Superior, Ciencia, 
Tecnología e Innovación. 
 
Nota en el caso de Ecuador: para los años 2015-2017, se emplearon datos de la Secretaría de Educación Supe-
rior, Ciencia, Tecnología e Innovación del Ecuador. Para estimar el promedio del gasto en educación para los 
países andinos se utilizaron para el caso de Ecuador los datos correspondientes al último año disponible, es 
decir, 2015 (1,62% del PBI). 
* Monto de dinero gastado, en todos los sectores, en educación superior en un año determinado, expresado en 
porcentaje del Producto Interior Bruto (PIB). 

2012 2013 2014 2015 2016 2017

Estudiantes en la educación superior

Cantidad de estudiantes 5.530.175 5.874.455 6.012.701 6.371.569 6.659.430 7.118.709

 Tasa bruta de matrícula 

En porcentaje 38,00 39,69 40,46 41,90 43,39 45,80

Porcentaje de estudiantes en la educación superior por sexo

Femenino 45% 45% 52% 51% 52% 52%

Masculino 55% 55% 48% 49% 48% 48%

Porcentaje de estudiantes en la educación superior por sector de gestión

Público 47,94% 47,35% 47,08% 46,23% 46,53% 46,23%

Privado 52,06% 52,65% 52,92% 53,77% 53,47% 53,77%

Gasto total en educación superior*

Gasto total en relación 
con el PIB 1,67% 1,69% 1,70% 1,76% 1,81% 1,84%
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En términos de gasto total en educación superior respecto del PIB, este 
ratio ha sido heterogéneo. En el caso de Chile, Colombia y Bolivia está en alre-
dedor del 2% del PIB, situándose por encima del promedio en América Latina 
en 2017, mientras Perú apenas alcanza el 0,57% del PIB. A excepción de Bolivia, 
los países que destinan más del 2% del PIB son aquellos en los que existe una 
mayor proporción de matrícula privada; el caso más sobresaliente es el de 
“Chile, en el cual el 54% del total del gasto destinado a la educación superior es 
financiado por el sector privado, es decir, principalmente los estudiantes y sus 
familias. En el caso de Colombia, el 46% corresponde a financiamiento pri-
vado” (García de Fanelli, 2019). 

Es decir, el gasto público llega al 2% en el caso de Bolivia, y en el resto de 
países fluctúa entre el 0,57% y el 1,8% del PIB. Ecuador fue el país que lideró la 
inversión en términos de financiamiento público asignado a la educación superior 
entre 2007 y 2016, al invertir el 1,8% de su PIB. Sin embargo, los efectos econó-
micos causados por el terremoto de 2016, así como los cambios políticos y eco-
nómicos en dicho periodo, ocasionaron que los recursos destinados al sector 
educativo y, por ende, a la educación superior, disminuyeran (De Wit et al., 2019). 

En Chile, como en Colombia, las instituciones de educación superior (IES) 
públicas cobran aranceles a sus estudiantes, de manera que se incrementan aún 
más los costos compartidos entre uno y otro sector de financiamiento (Brunner 
y Miranda, 2017). En Chile, el financiamiento de la educación superior proviene 
en mayor proporción del aporte que realizan los estudiantes y las familias a tra-
vés del arancel que pagan para estudiar en las IES públicas y privadas, lo cual 
ha implicado que el gasto público en relación con el PIB creciera del 0,93% al 
1,36% entre 2010 y 2017 (Red IndicES, 2020). 

Según García de Fanelli, “el crecimiento del financiamiento público desti-
nado a la educación superior se asignó principalmente a los estudiantes, a través 
de ayudas económicas, es decir, por medio de la ampliación de las becas otor-
gadas” (García de Fanelli, 2019: 119). Situación similar ocurre en Colombia, 
donde se ofrecen becas para cubrir los costos de los aranceles o los gastos de 
mantenimiento de estudiantes en situaciones más vulnerables. En los otros paí-
ses de la región andina, también se vienen impulsando becas como mecanismos 
de financiamiento de la educación superior como BECA 18 en Perú. 

En cuanto al número de instituciones de educación superior, son aproxima-
damente 2.277 (Brunner y Miranda, 2017), de las cuales 521 son universidades 
(22,9%) y 1.756 son instituciones de educación superior no universitaria (77,1%). 
Entre las universidades, 178 son públicas (34,1%) y 343 privadas (65,8%). 
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TABLA 2. Países andinos: instituciones de educación superior en 2016 

 
 
Fuente: Brunner (2020). 

 
Al ser los países andinos multiculturales, existen otros desafíos, como el 

acceso a educación superior intercultural. Herrero (2020) indica que existen 
dos retos esenciales que deben abordarse: por un lado, la poca participación in-
dígena, por otro, la mejora de la calidad; para ellos se necesita fijar políticas pú-
blicas directas. 

Como muestra el Sociómetro-BID (2019), la participación de grupos étni-
cos marginados aún es reducida, pese a haber aumentado la cobertura de la 
educación superior. Hubo una reducción en el porcentaje de personas indígenas 
con educación superior, que pasó a ser de un 12% en 2015 (en comparación con 
el 15% que representaban en 2010). 

Se han identificado dos sistemas: de un lado, en Perú, Ecuador y Colombia, 
la apuesta ha sido incluir a los grupos indígenas en el sistema ya establecido, 
sin tener en cuenta sus particularidades, o adaptando la metodología y ense-
ñanza a sus necesidades. Bolivia ha creado IES exclusivas para estos grupos, 
que han sido implementadas por los otros países andinos en menor medida. En 
ambas estrategias los resultados han sido limitados, lo cual requiere pensar en 
nuevas opciones y alternativas para la inclusión de esta población. 

Universidades No universidades

Privado Público Privado Público

Bolivia 19 40 313

Chile 16 44 0 103

Colombia 59 142 21 66

Ecuador 33 26 143 133

Perú 51 91 977

Subtotal 178 343 1.454 302

Total 521 1.756
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En suma, el mayor acceso a la educación superior en los países andinos ha 
originado una democratización. Sin embargo, esto no significó que los jóvenes 
hayan accedido a una educación de calidad y que reúna los estándares mínimos. 
Ferreyra sostiene que las tasas de mayor acceso a la educación superior —enten-
dida como la fracción de jóvenes de 18 a 24 años de edad que alguna vez han te-
nido acceso a la educación superior entre 2000 y 2013— ha sido más alta en Chile, 
Colombia, Ecuador y Perú a nivel de toda América Latina (Ferreyra et al., 2017). 
Ello se debe a que los países andinos tomaron medidas agresivas para expandir 
el acceso, además de que el sector privado tuvo un rol protagónico para ampliar 
la oferta educativa, y para establecer políticas de préstamos educativos y becas 
que facilitaron el acceso a las instituciones de educación superior privadas. 

Desde IESALC se argumenta que la proliferación de universidades en toda 
la región latinoamericana ha generado dudas respecto a la calidad de la ense-
ñanza de las instituciones privadas, lo cual ha implicado que “las clases medias 
y altas sean las que se beneficien de una educación de calidad proporcionada 
por las instituciones públicas, mientras que los estudiantes de bajos ingresos 
tienen acceso con mayor frecuencia a instituciones privadas de menor calidad” 
(IESALC, 2020b: 39). 

En ese sentido, los países andinos se enfrentan a diversos desafíos para ga-
rantizar la calidad de la educación superior, pues pese a los esfuerzos que vienen 
haciendo en términos de acreditación de la calidad, aún existen algunas limi-
tantes que deben afrontar. Ello se ha visto reflejado en algunos indicadores de 
calidad, como la escasa presencia de universidades andinas en los rankings in-
ternacionales que, de acuerdo con el IESALC (2020b), constituye una herra-
mienta para garantizar la calidad de la educación superior y la autorregulación, 
al aumentar la competencia entre instituciones y programas. 

De acuerdo con el QS World University Rankings de 2019, solo dos universi-
dades de los Estados miembros de la CAN (ambas colombianas) figuran entre las 
diez mejores universidades de América Latina. En el caso de Perú, la primera uni-
versidad figuraba en el puesto 551-560; la primera universidad ecuatoriana en el 
701-750; mientras que no incluye a ninguna boliviana. En este sentido, corres-
ponde repensar la estrategia de la educación superior para mejorar los estándares 
de calidad de las universidades de la CAN, con el objetivo de que la educación su-
perior se convierta en una herramienta eficaz de lucha contra la pobreza. Mucho 
más ahora en la pandemia, las instituciones de educación superior tienen que re-
plantear su forma de operar, garantizar una enseñanza de calidad, y equidad en el 
acceso. Los procesos de internacionalización pueden contribuir a tal fin. 
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3.2. Políticas y estrategias de internacionalización en los países andinos  
 

Las estrategias de las instituciones de educación superior varían en función de 
las estructuras de gestión institucional (Gacel y Rodríguez, 2018), y tienen un 
mayor peso y respaldo institucional en algunos casos. 

En el caso de los países andinos, se han dado en diferentes niveles y grados 
de profundidad. De un lado, tenemos a Colombia, que, a través de la agencia 
nacional de acreditación, establece metas e indicadores para la internacionali-
zación de la educación terciaria. Del otro lado está Perú, donde se viene traba-
jando en una guía que busca establecer recomendaciones concretas para la 
internacionalización de la universidad peruana. A continuación, describimos 
las principales estrategias y acciones que vienen siendo impulsadas por cada 
uno de los países andinos. 

 
Bolivia. En el caso boliviano, no se ha desarrollado una política específica na-
cional de internacionalización de la educación superior. Sin embargo, el Plan 
Nacional de Desarrollo Universitario busca entre sus objetivos alcanzar el re-
conocimiento internacional del Sistema Universitario Boliviano (SUB), para lo 
cual establece objetivos estratégicos vinculados a la internacionalización dentro 
de las áreas que ha priorizado en su plan, fijando a su vez metas íntimamente 
relacionadas con alcanzar un sistema educativo con calidad y reconocimiento 
internacional. Se busca mejorar la calidad de la formación académica mediante 
la implementación de un sistema de movilidad docente a nivel nacional e in-
ternacional, fomentar la participación de las universidades en redes interna-
cionales, desarrollar programas de investigación conjuntos con instituciones 
internacionales e impulsar la cooperación para la investigación, así como refor-
zar los procesos de evaluación y acreditación externa, a fin de elevar y certificar 
la calidad de los programas de posgrado. Y, por último, promover la cooperación 
internacional de las universidades, con el fin de que se inserten en el ámbito in-
ternacional (Comité Ejecutivo de la Universidad Boliviana, s/f ). 

Respecto a algunos avances identificados, universidades bolivianas perte-
necen a la Asociación de Universidades Grupo Montevideo, que es una red de 
universidades públicas de los países del Mercosur. Esta red brinda la oportuni-
dad de intercambio entre las universidades del grupo, así como de participar en 
actividades internacionales, comités académicos, programas a nivel docente y 
estudiantil, pertenecer a núcleos disciplinarios y programas de investigación. 
Asimismo, da acceso a información sobre programas de becas internacionales 
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en otras regiones como Europa, Asia, Estados Unidos o Canadá, entre otros 
ejemplos (Macha, 2018). 

 
Chile. En el caso chileno, Contreras (2015) señala que el principal empuje hacia 
la internacionalización de la educación superior ha sido la competencia, y se 
han experimentado avances significativos, pero gran parte por iniciativa ins-
titucional individual. Sin embargo, también se concretaron proyectos como Es-
tudia en Valparaíso, que agrupa instituciones de educación superior de esa 
región con el objetivo de atraer a estudiantes tanto extranjeros como de otras 
regiones de Chile. Asimismo, desde el Comité de Relaciones Internacionales 
del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH), se han lle-
vado a cabo actividades y encuentros que buscan generar la cooperación y el 
intercambio para promover la internacionalización entre sus miembros. 

Otro avance es el desarrollo de la marca Learn Chile, promovida por Pro-
Chile, que cuenta con 23 instituciones de educación superior, entre públicas y 
privadas. El objetivo es promover el sistema educativo superior chileno a nivel 
internacional, con la finalidad de incrementar el número de estudiantes extran-
jeros, centrando la internacionalización en la movilidad estudiantil. Esta se ha 
convertido en la única red de promoción de la internacionalización de la edu-
cación superior chilena. 

Por su parte, el Ministerio de Educación de Chile ha establecido el Fondo 
de Internacionalización de Universidades, que consiste en una asignación pre-
supuestaria que está considerada en la Ley de Presupuesto. Dicho financia-
miento es brindado a universidades que cuenten con la máxima acreditación 
institucional, con programas de doctorado (mínimo 10) que en un 75% estén 
acreditados. El objetivo es respaldar la internacionalización de las universida-
des mediante la cooperación y el trabajo conjunto con instituciones educativas 
extranjeras para fortalecer la docencia, la transferencia de conocimiento y la 
investigación, que permita elevar la calidad de grados y títulos ofertados, al 
igual que de la investigación. Las universidades deben presentar un plan de in-
ternacionalización que introduzca los siguientes puntos: creación de alianzas 
estratégicas con instituciones extranjeras con prestigio internacional, atracción 
de alumnos extranjeros a los programas nacionales de posgrados, y movilidad 
estudiantil y académica (el énfasis está en los programas de posgrado). 

En los programas de posgrado, los procesos de internacionalización, par-
ticularmente en ciencia y tecnología, han tenido un papel central (Celis y Véliz, 
2017). La acreditación es la principal herramienta para el control de calidad en 
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este país. Esto ha llevado a un incremento de estudiantes extranjeros, en pro-
gramas de posgrado en Ciencia y Tecnología. 

Según Celis y Véliz (2017), los estudiantes extranjeros atraídos hacia sus 
universidades proceden principalmente de Perú, Colombia, Venezuela y Ecua-
dor. Sin embargo, señalan que los mejores graduados extranjeros no suelen lle-
gar a Chile, ya que este grupo de estudiantes prefiere las universidades 
estadounidenses o europeas. Sin embargo, los programas de posgrado chilenos 
han logrado consolidarse y aumentar la acreditación, lo cual ha repercutido po-
sitivamente en su desarrollo, aunque todavía la tasa de estudiantes internacio-
nales en el posgrado es reducida. 

La internacionalización de los posgrados enfrenta varios desafíos, por lo 
cual se hace una serie de recomendaciones como promover la creación de joint 
degrees (programas de doble titulación), proyectos de investigación internacio-
nales en los programas doctorales, fortalecer estrategias de atracción de alum-
nos de doctorados extranjeros, así como la publicación conjunta con socios 
internacionales, alianzas estratégicas y acuerdos de cooperación bilaterales 
Sur-Sur. 

 
Colombia. La educación superior en Colombia ha logrado importantes avances 
en cuanto a la internacionalización, especialmente en lo referido a la movilidad 
estudiantil y la internacionalización en el currículo. Sin embargo, estas inicia-
tivas responden en mayor medida al trabajo realizado por las instituciones y las 
redes que se conforman con otras entidades educativas, que a una estrategia 
del sector educativo del país. 

El Ministerio de Educación Nacional de Colombia promueve los beneficios 
de la internacionalización y de la conformación de redes de las instituciones 
educativas, así como el papel que debe desempeñar como uno de los impulsores 
del Comité Interinstitucional para la Internacionalización de la Educación Su-
perior3, un órgano que busca crear sinergias a través de la conjunción de las ini-
ciativas de una serie de organismos, ayudando a superar diversas barreras de 
la internacionalización. También se destaca la existencia de la Mesa MEN-

3  Se trata de la instancia que busca generar sinergia entre los esfuerzos que cada entidad del sector 
educativo lleva a cabo. Este comité está compuesto por diversas instituciones, entre las que se en-
cuentran el Ministerio de Educación Nacional, el Instituto Colombiano de Crédito y Estudios Técnicos 
en el Exterior (ICETEX), el Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación (Col-
ciencias), el Consejo Nacional de Acreditación (CNA), el Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), 
el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Asociación Colombiana de Universidades (ASCUN) y la 
Red Colombiana para la Internacionalización de la Educación Superior (RCI).
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ASCUN de internacionalización, que incorpora a los rectores de las universida-
des que forman parte de la Asociación Colombiana de Universidades, donde se 
discuten los avances y desafíos en materia de internacionalización de la educa-
ción superior (MEN, 2020).  

Entre estas barreras están la gestión de la internacionalización, la movili-
dad académica internacional, la participación en redes institucionales y la in-
ternacionalización del currículo y de la investigación. Sin embargo, la escasez 
de recursos, principalmente de las instituciones públicas, representa una limi-
tante para que las universidades logren desarrollar aún más este aspecto de la 
educación (Berry y Taylor, 2014). 

El Ministerio de Educación ha identificado la internacionalización como 
un área en la cual enfocarse, y tomar algunas acciones como la creación de ca-
pacidades para la internacionalización de las instituciones, la promoción de Co-
lombia como destino para una educación de calidad y de las condiciones de 
internacionalización por parte de las instituciones educativas (Henao y Vélez, 
2015). 

Asimismo, por medio del Consejo Nacional de Acreditación (CNA), se 
viene trabajando para profundizar el proceso de internacionalización de la edu-
cación superior, diseñándose una estrategia para lograr una mayor presencia y 
visibilidad internacional. Esta contiene tres grandes líneas: posicionamiento 
internacional del CNA por medio de la organización y participación de eventos, 
desarrollo de actividades que favorecen directamente la internacionalización 
de programas e instituciones de educación superior, y evaluación de la calidad 
de la internacionalización en instituciones y programas académicos. 

De otro lado, muchas de las instituciones de educación superior colombia-
nas se encuentran comprometidas con la internacionalización, estableciendo 
para ello una oficina de asuntos internacionales. Pero los recursos son bastante 
limitados, lo que —sumado a la deficiencia en los sistemas de gestión y de coor-
dinación— no permite que la internacionalización se desarrolle de forma efec-
tiva (Vélez, 2018). 

En cuanto a las estrategias de internacionalización, predomina la movili-
dad de estudiantes y es la que mayor dinamismo tiene en las instituciones de 
educación superior, tanto en las públicas como en las privadas, pero con algunas 
diferencias (Henao y Vélez, 2015). Mientras las instituciones públicas tienden a 
absorber a más estudiantes internacionales entrantes del país, las privadas son 
responsables de la mayoría de los estudiantes móviles salientes. La movilidad 
del profesorado también se puede encontrar en instituciones privadas y públi-
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cas, y estas últimas son las que cuentan con un mayor número de profesores en-
trantes, principalmente de Estados Unidos, España y Argentina, que son los paí-
ses de origen y destino más comunes para la movilidad del profesorado. 

En lo que respecta a la internacionalización de la investigación, una experien-
cia interesante para desarrollar una mayor competitividad en esta materia es la 
puesta en marcha del programa Colombia Científica. Fue lanzado en 2016, y pro-
mueve la colaboración entre distintas entidades (universidades, empresas y agen-
cias gubernamentales) que realizan investigación, así como la supervisión de tesis 
doctorales en forma conjunta con académicos internacionales, y la participación 
en redes y asociaciones científicas internacionales (Henao y Vélez, 2015). 

En el caso de la internacionalización del currículo, esta no está presente en 
todas las instituciones educativas superiores; son las del sector privado las que 
presentan en su mayoría estas políticas (Vélez, 2018). Asimismo, cada vez es 
más importante la existencia de requisitos del conocimiento de un idioma ex-
tranjero, particularmente el inglés, e incluso algunas instituciones requieren la 
competencia en inglés como requisito para la titulación para la admisión a pro-
gramas de posgrado. 

Sobre la internacionalización en casa, existen algunas iniciativas, como los 
programas de doble grado en asociación con instituciones extranjeras (princi-
palmente europeas), la acreditación internacional de programas académicos y 
la asociación con instituciones extranjeras para desarrollar e impartir cursos en 
línea (Henao y Vélez, 2015). 

En suma, los resultados positivos son: hay más instituciones con una polí-
tica o estrategia de internacionalización, la inversión en actividades internacio-
nales ha aumentado, y el alcance y la eficacia de la participación de las 
instituciones en las redes regionales e internacionales ha mejorado. Del mismo 
modo, hay una mayor coordinación entre instituciones públicas y privadas, y 
se observa un mayor grado de éxito en relación con la participación de institu-
ciones colombianas en diversos programas de cooperación internacional, entre 
ellos Erasmus+, Horizonte2020 y Alianza Pacífico. 

 
Ecuador. El gobierno ecuatoriano ha venido impulsando una serie de iniciativas 
y políticas de internacionalización de la educación superior. En 2010 se estableció 
la Ley Orgánica de Educación Superior (LOES), que tiene como objeto garantizar 
el derecho a la educación superior de calidad que propenda a la excelencia, al ac-
ceso universal, la permanencia, la movilidad y el egreso sin discriminación al-
guna. Para Cevallos (2016), la LOES consagra la educación como un verdadero 
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derecho, bien público y social, además de establecer la gratuidad de la educación 
pública hasta el tercer nivel (pregrado) y señalar que las IES no tendrán fines de 
lucro. En la LOES se establece el marco normativo para la internacionalización 
de la educación superior, que se precisa en los artículos 133 y 138: 

 
Art. 133. Funcionamiento de programas académicos de universidades extran-
jeras. Las universidades y escuelas politécnicas que realicen programas con-
juntos con universidades extranjeras deberán suscribir un convenio especial, 
que debe ser sometido a la aprobación y supervisión del Consejo de Educación 
Superior. Dichos programas funcionarán únicamente en la sede matriz. 
 
Art. 138. Fomento de las relaciones interinstitucionales entre las instituciones 
de educación superior. Las instituciones del Sistema de Educación Superior fo-
mentarán las relaciones interinstitucionales entre universidades, escuelas po-
litécnicas e institutos superiores técnicos, tecnológicos, pedagógicos, de artes 
y conservatorios superiores tanto nacionales como internacionales, a fin de fa-
cilitar la movilidad docente, estudiantil y de investigadores y la relación en el 
desarrollo de sus actividades académicas, culturales, de investigación y de vin-
culación con la sociedad […] (Ministerio de Educación de la República del Ecua-
dor, 2010). 

 
Así, la LOES reafirma el compromiso de Ecuador para aumentar la calidad de 
la educación superior alineándose con los estándares internacionales, así como 
de aumentar la competitividad internacional del sistema y facilitar la coopera-
ción internacional, aunque no existen referencias específicas a los esfuerzos de 
internacionalización de las universidades (De Wit et al., 2019). 

En ese sentido, el Estado ecuatoriano ha mostrado avances en materia de in-
ternacionalización a través del establecimiento de diferentes políticas, una de las 
cuales es el programa Prometeo, creado en 2010, orientado a fortalecer las capa-
cidades académicas y de investigación científica en las universidades e institu-
ciones públicas del país, a través de la vinculación de científicos y expertos de alto 
nivel mundial. Según Johnson (2017), se asignaron siete millones de dólares a 
atraer a profesores internacionales a universidades públicas de Ecuador, con el 
fin de llevar a cabo investigaciones y aumentar la producción científica del país. 

Asimismo, se han establecido becas de estudio en el extranjero, procesos 
para facilitar el reconocimiento de títulos obtenidos en el exterior, y acuerdos 
de cooperación internacional con fines de investigación y cooperación, además 
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de impulsar y promover la conformación de redes internacionales de investi-
gación (SENESCYT, 2017). 

En 2017, se planeó un resurgimiento de la política de internacionalización 
en Ecuador y para tal efecto se creó la Agenda 2035. Aquí, tanto la ASESEC como 
la SENESCYT identificaron diez asuntos clave que deben tenerse en cuenta 
para la formulación de políticas que posibiliten la necesaria transformación de 
la educación superior, una de las cuales es su internacionalización. A través de la 
Agenda 2035, se buscaría implementar estrategias que permitan el fortaleci-
miento de las capacidades nacionales de investigación y desarrollo tecnológico, 
además de crear universidades de clase mundial, atraer a estudiantes y profe-
sores internacionales y garantizar intercambios de calidad. 

De este modo, se estableció como principal objetivo en materia de inter-
nacionalización de la educación superior: “Impulsar la inserción inteligente de 
los actores de la educación superior del Ecuador en el sistema mundo, orientada 
a la construcción soberana, libre y colaborativa de la producción y reproducción 
del conocimiento para la integración latinoamericana y del sur global”, defi-
niendo cinco metas a alcanzar hasta 2035: 

 
· Incorporar en los tratados internacionales sobre propiedad intelectual la exi-

gencia de permisos y contratos de acceso a recursos genéticos y consenti-
miento libre e informado de uso de conocimientos tradicionales, antes de la 
concesión de una patente que incorpore estos elementos, así como los meca-
nismos de resolución de conflictos al respecto. 

 
• Crear mecanismos de coordinación interinstitucional interuniversitarios con 

los países del Sur Global. 
 

• Lograr una cooperación internacional para becas de posgrado sostenida en el 
tiempo, con prioridad hacia el sur. 

 
• Crear el Programa de Investigación e Innovación regional. 

 
• Lograr que al menos tres universidades ecuatorianas estén entre las 100 me-

jores del mundo (SENESCYT, 2017: 164). 
 

A través de la Agenda 2035, se estaría buscando la inserción de las instituciones 
de educación superior ecuatorianas a la inserción global, bajo un enfoque de 
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construcción soberana, libre y colaborativa de la producción y reproducción 
del conocimiento, teniendo como prioridad la integración latinoamericana y del 
Sur Global. 

 
Perú. En los últimos años el sistema universitario peruano ha mostrado un no-
table crecimiento y diversificación de la oferta privada. Pero este proceso no 
fue acompañado con mecanismos de aseguramiento de la calidad de la ense-
ñanza, lo cual impulsó la Reforma Universitaria. 

Dentro de la Ley Universitaria (Ley nº 30220), que se aprobó en 2014, se 
considera la internacionalización como uno de los principios que gobiernan a 
las universidades. Esto se debe a que, como parte de las estrategias promovidas 
desde la Reforma Universitaria, uno de los objetivos es mejorar la calidad de las 
universidades tanto públicas como privadas. Asimismo, entre los lineamientos 
planteados en la Política de Aseguramiento de la Calidad para la Educación Su-
perior Universitaria de 2015, se incluyó como requisito la introducción y el de-
sarrollo de estrategias para la internacionalización (British Council, 2020). 

De esta manera, la Ley Universitaria pretende establecer un nuevo modelo 
de calidad con elevados estándares, a fin de contribuir al proceso de mejora de 
las universidades comprometidas con los mecanismos de acreditación. Según 
el British Council (2016), la reforma emprendida en Perú para mejorar la calidad 
de su sistema de educación superior se alinea con las acciones abordadas por 
países vecinos como Colombia y Chile, que a su vez coinciden y buscan respon-
der a los retos y desafíos que imponen algunas tendencias globales para la adap-
tación e innovación en el sistema educativo. 

Respecto a las autoridades encargadas de la internacionalización de la edu-
cación superior, si bien el Ministerio de Educación tiene la potestad de delimitar 
las políticas de internacionalización, otras instituciones dentro del aparato es-
tatal tienen a su cargo la administración y supervisión de aspectos e instrumen-
tos relacionados. Por ejemplo, PRONABEC es el ente encargado de la oferta de 
becas de estudios en el extranjero, la SUNEDU es responsable de la política de 
reconocimiento de títulos, mientras el CONCYTEC está al mando de las polí-
ticas de promoción de la investigación. 

Pero, bajo el concepto de internacionalización de la educación superior, los 
avances se han acometido de manera individual y sin coordinación entre las 
universidades (British Council, 2016). Cabe identificar algunas de las estrate-
gias impulsadas que cuentan con un mayor adelanto: la participación en redes, 
la movilidad estudiantil y del profesorado, los proyectos de investigación con-
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juntos, el aprendizaje del inglés, la doble titulación, la internacionalización del 
currículo, los cursos cortos y los eventos internacionales (Quispe y Paucar, 
2018). Si bien en Perú la autoridad es el Sistema Nacional de Evaluación, Acre-
ditación y Certificación de la Calidad Educativa (SINEACE), diversas universi-
dades también han buscado acreditarse con organismos internacionales como 
señal de un mayor estándar de calidad, y en busca de una mayor presencia in-
ternacional. 

Otros factores que han contribuido a mejorar la provisión de los servicios 
educativos son la movilidad estudiantil y del profesorado, así como la colabo-
ración internacional para la investigación y la internacionalización de los pro-
gramas, lo cual evidencia el potencial de la internacionalización para mejorar 
la calidad como fin planteado en la reforma universitaria. Pero, como se ha 
señalado, son esfuerzos que no responden a una estrategia integral de política 
nacional. 

Por otro lado, se ha firmado el Acuerdo de Reconocimiento de Grados y Tí-
tulos con Francia. Además, se impulsó la conformación de la Red Peruana para 
la Internacionalización de la Educación Superior Universitaria y de la Red Pe-
ruana de Universidades Públicas para la Internacionalización-RUNAi. También 
se desarrolló una marca de educación superior, Study in Perú, experience what 
you learn, promovida por el Ministerio de Educación (MINEDU)4. En los últi-
mos tiempos, el Estado ha impulsado el otorgamiento de becas para estudios 
en el exterior y, en 2020, se habilitó la Ventanilla Única para la Internacionali-
zación de la Educación Superior, iniciativa de Mesa IntEdu, que reúne una serie 
de instituciones, entre ellas el MINEDU, la SUNEDU, el CONCYTEC y PRO-
NABEC, liderada por Cancillería. Este instrumento busca consolidar el accionar 
público con relación al apoyo a la internacionalización de la educación superior 
(Ministerio de Relaciones Exteriores, 2020). 

El papel de la internacionalización de la educación superior en el proceso 
de mejora de la calidad del sistema universitario peruano no ha sido claramente 
definido. Pese a los avances mencionados, aún hay rezagos en algunos ámbitos, 
en comparación con países de la región. De acuerdo con el ranking global QS 
de 2021, la única universidad peruana que se encuentra entre las 500 mejores 
del mundo es la Pontificia Universidad Católica del Perú. Este relativo retraso 
se puede explicar por varias razones, como, por ejemplo, los complicados pro-
cedimientos para el reconocimiento de títulos y la falta de dominio del inglés 

4  Véase http://www.minedu.gob.pe/reforma-Universitaria/calidad-en-la-educacion.php.
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por parte de profesorado y alumnado, y el limitado desarrollo de los sistemas 
de reconocimiento de grados y títulos. Asimismo, aún no se ha logrado una po-
lítica nacional de internacionalización de la universidad, pese a haberse gestado 
una serie de iniciativas que tienen por finalidad respaldar el proceso de inter-
nacionalización del sistema educativo peruano. 

Por su parte, el SINEACE (2018) planteó que, para promover la internacio-
nalización desde las universidades, es necesario el respaldo de las autoridades 
de la universidad, de manera que esta se incorpore a sus planes de desarrollo, 
como parte de una estrategia y no como acciones aisladas. En este sentido, se 
requiere brindar un presupuesto y personal capacitado para avanzar en esta 
línea. Cabe apuntar que el British Council (2020) presentó una guía de reco-
mendaciones para la internacionalización de la universidad peruana que aborda 
aspectos de financiamiento; desarrollo de políticas, planes y procesos; capaci-
dades académicas y de gestión; y trabajo en redes, alianzas y visibilidad. 

 
3.3. Políticas y estrategias de internacionalización a nivel de la CAN 

 
A tenor de lo expuesto, si bien hay avances progresivos en cada uno de los países 
andinos, no sucede lo mismo a nivel de bloque. Y ello pese a que la Comunidad 
Andina (CAN) —por medio del Acuerdo de Cartagena, hace hincapié en la im-
portancia de la educación para el desarrollo y bienestar social de la población 
(Art. 129)— está interesada en promover el reconocimiento de títulos de educa-
ción superior del bloque, y en impulsar programas a nivel andino que fortalez-
can los sistemas de formación profesional (Art.130)5.  

Como parte del Sistema Andino de Integración y a través del Parlamento 
Andino, se creó la Universidad Andina Simón Bolívar (UASB), que cuenta con 
dos sedes (una en Sucre y otra en Quito). Esta institución busca contribuir al de-
sarrollo de la educación superior e impulsa diferentes actividades académicas 
para fomentar la investigación, mejorar la calidad de los programas académicos 
—con énfasis en los de posgrado—, así como desarrollar nuevas áreas de estu-
dios. Sin embargo, no existe una política integral de internacionalización. 

En 1999 la CAN estableció el Consejo Andino de Ministros de Educación 
y Responsables de Políticas Culturales, cuyos objetivos definidos en su plan de 
acción eran: avanzar en propuestas de educación para la integración, armonizar 
los sistemas educativos, instituir un sistema de información de estadísticas e 

5  Véase Secretaría General de la Comunidad Andina. Disponible en: http://www.comunidadandina.org/.
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indicadores educativos, e impulsar las industrias culturales. Sin embargo, se 
presentaron impases en el avance de esta agenda que, de acuerdo con Perrotta 
(2014), pueden atribuirse a la participación de los países miembro en otros foros 
regionales. Así lo ilustran, por un lado, la participación de Bolivia, Colombia y 
Ecuador como Estados asociados al sector educativo del Mercosur y, por otro, 
la creación del Consejo Suramericano de Educación, Cultura, Ciencia, Tecno-
logía e Innovación (CO- SECCTI) promovido desde la UNASUR. En este esce-
nario complejo, también cabe mencionar la suscripción de tratados de libre 
comercio de países como Perú, Chile y Colombia, los cuales contemplaban ar-
tículos para la liberalización de los servicios de educación superior, o su parti-
cipación en la Alianza del Pacífico. Finalmente, debe señalarse que en el 
proceso de implementación de la reingeniería (Decisión 792) del Sistema An-
dino de Reintegración, el ámbito educativo no fue priorizado. 

Por otro lado, el Tratado de la Organización del Convenio Andrés Bello, de 
integración Educativa, Científica, Tecnológica y Cultural, ha tenido por finalidad 
promover el desarrollo de un espacio cultural común, así como transitar hacia 
una mayor integración en los planos educativo, tecnológico, cultural y científico. 
Para tal fin, se impulsó el establecimiento de cupos para intercambio o continua-
ción de estudios de educación superior entre los Estados miembros, el recono-
cimiento de oficios adquiridos al margen de la educación formal, pero no se ha 
logrado establecer tablas de homologación o reconocimientos a nivel de educa-
ción superior, como sí fue el caso de los estudios primarios y secundarios. 

Dicho organismo ha venido desarrollando acciones orientadas a la cons-
trucción de espacios de trabajo e investigación dirigidos a conocer la estructura 
de los sistemas de educación superior en los países miembro y los procesos de 
acreditación y evaluación de la calidad. De hecho, busca contribuir a la cons-
trucción de un Acuerdo Regional para el Reconocimiento de Títulos en Educa-
ción Superior, recomendando una mayor articulación e intercambio de 
experiencias con aquellas subregiones o acuerdos regionales que han avanzado 
más en el reconocimiento de títulos, como es el caso de Mercosur y Centroa-
mérica a través del Consejo Superior Universitario Centroamericano, CSUCA, 
en Centroamérica (CAB, 2015). Pese a ello, a la fecha (abril de 2021) no se cuenta 
con avances concretos, pues se encuentra actualmente en un proceso de revi-
sión para su reestructuración. 

En resumen, los esfuerzos por promover la internacionalización de la edu-
cación superior de la CAN han sido escasos. Es fundamental que las universi-
dades andinas establezcan alianzas estratégicas y definan en los acuerdos de 
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integración regional una coordinación para promoverla. Asimismo, se debe pro-
piciar el intercambio de experiencias, sobre todo de aquellas regiones o bloques 
de integración que han avanzado en el establecimiento de mecanismos para fa-
cilitar y promover la internacionalización, como es el caso del Mercosur y la 
Alianza del Pacífico. 

 
 

4. Impacto de la pandemia en los procesos de internacionalización:  
repensando las estrategias 

 
La pandemia también ha puesto a prueba la educación superior, haciendo que las 
actividades presenciales migren a entornos virtuales casi en su totalidad, dado 
que existen asignaturas y disciplinas que por sus propias características no se pue-
den llevar plenamente bajo esta modalidad, particularmente aquellas que requie-
ren un trabajo práctico. Es en este escenario donde herramientas como las 
videoconferencias han permitido sostener y mantener la oferta educativa.  

Altbach y De Wit (2020) destacan que, como consecuencia de la pandemia, 
las instituciones de educación superior se han visto obligadas a transitar a la 
educación remota o a distancia de forma rápida, y existe una fuerte necesidad 
de garantizar que se está ofreciendo una educación de alta calidad. La mayoría de 
los profesores a nivel global no se encuentran capacitados para ofrecer cursos 
a distancia o no tienen la tecnología necesaria para la enseñanza, lo cual difi-
culta crear un entorno interactivo y eficaz en el aula en línea. 

En el caso de los países de América Latina, como los andinos, la pandemia 
ha afectado significativamente las estrategias de internacionalización, pues esta 
se basaba principalmente en la movilidad estudiantil. Por otro lado, la digitali-
zación encontró a las instituciones de educación superior con currículos viejos 
y obsoletos y prácticas tradicionales no actualizadas, con muy pocas universi-
dades con sistemas de educación virtual desarrollados. En ese sentido, con la 
pandemia se trasladó la mirada tradicional de la práctica de la enseñanza pre-
sencial a la digital, sobre todo en instituciones donde no han existido modelos 
de enseñanza a distancia sólidos.  

Para Acosta (2021), si bien las universidades han virtualizado su oferta aca-
démica, la emergencia sanitaria no les permitió incorporar metodologías de en-
señanza virtual, y ello se ha visto reflejado en el predominio de las clases en 
línea sincrónicas. Asimismo, sostiene que en la región existen pocos recursos 
de aprendizaje virtual y asistencia tecnológica, unido al hecho de que no se 
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cuenta con estrategias de evaluación para el actual entorno, por lo que describe 
el sistema educativo como educación remota de emergencia, el cual debe forta-
lecerse si queremos aspirar a tener una educación virtual real. 

Por ello, el desafío está en cómo articular la flexibilización, la internacionali-
zación y convertir la digitalización en una herramienta indispensable para fomentar 
la flexibilización del aprendizaje y la modernización de los planes de estudio, im-
pactando de esta forma en los procesos de internacionalización (Marquina, 2021). 

En esa misma línea, Herrera (2020) señala que la pedagogía tradicional, uti-
lizada para llevar a cabo este traslado de lo presencial a lo remoto, si bien ha per-
mitido una respuesta inmediata, ha desaprovechado el potencial de la interacción 
y actividades virtuales para el aprendizaje. Asimismo, en el traslado de la educa-
ción presencial a la virtual, se omitieron consideraciones propias del nuevo en-
torno de enseñanza, donde es clave que el diseño y desarrollo de los contenidos y 
actividades sirva al objetivo de facilitar los procesos, tanto cognitivos como sociales 
y didácticos, evidenciando aún más las limitaciones de la enseñanza tradicional. 

Por tanto, nos encontramos en un punto de inflexión, hacia un viraje a la 
cultura digital, siendo necesario que la educación se reestructure y reforme 
desde sus bases, ya que los desafíos actuales no solo requieren que se cuente 
con recursos sino también con capacidades tecnológicas y la construcción de 
un nuevo paradigma educativo en el entorno virtual para hacer frente a las nue-
vas tecnologías y demandas sociales, así como una formación integral.  

En este sentido, este nuevo contexto requiere que las instituciones de edu-
cación superior impulsen la transformación digital al interior de las mismas, lo 
cual implica cambios organizacionales en sus procesos, en donde las tecnolo-
gías son herramientas que generan un mayor valor, puesto que la adopción e 
incorporación de estas permitirá tener una existencia bidimensional, tanto en 
el espacio físico como en el virtual, además de que se configuren como una Uni-
versidad Digital (Bilyalova et al., 2020). Asimismo, será necesario no solo inte-
grar a las TIC, sino también modificar, renovar y adaptar las metodologías para 
mejorar los procesos de aprendizaje en el entorno virtual (Hurtado, 2020).  

 
4.1 Principales barreras para la virtualización y digitalización de la educación  
superior y sus procesos de internacionalización  

 
La urgencia por migrar hacia lo virtual como consecuencia de la pandemia de 
la COVID-19 ha puesto en evidencia las dificultades de adaptación de las ins-
tituciones de educación superior al nuevo modelo pedagógico, evidenciando 
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las limitaciones formativas de muchos de los docentes universitarios en el ma-
nejo de herramientas tecnológicas, generando de esta forma un mayor desafío 
en el aseguramiento de la calidad en los procesos de enseñanza y aprendizaje 
(Theiler, 2021). Al respecto, Rama (2020) sostiene que pese a los avances y las 
modificaciones que se han dado lentamente en la región, persisten las estruc-
turas curriculares y procesos académicos fuertemente resistentes al cambio y, 
por ende, las modalidades tradicionales de generación y transferencia de cono-
cimiento persisten, lo cual ha generado un bajo nivel de actualización de los do-
centes y una escasa inversión en tecnología. 

El contexto de la pandemia ha permitido identificar que los docentes de la 
región en su mayoría solo cuentan con competencias digitales básicas, lo cual 
está relacionado con la carencia de propuestas educativas para la educación vir-
tual desarrolladas en la región antes de la pandemia. 

De acuerdo con el estudio desarrollado por el BID y el Instituto Tecnológico 
de Monterrey (2020), en el que participaron más de 800 docentes universitarios de 
siete países latinoamericanos, entre ellos Chile, Colombia, Ecuador y Perú, la 
falta de capacitación efectiva se considera uno de los principales retos para in-
corporar las tecnologías digitales a las universidades, y ello se debe a que, a 
pesar de que el 90% de los docentes considera las tecnologías digitales como 
un factor importante para la mejora de los aprendizajes, solo uno de cada cuatro 
docentes cree estar preparado para incorporar nuevas herramientas digitales 
en sus cursos.  

En el caso de los países andinos, el 30% de los docentes universitarios en Perú 
considera la falta de acceso a internet como el principal obstáculo para el uso de 
las tecnologías digitales en los procesos de enseñanza y aprendizaje. Por su parte, 
el 27% de los docentes colombianos lo atribuyen a la falta de financiamiento y ac-
ceso a estas nuevas tecnologías. Es así como la escasa capacitación de los docentes 
representa una de las principales dificultades para implementar y acelerar la inte-
gración de las tecnologías en la enseñanza universitaria (BID; TEC, 2020). 

Por otra parte, la pandemia ha agravado los niveles de desigualdad existentes 
en la región, así como el acceso a la educación superior debido a que muchos es-
tudiantes han tenido grandes dificultades para hacer uso de esta modalidad, ya 
sea por razones económicas, sociales o geográficas, unido al hecho de que la región 
presenta una gran brecha digital. Asimismo, la falta de conectividad para el apren-
dizaje impulsado a través de tecnología, así como el escaso desarrollo de habilida-
des y competencias digitales, constituyen las barreras más relevantes de América 
Latina para la adopción de internet (OCDE, 2020). 
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Según la CAF (2020), la penetración de internet en América Latina se ha 
incrementado en 10 puntos porcentuales entre 2018 y 2020, pasando de 68,6% 
a 78,78%; sin embargo, nos encontramos por debajo del promedio de los países 
de la OCDE. Esta situación tiende a ser más compleja en el caso de los andinos, 
donde solo Chile supera el promedio de la región para 2020, mientras la pene-
tración de internet para el resto de los países andinos se sitúa entre el 58,34%, 
en el caso de Bolivia, y el 76,47% en Colombia, constituyendo un gran desafío 
para la región andina.  

Por otro lado, la proporción de ciudadanos andinos que acceden al servicio 
de internet es muy heterogénea y, lamentablemente, está en función de su nivel 
económico. En el caso de Bolivia, solo el 3% y 4% del primer quintil de hogares 
tiene acceso a este servicio, a diferencia de Colombia y Chile, donde el 22% y 
66% de los hogares, respectivamente, tiene conexión, siendo Chile el país que 
mayor acceso a internet tiene, no solo a nivel andino sino también en América 
Latina. Es así como la brecha entre los hogares del quintil más alto y el más bajo 
para toda la región andina es en promedio 45% para 2018 (CEPAL, 2020). Estas 
diferencias tienden a acrecentarse más en las zonas rurales, en donde el 90% 
de los hogares de Bolivia y Perú carecen de este servicio, encontrándose por en-
cima del promedio de la región (el 77% de los hogares rurales no están conec-
tados). Esta tendencia se repite incluso en Chile a pesar de tener una mejor 
situación, pues alrededor del 50% de sus hogares rurales no están conectados. 

 
GRÁFICO 1. Países andinos: porcentaje de hogares conectados  

por quintil de ingreso, 2018 

Fuente: Observatorio Regional de Banda Ancha (ORBA) de la CEPAL. 
Nota: Extraído de CEPAL (2020): Universalizar el acceso a las tecnologías digitales para enfrentar los 
impactos del COVID 19. 
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Asimismo, el costo de los servicios, tanto de internet fija como móvil, en el 
primer y segundo quintil de los países andinos supera significativamente el um-
bral de referencia del 2% del ingreso recomendado por la Comisión sobre la 
Banda Ancha para el Desarrollo Sostenible para clasificar un servicio de internet 
asequible. Lamentablemente, esta situación limita la posibilidad de acceder a 
servicios de educación remota o en línea de la población más vulnerable. En ese 
sentido, “una propuesta educativa a distancia más inclusiva supone considerar 
el contexto y las posibilidades que ofrece la infraestructura digital y el acceso a 
servicios de internet y a dispositivos” (CEPAL, 2020: 10). 

 
GRÁFICO 2. Países andinos: asequibilidad de internet fijo y móvil por quintil  

de ingreso, 2019 (porcentaje del ingreso de los hogares) 

Fuente: Observatorio Regional de Banda Ancha (ORBA) de la CEPAL. 
Nota: Extraído de CEPAL (2020): Universalizar el acceso a las tecnologías digitales para enfrentar los 
impactos del COVID 19. 
 

Estos datos demuestran la falta de capacidad digital de los hogares andinos. 
De acuerdo con las estimaciones de la CAF (2020), Bolivia se posiciona como 
el país andino que se encuentra menos preparado digitalmente para afrontar la 
pandemia, dado que su índice de resiliencia digital del hogar6 apenas alcanza 
el 6,23, seguido de Ecuador (11,53) y Perú (23,33). Este grupo de países se encuen-
tra por debajo del promedio latinoamericano (30,70). En el caso de Colombia, 
supera levemente el promedio regional (31,69), igual que Chile (41,14). La re-
gión se enfrenta a grandes retos, los mismos que se vienen trabajando, pero la 

6  Índice de resiliencia digital del hogar: calculado sobre el uso de internet para bajar apps de salud o 
educativas, para realizar operaciones de comercio electrónico y el uso de Fintech; tiene una escala 
de 1 a 100.
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transformación digital deberá estar en el centro de las estrategias de desarrollo 
y recuperación económica de los países andinos. En ese sentido, el atraso en la 
conectividad al que se enfrentan los hogares y el nivel de vulnerabilidad de estos 
constituyen factores clave para medir la intensidad del efecto de la crisis de la 
COVID-19 en la decisión de estudiar de los jóvenes (BID, 2021). 

A todo lo anterior, se suma el hecho de que antes de la pandemia solo en el 
19% de las universidades latinoamericanas predominaba la educación a distan-
cia, y el 16% contaba con una modalidad híbrida. Sin embargo, el 74% de las 
universidades habían adoptado una estrategia de educación a distancia, y el 
21% la estaba desarrollando. Asimismo, entre los principales motivos que im-
pulsan la adopción de programas de educación a distancia o remota por parte 
de las universidades, se encuentran: “la ampliación del acceso a grupos exclui-
dos, la mejora de la calidad de la educación y el propósito de apoyar la movilidad 
estudiantil y la flexibilidad” (OECD, 2017: 88). 

 
TABLA 3. Estado de la educación a distancia y virtual en los países andinos prepandemia 

 
 

Fuente: Elaboración propia a partir de OECD (2017): La educación a distancia en la educación  
superior en América Latina, Estudios del Centro de Desarrollo, Publicaciones de la OECD, París. 

· Son pocos los avances académicos que propicien una migración hacia modelos educativos basados 
en las TIC. 
· La oferta de e-learning principalmente corresponde al nivel de posgrado y son pocos los programas 
que funcionan bajo modalidades completamente virtuales. 
· Los programas de educación superior han logrado integrar de manera efectiva el uso de las nuevas 
tecnologías en la enseñanza, pero sin que ello haya implicado cambios pedagógicos.

· El e-learning ha sido implementado por diversas IES, bajo modalidades semipresencial y virtual al 
100%. 
· Los contenidos educativos de dichos programas se han concentrado en cursos de corta duración, no 
titulados y orientados a la capacitación y expansión de conocimientos de adultos.

· La expansión de la educación virtual se atribuye a las iniciativas de las propias IES, pero también al 
gobierno, que ha implementado diversos programas vinculados a promover y monitorear el acceso a 
las TIC. 
· Un obstáculo para el desarrollo de la educación virtual es el bajo nivel de preparación digital y el 
acceso a programas de e-learning. Aunque se vienen dando avances en este ámbito.

·El e-learning ha sido una modalidad que ha gozado de gran acogida por parte de los estudiantes dada 
su flexibilidad en términos de presencialidad y cumplimiento de horarios. 
· La implementación de programas de e-learning es incipiente, y el principal problema que enfrentan 
es la conectividad y el acceso a internet. 
· Existe una política de regulación y acreditación de las modalidades educativas virtuales y a 
distancia. Se requiere ajustar los modelos evaluativos a las características del e-learning.

·No cuenta con una larga tradición de educación a distancia, ni tiene una universidad creada 
específicamente para tal fin.  
· El e-learning en el Perú se ve fuertemente limitado por una cuestión de prestigio, lo cual responde a 
la falta de interés que ha mostrado el sistema educativo para brindar estándares de calidad y 
acreditación a este tipo de programas.
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Para autores como Rama (2020), la gran heterogeneidad en la educación 
superior virtual que existe en América Latina se debe a que esta:  

 
Se inició y se desarrolló sin políticas nacionales ni regionales que actuasen como 
impulsoras o restrictivas de las iniciativas externas o individuales de los diversos 
actores, y al desarrollo e introducción de las propias tecnologías. Ello facilitó un 
modelo de virtualización híbrido y altamente heterogéneo […] y con diversidad 
de niveles de calidad dada la intensidad en el uso de los sistemas informáticos y 
focalizándose en cursos cortos y no en carreras de grado (Rama, 2020: 367). 

 
Este problema estructural, al que tampoco son ajenos los países andinos, 

se visibilizó aún más en el marco de la pandemia, pues los avances en la educa-
ción virtual en las instituciones de educación superior estaban principalmente 
orientados a cursos cortos o de formación, y no estaban inmersos en los progra-
mas y carreras profesionales, por lo cual la virtualización de la oferta académica 
en las universidades andinas representó un reto aún mayor.  

Por otra parte, para contrarrestar las consecuencias de los efectos sociales 
y económicos de la COVID-19 y a fin de garantizar la continuidad y permanencia 
de los jóvenes en el sistema educativo, algunos de los gobiernos andinos ofre-
cieron subsidios y becas a los estudiantes universitarios que se encontraban en 
una situación vulnerable, además de otorgar recursos a las universidades públi-
cas. Un ejemplo es el caso peruano, donde se autorizó la contratación de ser-
vicios de internet y adquisición de dispositivos informáticos en las universi-
dades públicas, además de establecer el programa de Becas Continuidad de 
estudios, dirigido a los estudiantes de alto rendimiento y condiciones econó-
micas desfavorables. 

De ahí que uno de los principales impactos de la emergencia sanitaria pro-
vocada a causa de la COVID-19 respecto a la educación superior fuera el posi-
cionamiento de la educación en línea o virtual como un método de enseñanza. 
Esta había sido marginal en el sistema educativo durante mucho tiempo y en 
ocasiones su validez ha sido cuestionada; sin embargo, fue la modalidad que 
permitió garantizar la continuidad de los aprendizajes.  

Por tanto, en el periodo pospandemia, las instituciones de educación su-
perior deberán normalizar esta modalidad, además de formar a sus docentes, 
perfeccionar el diseño de sus actividades educativas, e incorporar la tecnología 
en sus recursos educativos y mejorarla, además de garantizar la calidad y la fia-
bilidad de esta modalidad (Acosta, 2021). Según Rama (2020), entre las restric-
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ciones normativas a la virtualización de la educación superior en la región, se 
encuentra: 

 
La ausencia de criterios de evaluación y acreditación por parte de las agencias 
de aseguramiento de la calidad sobre la educación virtual, lo cual ha provocado 
un cierto retraimiento para consolidar el desarrollo de esta modalidad de oferta 
académica (Rama, 2020: 367). 

 
En ese sentido, el BID (2020) ha identificado cuatro factores sobre los que 

los gobiernos deben trabajar en materia de educación a distancia o virtual: 1) 
garantizar el acceso a la educación de todos los estudiantes; 2) adaptar los con-
tenidos y currículos al entorno en línea; 3) garantizar que tanto docentes como 
alumnos estén preparados para la educación a distancia o semipresencial, pro-
piciando el desarrollo de sus habilidades digitales y el acceso a dispositivos tec-
nológicos para sus actividades escolares, y 4) identificar a aquellos estudiantes 
que requieren de apoyo para adaptarse a esta modalidad de enseñanza. Estos 
factores deben ser abordados tanto por los gobiernos como por las instituciones 
de educación superior, para garantizar el acceso a una educación de calidad.  

Además, a pesar de los diferentes problemas con los que se han encontrado 
las universidades para superar los retos que planteaba la pandemia y la hetero-
geneidad en las respuestas, es necesario destacar que se ha logrado valorar la 
enseñanza virtual como un esquema y herramienta pedagógica de primer nivel 
dentro de las instituciones de educación superior, ya que esta posee diferentes 
beneficios: masifica el acceso a la educación de calidady reduce los costos aso-
ciados para los estudiantes, además de permitir a estos acceder a sus cursos 
desde diferentes espacios físicos y en diferentes momentos teniendo una 
mayor flexibilidad para avanzar en sus trayectorias educativas (Acemoglu, 
Laibson y List, 2014; Deming, Lovenheim y Patterson, 2018; Goodman, Mel-
kers y Pallais, 2019). 

 
4.2. Oportunidades para la transformación digital de las universidades  
y la virtualización de sus currículos  

 
Las nuevas tecnologías de la digitalización, así como la incorporación de las tec-
nologías de la información en la dinámica pedagógica, están permitiendo la 
gestación de un nuevo paradigma educativo, el mismo que se caracteriza por 
usar intensivamente las tecnologías digitales, promoviendo de esta forma una 
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educación en red. A través de la virtualización se han transformado las moda-
lidades tradicionales de la educación, impulsando diversas reformas y reinge-
nierías en el interior de las instituciones de educación superior y abriendo un 
nuevo mecanismo para aumentar la calidad de los aprendizajes gracias al in-
cremento de la digitalización de la enseñanza. En ese sentido: 

 
La virtualización de la educación constituye la mayor innovación actual de los pro-
cesos educativos y conforma una de las tendencias más fuertes de dicho proceso a 
escala global. Los factores tecnológicos se han constituido en los componentes 
más dinámicos en la educación a distancia tradicional y de las transformaciones 
de los sistemas universitarios, con nuevos paradigmas educativos, institucionales, 
actores, formas de gestión y lógicas económicas (Rama, 2019: 36). 

 
Así, la virtualidad y la digitalización de los procesos de aprendizaje de la 

educación superior han ido posicionando la internacionalización en el marco 
de un nuevo momento, en el que hay más posibilidades de llegar a una pobla-
ción mayor, además de promover la diversidad y generar un ambiente interna-
cional y multicultural.  

Al mismo tiempo, la virtualización de la oferta educativa desde el punto de 
vista de la internacionalización abre nuevas perspectivas, especialmente para 
la internacionalización del currículo, ya que la educación virtual acorta las dis-
tancias, rompe las fronteras, abarata la posibilidad de interacción (Theiler, 
2021), demostrando a los estudiantes que desde sus propios países y en el inte-
rior de sus instituciones de educación superior pueden acceder a estudios que 
incorporen la dimensión internacional. Es así como la confluencia de los dife-
rentes actores está contribuyendo a la dinámica articulada de la internaciona-
lización y la educación virtual a distancia (Rama, 2020). 

La virtualización ha flexibilizado los procesos de internacionalización, por 
un lado, a través de la movilidad virtual y, por otro, a través de la internaciona-
lización del currículo. En el caso de la primera, es necesario resaltar que la mo-
vilidad estudiantil tradicional ha estado principalmente impulsada por el interés 
de los estudiantes por acceder a una educación más globalizada. Sin embargo, 
el número de estudiantes que tenía la oportunidad de acceder a este mecanismo 
era muy escaso, puesto que, aunado a los recursos financieros necesarios para 
sustentar el proceso en sí, existen otros factores como: el número de cupos, los 
perfiles de los estudiantes (generalmente ha estado dirigido a estudiantes de 
los últimos años de carrera), disponibilidad de tiempo y de trasladarse un se-
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mestre, además del reconocimiento de la materia cursada, condiciones que 
cumplía un grupo pequeño de estudiantes, por lo cual muchos autores conside-
ran que la movilidad es algo elitista.  

Ahora, con el establecimiento de la movilidad virtual, los componentes de aná-
lisis y de acceso tienden a ser otros, y se han flexibilizado, pues los estudiantes que 
desean acceder a esta modalidad de intercambio no tienen que cumplir tantos re-
quisitos y pueden compatibilizarlo con su vida personal y laboral, situación que es 
difícil bajo la modalidad tradicional. Los costos de intercambio tienden a ser meno-
res, e incluso los alumnos que se encuentran en los primeros ciclos pueden acceder 
a esta. Es decir, con la virtualización se permite ampliar los perfiles de ingreso, ade-
más de flexibilizar las posibilidades de intercambio (Passarini, 2021). Al mismo 
tiempo, constituye un instrumento para avanzar hacia un modelo más inclusivo y 
sostenible, por lo cual las instituciones de educación superior deben establecer ac-
ciones que permitan convertir la enseñanza en línea en un intercambio mejorado 
digitalmente (Dorothy, 2021). Por tanto, promover el intercambio virtual a través de 
las plataformas digitales, además de posicionarla como una política institucional, 
no solo garantiza el acceso a la formación de un mayor número de alumnos, también 
impulsa un ambiente más intercultural e interdisciplinario (Alves, 2021).  

De este modo, el intercambio virtual se ha ido instalando en nuestra región, 
entendiéndose este como el hecho de que un estudiante sigue un curso y/o asig-
naturas en una universidad extranjera sin moverse de su casa. Este tipo de ini-
ciativas son empleadas por las instituciones de educación superior sudamerica-
nas y andinas como respuestas para reemplazar la movilidad física. Un ejemplo 
es el programa Espacio de Movilidad Virtual en la Educación Superior (Emovies) 
de la Organización Universitaria Interamericana (OUI). Este programa de inter-
cambio académico virtual ofrece a los estudiantes de las instituciones de edu-
cación superior miembros de la OUI la posibilidad de tomar, en formato virtual, 
cursos en otras instituciones, por los que reciben créditos académicos. Esto su-
pone una gran oportunidad para la internacionalización de los estudiantes. Entre 
las acciones implementadas por la Emovies se encuentran las estrategias de in-
ternacionalización. Los países andinos son parte de la OUI7, y es así como el pro-
grama Emovies se ha llevado con éxito por instituciones de Colombia, promo-
viendo la cooperación académica internacional y la movilidad virtual de los 
estudiantes, cuyos programas y actividades tradicionales de intercambio se ha-
bían suspendido (IESALC, 2020). 

7  Véase: https://oui-iohe.org/es/sobre-la-oui/.
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En el caso de la internacionalización del currículo, que se sustenta en la ne-
cesidad de formar sujetos capaces de actuar en un ámbito internacional, multidis-
ciplinario y multicultural con un pensamiento global (Rama, 2020), la virtualización 
y la digitalización han tenido un impacto positivo en la flexibilización del apren-
dizaje en la medida en que facilita el acceso a los cursos y a los contenidos de estos 
de forma permanente. Además, propicia herramientas de aprendizaje más cola-
borativas, como la modalidad COIL o de virtual internacional collaboration, pues 
brinda la oportunidad de trabajar con otras disciplinas, adaptar currículos y enri-
quecerlos, no solo desde el punto de vista de la multiculturalidad, sino de generar 
un trabajo interdisciplinario. También permite descolonizar el currículo. Otra mo-
dalidad que ha surgido con la virtualización son las estancias de investigación cortas 
y virtuales, en donde investigadores ofrecen una gama de opciones y los estudiantes 
de todo el mundo pueden optar por unirse a un determinado proyecto de investi-
gación, accediendo a una oportunidad de trabajo internacional (Maher, 2021).  

La transformación digital es un hecho inevitable, por lo cual las institucio-
nes de educación superior deberán impulsar dicha transformación desde den-
tro, siendo necesario que instauren políticas, estrategias y planes para tal fin 
(Marks et al., 2021). Para autores como Branch et al. (2020), una de las principa-
les tareas que estas instituciones deben realizar es el: 

 
[…] fomento de una comunidad en sintonía con la innovación en la Universidad, 
a través de una transformación digital, donde el avance de la tecnología y las 
tendencias emergentes maximicen la colaboración, el aprendizaje activo, la in-
vestigación y la creación, de una manera que fomente el pensamiento crítico 
interdisciplinario para ayudar al desarrollo sostenible de la sociedad (Branch 
et al., 2020: 42).   

 
Asimismo, es necesario fortalecer el incremento de la oferta educativa vir-

tual, así como promocionar la modalidad virtual o mixta; impulsar metodolo-
gías didácticas para el aprendizaje activo y experiencial; promocionar el 
enfoque colaborativo para la construcción de conocimiento y nuevas formas de 
evaluación; incrementar las competencias digitales en el profesorado y estu-
diantes; y la generación de entornos digitales y capacitación pedagógica de los 
docentes (Arce-Moreira, 2021). 

Por tanto, es necesario trabajar en sensibilización y capacitación sobre los 
beneficios y el potencial de la virtualización en los procesos de enseñanza e in-
ternacionalización de la educación superior de la región.  
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4.3. Principales desafíos para la digitalización en la educación superior  
y sus procesos de internacionalización en la andina  

 
La transformación digital en las universidades debe ir más allá de la incorpora-
ción de sistemas de gestión de aprendizaje en línea, lo que significa “[…] incor-
porar herramientas de aprendizaje directamente en el proceso de enseñanza y, 
en paralelo, y enseñar a los estudiantes sobre las implicancias de estas tecnolo-
gías en diferentes aspectos de la sociedad” (Branch et al., 2020: 44). 

En ese sentido, existen promotores y barreras para la transformación di-
gital en las instituciones de educación superior. Entre los principales factores 
que la impulsan se encuentran: la reducción de costos, la mejora en la expe-
riencia del usuario, el aumento en la agilidad de los procesos e incrementos 
de competitividad. En el caso de las barreras o problemas, estas se darían en 
dos niveles. El primero implica la sensibilización sobre los temas que son fun-
damentales para llevar a cabo la transformación digital y el segundo consiste 
en la difusión del conocimiento a los diferentes grupos de interés de la ins-
titución de educación superior, a fin de que cada actor pueda identificar sus 
responsabilidades y cómo pueden aportar al proceso de transformación digi-
tal (Branch et al., 2020). 

La pandemia ha sumado nuevos desafíos a los ya mencionados, uno de los 
principales es la articulación y conjunción de la internacionalización, la digita-
lización y la flexibilización curricular. Pero también es una oportunidad de rees-
tructuración de nuestro sistema educativo superior, junto con la actualización 
del currículo, haciendo este más internacional y promoviendo su digitalización 
(Marquina, 2021).  

Por tanto, es necesario pensar cómo impulsar y mantener la virtualización 
más allá de la pandemia y cómo lograr que las herramientas de enseñanza sigan 
contribuyendo a la internacionalización cuando convivan con las actividades 
presenciales. En ese sentido, es necesario impulsar la internacionalización en 
casa, buscando establecer estrategias que permitan la internacionalización del 
currículo a partir de estas herramientas y el uso de nuevas tecnologías que per-
mitan agregar el componente internacional en los procesos de enseñanza. 

Para Rama (2020), la conformación de alianzas internacionales, así como el 
uso de las nuevas tecnologías, deben ser empleados para el establecimiento de 
modelos híbridos pedagógicos o formas binomiales o multimodales en los proce-
sos de aprendizaje y enseñanza, a fin de facilitar los niveles de flexibilidad y, por 
ende, el desarrollo y diferenciación de modelos educativos y pedagógicos. 
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En ese sentido, surge la posibilidad de modelos híbridos dentro de los pro-
cesos de internacionalización, lo cual implica que haya estudiantes que realicen 
gran parte del curso a distancia y otra parte de forma presencial (Passarini, 
2021). Es importante que las herramientas tecnológicas empleadas continúen 
mejorando su funcionalidad en aras de poder subsanar cualquier limitación y 
volverlas más intuitivas, además de promover el uso de nuevas tecnologías 
como un medio para impulsar la coordinación e interacción entre los principales 
actores en el proceso de enseñanza y aprendizaje, a fin de generar nuevos me-
canismos y herramientas de aprendizaje más inclusivos, integrales y globales. 

De acuerdo con el estudio realizado por Antenuci (2021), el Capítulo Global 
de OBREAL Sudamérica, del cual participaron instituciones educativas de edu-
cación superior de Chile, Colombia y Perú, uno de los principales aspectos re-
saltados por las instituciones de educación superior fue la necesidad de 
impulsar la sensibilización y la comprensión de la internacionalización del cu-
rrículo, ya que este es aún un concepto difuso y heterogéneo dentro de las ins-
tituciones de educación superior. Existe una fuerte necesidad de desarrollar las 
competencias de los docentes a través de la capacitación, y están relacionadas 
con la adaptación y las capacidades de respuesta en términos de manejo de idio-
mas, competencias tecnológicas y digitales, así como en la actualización de di-
dáctica pedagógica.  

Asimismo, las universidades de la región, particularmente las andinas, des-
tacaron la necesidad de rediseñar el currículo, buscando que este se base en 
modelos flexibles, sumado a la interacción entre instituciones para el diseño de 
estas, así como para promover el intercambio de buenas prácticas en ámbitos 
como las dobles titulaciones y las clases en espejo, las escuelas de verano, y 
COIL, además de impulsar las herramientas derivadas de la virtualización. 

 
TABLA 4. Tendencias en la internacionalización del currículo y la virtualización  

de la educación superior en los países andinos 

País Internacionalización del currículo Virtualización

Chile, 
Colombia, 
Perú

Poca conciencia de la internalización del 
currículo y conocimiento incipiente y 
confuso. Necesidad de incorporar la 
internacionalización en los planes 
estratégicos curriculares de las IES. Fomentar 
un mayor compromiso entre las autoridades 
docentes y gestores de las IES. Asimetrías 
entre disciplinas y departamentos: 
aceptación vs resistencia.

Transformación del modelo educativo, 
modelo HÍBRIDO, reaprendizaje, diseño y 
planificación de innovaciones pedagógicas  
y curriculares. Formación del profesorado en 
técnicas pedagógicas y lingüísticas. Nueva 
perspectiva desde la internacionalización en 
general y la internacionalización del currículo 
en particular.
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Fuente: Elaboración propia a partir de Antenuci (2021): Tendencias en la internacionalización del currículo y la 
virtualización de la educación superior: perspectivas regionales desde América Latina y Europa, OBREAL Global. 

 
Para De Wit y Marinoni (2021), la mejor estrategia que deben seguir las ins-

tituciones de educación superior en sus procesos de internacionalización una 
vez superada la pandemia es: 

 
Replantear la internacionalización para corregir las disfunciones existentes y 
abrir nuevas oportunidades que redirijan sus beneficios para todos [...], además 
de innovar para alcanzar una internacionalización más sostenible e inclusiva, 
lo cual implica que el personal docente, directivo y administrativo de las ins-
tituciones de educación superior y sus asociaciones profesionales busquen nue-
vas formas de interactuar (De Wit y Marinoni, 2021: 239). 

 
En esa misma línea, Acosta (2021) sostiene que la pandemia ha permitido 

afianzar vínculos de cooperación y alianzas interuniversitarias, práctica que 
debe continuar, identificando puntos de interés comunes y a través del desarrollo 
de proyectos de investigación conjuntos. Asimismo, se debe impulsar la forma-
ción y sensibilización de los beneficios de la digitalización en las instituciones 
de educación superior a fin de combatir la resistencia al cambio y a la tecnología 
(Marks et al., 2021). 

Por tanto, podemos señalar que la virtualización de la oferta educativa a 
causa de la pandemia abre nuevas perspectivas para la educación superior y sus 

Chile, 
Colombia, 
Perú

Sistematización de la experiencia previa: 
dobles titulaciones, cursos de lengua 
extranjera, clases COIL y espejo, escuela  
de verano, profesores visitantes.

Fortalecimiento de infraestructuras, 
mecanismos y recursos para la enseñanza 
virtual. Búsqueda de alianzas nacionales, 
internacionales, gubernamentales, 
intergubernamentales y privadas para 
facilitar la conectividad y accesibilidad.

Colombia, 
Perú

Sinergia internacional. Interés prioritario en 
América Latina, a través de la consolidación 
de programas regionales, intercambio virtual 
(PILA, UDUAL, AUGM, AUIP, INILAT, 
ODUCAL, Retlatam, COIL, Columbus, OUI), 
pero también existe un interés en Europa y 
programas Erasmus en América del Norte.

Implementación de indicadores 
institucionales. Revisión de la normativa, 
proceso de evaluación, reconocimiento y 
certificación de créditos.

Chile, 
Colombia, 
Perú

Indicadores de formulaciones para la 
internalización del seguimiento curricular 
y medición de incentivos y reconocimiento.
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procesos de internacionalización. Se ha avanzado en el desarrollo de intercam-
bios virtuales, pero también se debe avanzar en el fortalecimiento del currículo, 
a fin de que sea resiliente ante los retos que se presenten en el futuro. 

 
 

5. Recomendaciones para promover la digitalización dentro  
de los procesos de internacionalización en los países andinos  

 
La expansión del conocimiento y la globalización están impactando en todos 
los modelos de sociedades y en todos sus ámbitos, con especial intensidad en los 
mercados de trabajo y, por ende, en la educación y en las instituciones educati-
vas (Rama, 2020: 18). 

Por lo tanto, la digitalización trae consigo grandes retos, pero al mismo 
tiempo nuevas oportunidades para el desarrollo de capacidades de la población, 
especialmente de los jóvenes, por lo cual los países de la región deben hacer 
grandes esfuerzos a fin de reforzar las habilidades digitales de su población, así 
como reducir las barreras de asequibilidad (OCDE, 2020). Mucho más ahora 
que la pandemia de la COVID-19 ha colocado las tecnologías digitales como 
principales motores del crecimiento, y en el ámbito educativo como protago-
nista de los procesos de enseñanza y aprendizaje, pues su uso facilita el acceso 
a un mayor número de estudiantes y reduce las asimetrías de calidad, mejo-
rando los procesos de formación y enseñanza. 

La internacionalización de la educación superior ha entrado en una nueva fase 
como consecuencia de la pandemia, la misma que ha evidenciado los diferentes 
problemas estructurales que existen en los países andinos en términos de brechas 
sociales, acceso a educación y a fuentes de conectividad y servicios de internet, 
mostrando también nuestro nivel de resiliencia ante este tipo de situaciones. 

Pero, además, ha permitido explorar y valorar metodologías y nuevas for-
mas de enseñanza que, a pesar de su existencia, eran poco valoradas y emplea-
das, como la educación a distancia o en línea, que teniendo en cuenta su 
flexibilidad generan una mayor oportunidad para democratizar la educación y 
llegar a un número más amplio de personas. Sin embargo, ello no será posible 
si los problemas existentes no se atienden oportunamente. 

En esa misma línea, los procesos de internacionalización han entrado en 
una nueva fase, que se sustenta principalmente en la promoción de estrategias 
de internacionalización en casa, con actividades que involucren la movilidad 
virtual y la internacionalización del currículo, y allí la virtualización y la digita-
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lización tienen un rol fundamental para expandir y flexibilizar los procesos de 
enseñanza. 

La digitalización está transformando las instituciones de educación supe-
rior y sus procesos de internacionalización, por lo cual es necesario que asuman 
este reto tan importante de hacia dónde se debe dirigir este cambio. A conti-
nuación, presentamos siete recomendaciones cuyo objetivo es contribuir a im-
pulsar los procesos de la internacionalización de la educación superior, con un 
enfoque integral, así como a la construcción de sistemas que contribuyan a un de-
sarrollo sostenible. 

 
5.1. Promover el diseño de políticas nacionales a favor de la internacionalización  
de la educación superior 

 
En los países andinos, como hemos podido observar, los procesos de internacio-
nalización de las instituciones de educación superior se han dado a través de ini-
ciativas que han surgido de las propias universidades con sus pares extranjeros. 
No obstante, existen esfuerzos de los gobiernos para impulsar algunos de los fac-
tores que propicien la internacionalización, como visados especiales y la promo-
ción de la movilidad estudiantil a través de acuerdos suscritos bilateralmente.  

El nuevo contexto refuerza la necesidad de incorporar políticas nacionales 
de internacionalización superior en nuestros sistemas educativos, en aras de 
impulsar un desarrollo y formación integral de los estudiantes de la región, ade-
más de promover la mejora en la calidad de la educación y generar mayor pre-
sencia y visibilidad internacional de las instituciones de educación superior, 
favoreciendo de este modo el desarrollo de actividades que contribuyan al 
aprendizaje global. 

Asimismo, es necesario que los gobiernos de la región andina impulsen en 
las universidades públicas acciones orientadas a promover una internacionali-
zación integral, reforzando las actividades de internacionalización en casa, a 
través del impulso de la digitalización de las ofertas académicas, el fortaleci-
miento de estrategias como la movilidad virtual y el co-teaching internacional, 
que han surgido como nuevas alternativas durante la pandemia. Una vez supe-
rada esta, es necesario continuar apoyando las actividades tradicionales de in-
ternacionalización (movilidad física), o híbridas, lo cual a su vez supone destinar 
mayores recursos a su desarrollo e implementación. 

De igual modo, es necesario abordar y fortalecer el reconocimiento de 
grados y títulos de aquellos estudiantes que realizan cursos fuera de sus países 
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de origen. Para esto los gobiernos deben trabajar conjuntamente en la actua-
lización y adecuación de la normativa, siendo un primer paso la ratificación 
por parte de todos los países andinos del Nuevo Convenio Regional de Reco-
nocimiento de Estudios, Títulos y Diplomas de Educación Superior en Amé-
rica Latina y el Caribe de la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO). La UNESCO reconoce la nece-
sidad de establecer mecanismos para homologar los grados y títulos a nivel 
de la región, y que estén alineados con los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
y el fortalecimiento de los sistemas educativos de la región, además de garan-
tizar la calidad. Sobre este punto existe una iniciativa gestada por el Parla-
mento Andino a través de su Recomendación n° 472, la cual insta a sus Estados 
miembros a ratificar dicho convenio, a fin de promover una mayor movilidad 
estudiantil intra y extra regional e impulsar de esta forma la entrada en vigor 
de dicho instrumento normativo. 

Finalmente, es necesario que, junto con una política nacional a favor de la 
internacionalización de la educación superior, existan mecanismos de evalua-
ción y monitoreo, a fin de determinar los desafíos y retos a los que se tiene que 
enfrentar el sector universitario para su implementación.  

 
5.2. Establecer acciones para acortar la brecha digital existente  

 
La virtualización y la digitalización de la educación superior y de los procesos 
de internacionalización no solo deben verse como una tarea propia de las ins-
tituciones de educación superior, sino como una labor compartida entre estas 
y los gobiernos. Es por esto que garantizar esa articulación es indispensable para 
lograr un trabajo conjunto, especialmente en la masificación del acceso a tec-
nologías y la digitalización, ya que estas son muy heterogéneas en el interior de 
la región andina, como hemos mostrado en las secciones anteriores.  

En ese sentido, los gobiernos de los países andinos deben promover ac-
ciones para abordar los distintos déficits en telecomunicaciones (dificultades 
de conectividad y accesibilidad) e infraestructura digital, además de potenciar 
la existente, y desarrollar las capacidades técnicas de sus docentes y estudian-
tes a fin de acortar las brechas digitales y construir una educación superior 
más inclusiva. En esa misma línea, es necesario impulsar la adecuación de la 
infraestructura a nivel nacional con especial énfasis en las zonas remotas o 
más vulnerables. Hay que propiciar la institucionalización de las plataformas 
digitales, con el fin de que no solo se desarrollen y empleen en una universi-
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dad, sino que trascienda de lo institucional a lo nacional facilitando, a su vez, 
la interacción entre ellas. 

 
5.3. Promover la consolidación de la internacionalización de la educación  
superior bajo un enfoque integral en las instituciones andinas 

 
La pandemia ha reforzado la necesidad de impulsar procesos de internacio-
nalización más globales e integrales, que incluyan los aspectos, tanto de mo-
vilidad estudiantil como de investigación, a través de una mayor colaboración 
y una generación de alianzas entre las instituciones de educación superior. En 
ese sentido, es fundamental crear una mayor conciencia de lo que se ha hecho 
en términos de internacionalización y la importancia de este proceso en la 
educación superior, además de identificar distintos mecanismos a los tradi-
cionales para alcanzar este fin. 

Teniendo en cuenta que uno de los principales desafíos a causa de la pan-
demia en la educación superior es la coexistencia entre lo virtual y lo presen-
cial, es necesario desarrollar modelos híbridos o bimodales. Lo digital y la 
virtualización han permitido ampliar los beneficios de la internacionalización, 
promoviendo una internacionalización más inclusiva, para que todos los alum-
nos y alumnas tengan acceso a esta. Al mismo tiempo, la virtualización y di-
gitalización en los procesos de internacionalización de la educación superior 
contribuyen a alcanzar un desarrollo sostenible para nuestros países. Esto es 
así, no solo en términos de formación de capital humano altamente cualificado 
y la generación de conocimientos, sino de un crecimiento más verde, ya que 
al reducir los periodos de movilidad física y combinarlos con la movilidad vir-
tual, se está contribuyendo a reducir la huella de carbono de la movilidad es-
tudiantil, como señalan Altbach y De Wit (2020). 

Además, se trata de reforzar las actividades de internacionalización en casa 
como la movilidad virtual, pues a través de esta los estudiantes que no tienen la 
posibilidad de acceder a una movilidad física adquieren experiencias intercultu-
rales e internacionales para la empleabilidad. Asimismo, se deben promover las 
acciones orientadas a una mayor internacionalización del currículo buscando que 
promueva el aprendizaje global. En ese sentido, las instituciones de educación 
superior deben repensar la organización del currículo teniendo en cuenta los nue-
vos retos y promover la articulación de los trayectos educativos, pues son un factor 
clave para la movilidad. Es necesario impulsar y garantizar el reconocimiento de 
estos trayectos de formación (Marquina, 2021).  
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5.4. Robustecer las capacidades digitales de los docentes  
 

Teniendo en cuenta los nuevos desafíos para la educación superior, los docentes 
necesitan ampliar sus competencias, especialmente sus habilidades tecnológi-
cas y digitales, a fin de garantizar el adecuado manejo de herramientas tecno-
lógicas, así como técnicas pedagógicas propias de la virtualidad. 

En ese sentido, promover el intercambio de experiencias entre las univer-
sidades, tanto públicas como privadas, a nivel nacional e internacional, propicia 
el aprendizaje y formación entre los docentes, mejorando su preparación digital 
durante y después de la pandemia.  

Asimismo, es necesario establecer un marco de competencias digital para 
los docentes, tal como han venido haciendo otras regiones. Es el caso de la 
Unión Europea, que ha desarrollado el marco de competencia digital para edu-
cadores como parte de la estrategia de transformación digital de la educación. 

El establecimiento de este marco permitiría que los docentes andinos de-
sarrollaran su competencia digital y que al mismo tiempo tuvieran acceso a he-
rramientas tecnológicas que les ayudarían a mejorar e innovar dentro de los 
procesos de enseñanza. Además, los dotaría de herramientas para realizar au-
toevaluación y programas de formación, para evaluar su nivel de competencia 
digital y establecer acciones de mejora.  

 
5.5. Fortalecer los procesos de gestión para la internacionalización  
de la educación superior  

 
Los procesos de internacionalización de la educación superior en la región an-
dina han estado predominantemente orientados hacia estrategias de interna-
cionalización en el exterior, teniendo como actividad principal la movilidad 
académica y otorgándole un menor peso a las actividades de la internacionali-
zación en casa. 

Tal como demuestran algunos estudios, las estrategias de internacionali-
zación en casa, a través de la internacionalización del currículo, han estado pre-
sentes en la mayoría de las instituciones de educación superior, encontrándose 
incluidas en planes estratégicos de muchas de ellas. Sin embargo, no se refleja 
en la actividad cotidiana de las universidades, lo que hace que exista un desco-
nocimiento importante por parte de los distintos actores de la comunidad uni-
versitaria de este tipo de estrategias, su importancia y potenciales beneficios. 
Es necesario paliar este desconocimiento teniendo en cuenta la nueva relevan-
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cia que tienen las estrategias de internacionalización en casa a causa de la pan-
demia y la nueva fase de los procesos de internacionalización.  

Avanzar en los procesos de internacionalización requiere de un mayor pro-
tagonismo de los actores y tomadores de decisión de las universidades, así como 
una mejor coordinación y gestión académica unida al trabajo de las redes de in-
ternacionalización para promover la internacionalización del currículo. Por 
tanto, los principales actores deben estar capacitados, tanto en términos de 
cómo se llevan a cabo los procesos y sus implicancias como en el beneficio para 
sus instituciones y el país. Todo en aras de generar una participación proactiva 
a lo largo de toda la estrategia de internacionalización. 

Asimismo, siguiendo las recomendaciones de Theiler (2021), es necesario 
establecer acciones de sensibilización para los actores clave, como secretarios 
académicos, directores de carreras y los integrantes de los órganos de gobierno, 
a fin de conseguir que las estrategias de internacionalización del currículo sean 
sistémicas. Esta sensibilización permitirá generar un mayor liderazgo institu-
cional y coordinación en dimensiones como la internacionalización, la digita-
lización y la flexibilidad curricular, las mismas que son clave en esta nueva fase 
de la internacionalización de la educación superior. 

 
5.6. Promover estrategias de internacionalización y de aprendizaje colaborativo 
entre las instituciones de educación superior y sus redes a nivel andino  

 
Existe la necesidad de impulsar la integración regional en los diferentes aspectos 
que contribuyan a alcanzar el desarrollo sostenible de nuestras economías, y 
uno de ellos es el fortalecimiento de la calidad de la educación superior. Es ne-
cesario impulsar investigaciones en torno a la internacionalización de la edu-
cación superior a nivel regional que permitan la construcción de políticas 
educativas, y en esto el papel de las asociaciones de universidades y sus redes 
es clave para la planificación y diseño de las mismas. 

Por tanto, es necesario contar con una estrategia común a nivel de redes y 
asociaciones universitarias que facilite la generación de documentos de diag-
nóstico en la región andina. También es de suma importancia identificar las 
principales tendencias impulsadas desde las instituciones de educación supe-
rior en la región, a partir de las cuales se puedan establecer políticas públicas 
de internacionalización, tanto a nivel nacional como regional. 

Se deben impulsar nuevas estrategias de internacionalización, que garanti-
cen la coexistencia de la movilidad virtual y la movilidad tradicional, así como el 
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desarrollo integral de los estudiantes, la multiculturalidad y la interacción con 
otras disciplinas. Unido a esto se debe convocar a docentes de diferentes países y 
regiones, a fin de crear espacios de análisis que permitan diseñar y elaborar ma-
llas curriculares para acercar lo digital a la enseñanza superior, de forma que esta 
coexista con la modalidad presencial una vez superada la pandemia. 

Asimismo, es necesario que las instituciones de educación superior de la 
región impulsen de forma conjunta herramientas orientadas al aprendizaje co-
laborativo como el COIL (Collaborative Online International Learning), meto-
dología que se ha venido empleando a nivel global dentro de la educación 
superior y está orientada a compartir conocimientos para la elaboración de in-
vestigaciones, cursos y dictado de clases a través de un entorno virtual. En esa 
misma línea, las instituciones de educación superior tendrán que establecer es-
trategias de reciprocidad con sus pares a nivel regional en cuanto al reconoci-
miento de los cursos llevados fuera de las instituciones de origen. 

Teniendo en cuenta que nos encontramos en un escenario de incertidum-
bre a causa de la pandemia, las instituciones de educación superior necesitan 
reforzar sus estrategias de internacionalización del currículo, e impulsar un mo-
delo curricular por competencias, innovador y flexible que pueda adaptarse a 
los nuevos retos de la educación superior y, al mismo tiempo, sea global. 

Por ello, es indispensable promover el rediseño y la flexibilización de los 
modelos educativos y los currículos en la región andina, en aras de que estas 
promuevan el trabajo colaborativo, la interculturalidad y el desarrollo de habi-
lidades integrales. Esta medida debe ser complementada con la capacitación 
de los docentes en términos de desarrollo de habilidades digitales, innovación 
pedagógica y competencias informáticas e idiomáticas. 

Hace falta impulsar nuevas herramientas para enfrentar las demandas ac-
tuales, que al mismo tiempo se adapten a los nuevos usos y tecnologías, y fo-
menten la interdisciplinariedad, tales como las “microcredenciales virtuales”, 
que demuestran los resultados del aprendizaje adquirido a través de un curso o 
módulo breve y es evaluado de forma transparente. Las microcredenciales per-
miten ampliar las oportunidades de aprendizaje, además de robustecer el papel 
de la educación superior en el aprendizaje permanente. Pero, lo que es más im-
portante, facilitan oportunidades de aprendizaje más flexibles y modulares, por 
lo cual constituyen rutas de aprendizaje más inclusivas (Comisión Europea, 
2021), que mejoran las capacidades o las fortalecen, contribuyendo así al desa-
rrollo profesional y respondiendo a las necesidades del mercado laboral. En ese 
sentido, es necesario que los países andinos promuevan el intercambio de ex-

[ 133 ]



periencias alrededor de esta iniciativa, teniendo en cuenta que esta se viene im-
pulsando desde los países desarrollados, como es el caso de la Unión Europea, 
donde se está buscando la comparabilidad transfronteriza y el reconocimiento, 
con el objetivo de desarrollar aún más el potencial de esta herramienta. 

En esa misma línea, es necesario expandir el potencial de los Cursos Ma-
sivos Abiertos en Línea (MOOC, por sus siglas en inglés), pues permiten tener 
acceso a contenido específico y de calidad, y tienden a ser más baratos. Son cur-
sos que “permiten satisfacer necesidades de capacitación de una población que 
busca educación de calidad a bajo costo y, en un plazo menor al de los periodos 
escolares tradicionales” (García-Bullé, 2019). Además, es necesario que se ex-
ploren y se aprovechen las diferentes herramientas tecnológicas ya existentes, 
cuyos potenciales no han sido ampliamente utilizados en los entornos educati-
vos como la realidad virtual, sobre todo en aquellas disciplinas que tienen com-
ponentes prácticos, constituyendo una alternativa de solución para el desarrollo 
de lo práctico dentro de la virtualización. 

Finalmente, las instituciones de educación superior de forma conjunta de-
berán impulsar estrategias de trabajo colaborativo, buscando satisfacer las ne-
cesidades regionales y nacionales en materia de educación superior en el 
contexto de pandemia y pospandemia. Para ello es necesario generar mecanis-
mos de intercambio de experiencias con aquellos países que han desarrollado 
más este ámbito, especialmente en cuanto a los procesos de digitalización de 
la oferta académica, el reforzamiento y enriquecimiento de este y, sobre todo, 
el intercambio de buenas prácticas entre docentes, en aspectos clave como qué 
materias se pueden enseñar y desarrollar de mejor forma desde una modalidad 
virtual, o cuáles han sido las disciplinas que han tenido mayor éxito en esta mo-
dalidad y los motivos de que sea así. Asimismo, es necesario establecer meca-
nismos y herramientas que permitan continuar con la democratización de la 
educación superior. 

 
5.7. Impulsar el desarrollo de estrategias interregionales para fortalecer  
la internacionalización de la educación superior  

 
Promover mayores colaboraciones interregionales entre las instituciones de 
educación superior, tanto Sur-Norte, como se ha venido desarrollando hasta el 
momento, como Sur-Sur, las mismas que deberán estar orientadas a impulsar 
intercambios entre profesores y estudiantes. En ese sentido, las redes de uni-
versidades, tanto las nacionales como las redes globales, como OBREAL Global, 
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a través de sus diferentes capítulos deberán jugar un rol trascendental en la for-
mulación y desarrollo de estrategias y alianzas que originen colaboraciones in-
terregionales, logrando de esta forma construir una visión más integral e 
internacional de los distintos problemas que atraviesan las instituciones de edu-
cación superior, particularmente de los procesos de internacionalización. 

En ese sentido, a través de las redes de internacionalización se podrán es-
tablecer mecanismos de Cooperación Sur-Sur-Norte, donde la internacionali-
zación sea un eje principal dentro de los procesos de formación de las 
instituciones de educación superior, buscando que un mayor número de estu-
diantes tengan las posibilidades de acceder a una educación superior de calidad 
e integral. Por tanto, es necesario fomentar la articulación entre las instituciones 
de educación superior y sus redes en aras de promover estrategias innovadoras 
e iniciativas que permitan consolidar la cultura de la internacionalización, tanto 
al interior de estas como a nivel regional. 

Por otra parte, uno de los puntos de convergencia destacados por las ins-
tituciones de la región es cómo avanzar en la digitalización en los procesos de 
enseñanza, así como en el intercambio nacional e internacional entre pares, el 
cuerpo docente de la institución, aunado a la capacitación nacional e interna-
cional (Antenuci, 2021). Estos son aspectos en torno a los cuales se deben cons-
truir estrategias birregionales, tanto con regiones que han logrado avanzar más 
en este ámbito —como la Unión Europea—, como con aquellas regiones que se 
encuentran desarrollando estrategias para hacer frente a los nuevos retos de 
educación superior, como en el caso de la India y África, buscando encontrar 
alternativas de solución y cooperación mutua.  

 
 

6. Balance  
 

Los cambios en las necesidades formativas que surgen a raíz de la sociedad del 
conocimiento y la economía digital han generado que las instituciones educa-
tivas establezcan diferentes respuestas a fin de hacer frente a estos desafíos, lo 
cual ha llevado a la necesidad de impulsar la digitalización de la enseñanza uni-
versitaria. Según Arce-Moreira (2021) se justifica por los siguientes factores: 
1) los estudiantes actuales han nacido en el ecosistema digital del nuevo mile-
nio; 2) la revolución tecnológica ha incrementado la oferta y la calidad de la edu-
cación a distancia, lo cual implica que las universidades locales tengan que 
competir con la oferta formativa desarrollada por instituciones externas; 3) el 
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crecimiento exponencial de la información a través de las redes, y 4) estar in-
merso en la cuarta revolución industrial y el rol que tienen las universidades 
como generadoras de conocimiento y transferencia de este.  

A estos factores se suman los nuevos desafíos impuestos por la pandemia 
y la necesidad de limitar la pérdida de capital humano durante la crisis sanita-
ria. Por tanto, la pandemia ha visibilizado las enormes brechas estructurales 
que existen en la región en términos de conectividad, adopción de nuevas tec-
nologías y soluciones digitales, así como en el desarrollo de competencias y 
habilidades digitales, tanto de los docentes como de los estudiantes, que deben 
ser atendidas pronto para no continuar profundizando las desigualdades exis-
tentes. 

Pero, por otro lado, ha tenido un efecto positivo en el desarrollo de meto-
dologías de educación que venían siendo relegadas e incluso dejadas en un se-
gundo plano por muchas de las instituciones de educación superior, y vistas 
como un complemento de la enseñanza presencial, como es el caso de la edu-
cación virtual, metodología que ha permitido garantizar la continuidad de los 
aprendizajes en el actual contexto.  

Asimismo, los procesos de internacionalización de la educación superior 
se han visto fuertemente afectados en términos de movilidad estudiantil tradi-
cional, pero al mismo tiempo la pandemia está permitiendo rediseñar y repen-
sar las estrategias de internacionalización con un enfoque más integral e 
igualitario, capaz de mantener y potenciar el impacto positivo de los modelos 
existentes. Es ahí donde la virtualidad y la digitalización tienen un rol funda-
mental, por lo cual debe trabajarse a fondo en ambas dimensiones.  

En ese sentido, a través de este documento se ha buscado identificar y de-
terminar las principales características de las instituciones de educación supe-
rior, particularmente en sus procesos de internacionalización, los desafíos a los 
que tienen que enfrentarse como parte de la transformación digital impuesta 
por la pandemia y hacia dónde deben apuntar sus nuevas estrategias, para lo 
cual se esbozan algunas recomendaciones. Estas buscan contribuir al diseño de 
estrategias integrales para el futuro, y se sustentan en la promoción de mayores 
oportunidades y acceso para toda la población de los beneficios de la interna-
cionalización, por lo cual se insta a una mayor colaboración y cooperación entre 
las universidades de la región, el establecimiento de normativas nacionales y re-
gionales, así como el fortalecimiento de la formación docente, el desarrollo de 
nuevas metodologías de aprendizaje más colaborativas e interdisciplinarias, en-
tre otras. 
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1. Introducción: mejorar la vida urbana 
 

El planeta urbano es un fenómeno transversal, cuya dinámica y alcance están 
presentes en un número creciente de publicaciones, estudios y propuestas po-
líticas. Podemos afirmar, siguiendo a Sharpe (1970), que la ciudad es la unidad 
de medida para el diseño, la producción, la ejecución y la evaluación de las po-
líticas públicas por distintos motivos. Por su naturaleza geográfica, la concen-
tración urbana promueve economías de aglomeración, la calidad del mercado 
laboral, la amortización de infraestructuras, la difusión de ideas de innovación 
y producción económica o la mejora de las instituciones políticas. En la última 
década, pues, el estudio de las ciudades ha expandido su agenda de investi-
gación hacia nuevos modelos teóricos sobre desarrollo territorial, diplomacia 
urbana, perfil de los alcaldes, profesionalización de la dirección pública mu-
nicipal, impacto de género o desigualdad. 



En otra dimensión, la aglomeración urbana genera nuevas brechas de ac-
ceso a servicios educativos, oferta cultural o vida activa. Esta desigualdad rela-
cional impacta en el diseño de las políticas públicas, ya que los proveedores 
públicos y privados tienden a concentrarse en unos espacios concretos —por 
distintas razones económicas, de prestigio o tradición— y abandonar otros. Y 
aún quedan líneas de investigación por explorar para obtener resultados con-
cluyentes. En la próxima década, el coste de la vivienda, el fenómeno del em-
prendimiento, las dinámicas de la innovación (Burke y Gras, 2019), el transporte 
intermodal, el cambio climático, el auge de las ciudades medianas (frente a las 
megaurbes), el urbanismo con perspectiva de género, los efectos del cambio cli-
mático en la vida ordinaria o los efectos del teletrabajo ofrecen una agenda de 
estudios urbanos que no para de crecer. 

El presente trabajo tiene como finalidad examinar cómo 14 áreas urbanas 
han desarrollado sus estrategias de integración de la discapacidad ante el nuevo 
contrato social. En la práctica, en el escenario urbano, se pueden ensayar y eje-
cutar políticas eficaces, participativas y ciudadanas. Por eficacia, se entiende el 
ajuste de las medidas de integración acordes con los grupos sociodemográficos 
locales con algún tipo de discapacidad. No son medidas generalistas, sino re-
sultado de un contacto estrecho entre quienes demandan dichas medidas, los 
representantes políticos y la función pública. Son acciones, de corte local y cer-
cano, lo que estimula la dimensión participativa. Implicar a los interesados, a 
título individual o bien a través de colectivos sociales, ofrece mecanismos de 
influencia, persuasión y educación pública. Los movimientos asociativos, los 
foros, los encuentros o las juntas vecinales pueden vehicular demandas concre-
tas e integrar a los actores en las distintas fases de las políticas públicas. 

Arenilla y García (2013) plantean estos planes estratégicos en una dimen-
sión de innovación social, buena administración, transparencia, responsabili-
dad social y efectividad en la resolución de problemas contemporáneos. De este 
modo, es la ciudadanía quien influye en la acción política para integrarse en el 
marco de acción, mejorando los servicios públicos y la calidad institucional. No 
habrá capacidad para emprender estas reformas sin un liderazgo político de ca-
lidad (Lapuente, 2015; Jiménez Asensio, 2017). La propuesta encaja con la tipo-
logía de Diamond y Morlino (2004), quienes sostienen que la calidad se 
compone de elementos procedimentales, de contenido y de resultado de las po-
líticas públicas.    

En el actual proceso de transformación digital, las personas con discapa-
cidad merecen una atención preferente para la consecución de los tres objetivos 
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principales de esta política pública: 1) la autonomía individual, 2) la accesibili-
dad física y digital, y 3) la sensibilización social. Se trata, pues, de conocer y se-
ñalar buenas prácticas que sirvan a la constitución de políticas urbanas híbridas, 
pensadas a un tiempo para la vida natural y digital, no como una extensión o 
subproducto de políticas en activo. La ventaja geográfica física se sustituye por 
un compendio de acciones digitales para la reducción de las actuales brechas. 
Repensar las políticas urbanas con el ánimo de acelerar la integración social, 
digital e intelectual de las personas con discapacidad representa un desafío gi-
gante en línea con los grandes retos contemporáneos. Como otras políticas pú-
blicas de la era digital, la discapacidad requiere “trabajar en la imparcialidad, 
la rendición de cuentas, la auditoría (de las decisiones), la transparencia de la 
inteligencia artificial y las futuras generaciones de cambio tecnológico” (Mar-
getts et al., 2021: 5). 

Estamos en un momento crítico en la reconfiguración de la condición de 
ciudadanía, que permite reformar las estructuras organizativas, introducir nue-
vas métricas de integración, reducir las políticas sesgadas o discriminatorias, 
mejorar las oportunidades laborales y extender los servicios educativos. Repre-
senta un notable esfuerzo de redefinición política. Hacer “vida normal” no de-
bería ser otra cosa que ser capaces de ejercer el derecho a ser diferente en los 
espacios urbanos comunes (Soja, 1996). Cuando el 15% de la población mundial 
cuenta con alguna discapacidad reconocida (OMS, 2011), impulsar estas políti-
cas debería ser un eje de acción estratégico para promover sociedades más jus-
tas, más democráticas, más libres.  

En relación con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), la clave ur-
bana permite una interpretación más concreta y precisa sobre las políticas pú-
blicas que sostienen la retórica de la nueva agenda urbana. El ODS 11, “Lograr 
que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resi-
lientes y sostenibles”, debería estar presente en cualquier iniciativa de trans-
formación política, con especial atención a los públicos vulnerables. No es 
posible la sostenibilidad sin garantizar el acceso de las personas con discapaci-
dad a las políticas de vivienda, transporte, cultura, medio ambiente, espacio pú-
blico, zonas verdes o infraestructuras.  

Por su naturaleza multidimensional, el enfoque de “misión ciudad” que plan-
tea la Comisión Europea es acertado (2020). La misión articula las prioridades de 
política pública a través de distintos sectores para la consecución de un logro 
común, que afecta al modelo económico, político, tecnológico, social o ciudadano 
(Mazzucato, 2019). Esta iniciativa persigue que las transformaciones urbanas sean 
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sostenibles, saludables e inclusivas bajo el lema “2021-2027. Ciudades inteligentes 
y climáticamente neutrales”. La sostenibilidad implica desarrollar nuevas políticas 
públicas, implicar a todos los actores públicos y privados, dotar de recursos para 
la transformación y reformular las políticas con arreglo a criterios innovadores. 
Las fuertes inversiones privadas asociadas a la misión ofrecen un repertorio de ac-
ciones de investigación y proyectos de excelencia. En materia de discapacidad, la 
misión ciudad crea la oportunidad de figurar nuevos servicios adaptados de origen 
con acento especial en la integración social, la libertad individual, la seguridad o 
el diseño de servicios públicos. 

En suma, mejorar la vida urbana para las personas con discapacidad es un 
propósito transversal, con fundamento tecnológico y argumento político. El ca-
mino no ha hecho más que empezar. Compartir las buenas prácticas, evaluar 
las políticas públicas o exponer los testimonios de una decisión política son ins-
trumentos para la mejora de las políticas públicas urbanas que pueden imitarse y 
adaptarse a los contextos particulares con mayor facilidad y agilidad que los pla-
nes nacionales o supraestatales. Por este motivo es tan importante examinar la 
adopción de medidas políticas y sociales en la dimensión urbana. Sirva el presente 
estudio preliminar para señalar las buenas prácticas que lleven a un contrato so-
cial integrador y digital llamado a reducir las brechas sociales, cualquiera que sea 
su naturaleza1.  

 
 

2. Líneas de acción en el capital social, digital e intelectual 
 

2.1. Claves del capital social 
 

El capital social es resultado de las redes personales que cada individuo admi-
nistra para su desarrollo personal y emocional. En materia de discapacidad, la 

1  Nota metodológica. En este documento se recorren las prácticas y se detallan los ejemplos o modelos 
que permiten avanzar en la inclusión digital mediante una aproximación interpretativa a las políticas pú-
blicas. La lista de ciudades se detalla en la última página, pero no se atribuye una cita directa a los parti-
cipantes, que han sido entrevistados entre enero y julio de 2021 mediante un cuestionario predefinido y 
una guía semiestructurada. Los datos aquí recogidos sirven para pensar y perfilar las nuevas políticas pú-
blicas urbanas y digitales, pero no para que los actuales responsables rindan cuentas o se sientan señala-
dos. Antes al contrario, los entrevistados se han prestado a explicar los proyectos urbanos con el ánimo 
de compartir experiencias. Conscientes de sus carencias, son los entrevistados precisamente quienes 
pueden actuar como motores de transformación digital dentro de sus instituciones. Ojalá su pasión por 
una política urbana inclusiva sirva de ejemplo para otras muchas ciudades. 

[ 146 ]



ausencia de capital social se manifiesta en la exclusión activa o pasiva de la vida 
pública, el aislamiento, la baja visibilidad y el temor al estigma. La comunidad 
ciudadana, en su expresión digital, representa una oportunidad para afrontar 
un cambio sustancial para el desarrollo del capital social de manera específica 
para las personas con discapacidad. 

En A Coruña no existe un plan específico de atención a la discapacidad que 
incorpore de forma integral las necesidades sociales, políticas o laborales. Cada 
uno de los 28 servicios municipales ofrece una solución parcial, según las pro-
pias competencias asignadas. De este modo, se contratan servicios de atención 
a la discapacidad según la necesidad del proyecto en cuestión. El grado de or-
ganización influye en la sensibilidad de los responsables municipales, que res-
ponden a las peticiones o las solicitudes. La política municipal se efectúa a 
través de centros cívicos y bibliotecas, que expanden los servicios digitales para 
atender necesidades concretas que plantean las personas con discapacidad, las 
asociaciones o sus familiares. No existe un plan estratégico unitario, sino que 
se facilita la acción de los servicios sociales bajo demanda. Las oficinas muni-
cipales, a través del área de servicios sociales, identifican el colectivo discapa-
citado con otros públicos vulnerables, como las personas mayores o las 
dependientes. Para los tres públicos, se ha diseñado una acción para impulsar 
la alfabetización digital, aunque sea destinada sobre todo a las personas mayo-
res. La lección que se extrae consiste en que el activismo y la visibilidad de las 
demandas incrementa las partidas destinadas a colectivos vulnerables, cuando 
no existe una planificación específica de inclusión digital. Es el interesado quien 
debe subrayar su relevancia en los planes municipales. La acción más notable 
es la asistencia mediante el servicio de interpretación en lenguaje de signos 
tanto en el acceso a los registros públicos como en las campañas audiovisuales. 
Se valora dotar un presupuesto específico para la interpretación de las sesiones 
del pleno municipal. El proyecto de A Coruña aún está en fase de crecimiento. 
La pandemia de la COVID-19 ha revelado la necesidad de estar preparados y 
ha facilitado la concienciación en el seno municipal. Pretende sistematizarse la 
adaptación y la inclusión digital. 

En Barcelona, se plantea la acción municipal en internet y nuevos medios 
como un “distrito público sin delimitación física”. Este planteamiento procura 
reunir todos los servicios bajo el mismo paraguas, de modo que se reduce el 
coste de integración. Con el ánimo de apalancar los cambios de accesibilidad, 
estos se incorporan a los mecanismos de contratación pública. Se pretende que 
los aplicativos sean nativos digitales con perspectiva de discapacidad, de ma-
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nera que sirvan de correa de transmisión para mejorar las condiciones y natu-
ralizar la accesibilidad de la web y los servicios municipales. Representa un salto 
más en el uso de los estándares de accesibilidad, que suelen introducirse ex post. 

La ciudad de Buenos Aires interpreta la accesibilidad de la misma manera. 
La inclusión digital principia en el tratamiento de la información. Las webs son 
de fácil lectura, contienen pictogramas y se presentan en distintos formatos 
adaptados a los distintos recursos tecnológicos (redes sociales, mapas, aplica-
ciones). Se incluyen planes de formación para los empleados del municipio, lo 
que permite la tramitación de servicios por la vía digital (inscripción en regis-
tros, solicitud de visita de asuntos sociales, acceso a programas educativos y 
becas). La Comisión para la Plena Participación e Inclusión de las Personas con 
discapacidad (COPIDIS) administra el “certificado único de discapacidad”. El 
documento es la identificación de la persona con discapacidad y organiza los 
servicios disponibles (salud, transporte, sistema educativo). El aspecto cultural 
es relevante, ya que se identifican museos o lugares de interés cultural, parques, 
restaurantes o escuelas que cuentan con un grado de accesibilidad. 

En Asunción, la accesibilidad de la información es mejorable. Aún no se 
cuenta con una página web o unos servicios digitales unificados que permitan 
la distribución de información en condiciones propias de accesibilidad. La ver-
sión actual no permite la incorporación de nuevos lenguajes y formatos, por lo 
que se requiere voluntad política y presupuestos para impulsar el cambio. De 
hecho, no es un problema exclusivo del ayuntamiento, ya que las juntas muni-
cipales y las instituciones legislativas presentan las mismas carencias. La direc-
ción de comunicación de las áreas sociales promueve una cultura digital 
adaptada, pero su capacidad de influencia es limitada y hay margen para la me-
jora. Son áreas más pequeñas y con capacidad para realizar cambios, pero no 
se impulsan desde la cúspide de la institución municipal. En la actualidad, el 
área de difusión ensaya la creación de contenidos específicos en redes sociales 
(Twitter, Facebook), aunque los resultados de impacto son pobres. 

En Cali, la web municipal no es accesible con carácter general. Cumple con 
los principios de compatibilidad e interoperabilidad de los sistemas, pero no 
atiende necesidades específicas. Se ha optado por otro modelo que consiste en 
la creación de una segunda página de inicio que reúne los trámites y los servicios 
ofertados desde las entidades públicas. Así, es posible acceder al pago de tribu-
tos, administrar los actos notariales o judiciales, el acceso a los servicios de 
salud, los servicios bancarios o la gestión de los procesos participativos. Sin em-
bargo, la evaluación de los servicios durante la crisis sanitaria es negativa. Al 
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carecer de requerimientos específicos para la discapacidad, muchos de los ser-
vicios digitales quedaron parados o desatendidos. El actual modelo de gestión 
y administración de las políticas de discapacidad se fecha en 2012 y su enfoque 
no opera sobre la centralidad digital. Ofrece modelos y soluciones previos a la 
expansión de la vida digital y necesita una revisión profunda.  

La web principal de la ciudad de Lima presenta carencias de accesibilidad. 
La propia organización urbana dificulta la unidad de acción: cuenta con un al-
calde metropolitano, pero también con otros 42 alcaldes distritales con necesi-
dades y prioridades distintas. El propio urbanismo de la ciudad incrementa las 
diferencias entre distritos, ya que algunos cuentan con patrimonio histórico 
protegido que dificulta la acción arquitectónica para reducir las dificultades de 
movilidad y transporte. Las políticas de inclusión son una tarea asignada a la 
Gerencia de Medio Ambiente, cuya preocupación responde a las cuestiones ar-
quitectónicas y de diseño urbanístico. La cuestión de discapacidad y accesibili-
dad encuentra acomodo en la Gerencia de Desarrollo Social. En el ámbito de la 
inclusión digital, las diferencias son aún mayores, ya que cada servicio público 
o distrito cuenta con recursos distintos. En la municipalidad no rige el principio 
de accesibilidad por defecto, sino que depende de la disponibilidad presupues-
taria. Se plantea como objetivo disponer de webs accesibles, pero no parece 
plausible en el corto plazo. En el ayuntamiento son conscientes del peso del es-
tigma en el colectivo con discapacidad, por lo que se plantean como prioridad 
las acciones de sensibilización social, la formación de los empleados públicos 
y las campañas sociales. 

La ciudad de Bogotá cuenta con una organización administrativa orde-
nada. La Secretaría Distrital de Integración Social cuenta con una Subdirección 
para la Vejez y Proyecto de Discapacidad que administra los centros de atención 
y las redes de apoyo presencial o virtual. La estrategia se divide en dos líneas. 
En cuanto a los recursos materiales, la estrategia apuesta por la reducción de 
los costes de acceso, la entrega a grupos con recursos económicos escasos, am-
pliación de la cobertura para grupos con discapacidad e incremento de los dis-
positivos por familia. La segunda línea tiene que ver con la capacitación y la 
alfabetización digital. 

En Madrid, la Oficina de Accesibilidad centraliza las acciones de inclusión 
con un enfoque transversal. Plantea tres objetivos concretos que son los siguien-
tes: 1) la autonomía personal en el espacio público, 2) el impulso de las acciones 
de accesibilidad y 3) el apoyo de iniciativas de cualificación profesional y de sen-
sibilización social. 

[ 149 ]



En Bilbao, el ayuntamiento cuenta con un plan específico de legislatura con 
compromisos ligados a eliminar las barreras físicas, sensoriales y cognitivas. 
Para desarrollar este propósito no existe una oficina, sino que son varios los de-
partamentos municipales que participan en la consecución del objetivo: Bilbao 
Tik (empresa municipal tecnológica), las oficinas de Igualdad, Acción Social y 
Servicios y Calidad de Vida, la Concejalía de Obras, Planificación Urbana y Pro-
yectos Estratégicos, además de la propia alcaldía. Es, precisamente, esta última 
el área encargada del aseguramiento de una de las principales metas: la accesi-
bilidad web. En este sentido, la corporación participa también, a través de la 
mencionada oficina de alcaldía, en el Observatorio de Accesibilidad Web, de-
sarrollado por el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital 
del Gobierno de España, para el seguimiento y cumplimiento de la directiva eu-
ropea creada para el tema en cuestión.  

Santiago de Chile, por su parte, presenta algunas deficiencias en materia 
de transferencia de las competencias nacionales sobre discapacidad y acce-
sibilidad a nivel urbano. Después de la aprobación de la ley sobre discapacidad 
en 2010, se creó un organismo nacional (SENADIS), encargado de orientar 
todas las políticas relativas a esta materia, con el propósito de conferir acceso 
universal a todos los servicios, así como a programas de empleo. Sin embargo, 
la ciudad todavía no ha adquirido un papel de peso en este sentido, más allá 
de monitorear y controlar la accesibilidad de edificios y espacios públicos, 
pero sin estructuras municipales específicas organizadas para implementar 
estas medidas.   

En la ciudad de Cuenca, se ha creado el observatorio local de la discapaci-
dad, cuya misión es el estudio, la evaluación y la elevación de propuestas de tra-
bajo para la inclusión y la accesibilidad. Es un instrumento de acción política y 
social que complementa la actividad del consejo municipal de integración. 

La ciudad cántabra de Santander es, sin duda, una de las más avanzadas 
en materia de accesibilidad del contexto iberoamericano. En el año 2007, fue 
el primer ayuntamiento de España donde se creó un departamento destinado 
a la discapacidad y accesibilidad con la denominada Concejalía de Autonomía 
Personal. Actualmente, esta oficina dispone de tres personas que coordinan 
todas las acciones enmarcadas en diferentes planes que se dividen en seis áreas 
de trabajo y que se desarrollan de forma transversal junto a otras concejalías. 
Estas son: accesibilidad universal, información, sensibilización y digitalización, 
participación social, bienestar y calidad, vida independiente y, por último, igual-
dad e infancia.  
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2.2. Ejes para el desarrollo del capital digital 
 

El capital digital es aquel que permite adquirir competencias y desarrollar ha-
bilidades individuales para integrarse en la sociedad digital. Es la clave de bó-
veda de la integración profesional ante el creciente número de profesiones, 
mercados y servicios digitales. Sin ingresos estables ni empleo, no cabe la au-
tonomía personal. El capital digital presenta una segunda dimensión instru-
mental, que comprende la brecha digital (acceso, dispositivos, lenguajes) y la 
experiencia de usuario. Para atajar dichas carencias, se aboga por un diseño di-
gital que sea nativo para las personas con discapacidad y no uno que traduzca 
los servicios, una vez ideados y puestos en marcha. Como el urbanismo físico 
de transportes y movilidad, el digital requiere sus propias normas, no la adop-
ción a posteriori de medidas correctivas. 

En Buenos Aires, el capital digital se estructura sobre la entrega de dispositi-
vos o tabletas para colectivos vulnerables. Es el instrumento preferido para facilitar 
las condiciones de accesibilidad, porque garantiza unas condiciones tecnológicas 
previas a esta. Aunque cada individuo accede a la información según su propio 
modo, al menos, se cuenta con un dispositivo estandarizado. 

La provincia de La Pampa (Argentina) comparte modelo. Los planes de co-
nectividad tienen una fuerte orientación hacia las infraestructuras, incluyendo 
la entrega de una tableta o dispositivo móvil como puerta de entrada al mundo 
digital. No hay atención a la discapacidad sin conectividad y acceso al conoci-
miento. La inclusión digital forma parte del programa de gobernabilidad, que 
incluye entre los colectivos vulnerables a los menores, la tercera edad y las per-
sonas con discapacidad. Aborda las cuestiones educativas, pero se amplía la 
perspectiva para dar acceso por wifi en plazas públicas y otros espacios comu-
nes. La apuesta consiste en la creación de espacios conectados ante las dificul-
tades para desarrollar una infraestructura accesible y económica. Los 
denominados “puntos digitales” sirven como entorno para impulsar la capaci-
tación y el aprendizaje autónomo. Estos accesos son gratuitos y configuran una 
infraestructura tecnológica que permite desarrollar otros objetivos genéricos 
como son las herramientas digitales para la capacitación y la cualificación pro-
fesional, el desarrollo de un portal con fines educativos, y sumar cursos y capa-
citaciones en un único punto. Las medidas son positivas, pero se enmarcan en 
un marco general de actuación. 

En Cali, la ciudad se integra en el proyecto nacional Puntos Vive Digital, 
dispuesto por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunica-
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ciones. La iniciativa se dirige a públicos vulnerables con carácter general, pero 
no específico para los colectivos discapacitados. La discapacidad sí aparece en 
cursos generales de accesibilidad, participación e inclusión que se destinan a 
toda la población. La inclusión digital está rezagada respecto de otros asuntos 
sociales tales como la pobreza, las barreras al acceso en materia de educación 
o la empleabilidad. Todos los colectivos vulnerables encuentran acomodo en el 
diseño de la Secretaría de Bienestar Social, esto es, no cuenta con un despacho 
específico.  

En Bilbao, la empresa tecnológica municipal Bilbao Tik es la encargada de 
todo lo referente a inclusión digital con una estrategia orientada en torno a tres 
ejes. En primer lugar, con la extensión gratuita de internet a través de wifi, a todos 
los barrios de la población, así como al equipamiento digital de zonas de ocio con 
la finalidad de reducir al máximo la brecha digital. En segundo lugar, con la con-
solidación y normalización de la Administración electrónica mediante la incorpo-
ración progresiva de procedimientos, registros, trámites y gestión de documentos 
y firmas. Como tercer impulso, el desarrollo integral de Bilbao Smart City en aras 
de adaptar el entorno urbano a una nueva ciudadanía nativa digital.  

En Santiago de Chile, el organismo estatal SENADIS ha desarrollado algu-
nas aplicaciones para dispositivos móviles con el ánimo de identificar, a través 
de la geolocalización, lugares accesibles en la ciudad. Los ejemplos más signi-
ficativos son SIGA CHILE y Ciudad Fácil. El Museo de la Memoria y los Dere-
chos Humanos de Santiago también ha sido campo de pruebas para un 
experimento piloto. En las paredes de las salas, se encuentran colgadas tabletas, 
a disposición de los usuarios, con información audible sobre las obras de arte. 
El metro de la capital también ha sido objeto de testeo para la implantación de 
un sistema de identificación de salidas para invidentes, aunque sin mucho éxito.  

En el caso de Madrid, la capital española ha tratado de establecer un sis-
tema híbrido en materia de accesibilidad: atención personal en oficinas de in-
formación y desarrollo de servicios en línea. En cuanto al apartado digital, el 
transporte y la movilidad adquieren un rol primordial en una urbe cuya área 
metropolitana supera los seis millones de habitantes. La Empresa Municipal de 
Transportes (EMT) y el Metro de Madrid han establecido en la accesibilidad 
uno de los principales aspectos a desarrollar. En sus planos digitales y aplica-
ciones móviles han incorporado toda la información relativa a las estaciones 
adaptadas o han añadido información audible sobre todas las líneas y trayectos. 
La importancia del turismo para la ciudad también se ha dejado notar en la es-
trategia del consistorio y, de esta manera, dota a su página web de un apartado 
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exclusivo para accesibilidad con guías y planos que incorporan lugares adapta-
dos en su contenido.  

Desde hace años, Santander se ha posicionado, sobre el resto de España, como 
una ciudad puntera en el uso de la tecnología y en clara apuesta por el desarrollo 
de la smart city. En este ánimo de convertir el municipio en un entorno digital de 
referencia, la accesibilidad y la inclusión también han sido aspectos tenidos en 
cuenta, hasta el punto de contar con un área de trabajo específica (información, 
sensibilización y digitalización) con una batería de 10-12 medidas para trabajar en 
esta cuestión. La página web consistorial es totalmente accesible, incluida la in-
formación sobre accesibilidad y transporte. Actualmente, se está desarrollando 
una app personalizada para el ciudadano con todos sus datos, trámites y gestiones 
de carácter municipal, donde también se está trabajando para promover una ver-
sión accesible de la misma. El turismo es un sector primordial para la ciudad y ga-
rantizar su accesibilidad es un objetivo prioritario para el ayuntamiento. En este 
momento, la digitalización de los servicios turísticos es una tarea en proceso con 
el desarrollo de mapas en relieve y códigos QR. 

 
2.3. Elementos del capital intelectual 

 
Consiste en la capacidad para tomar decisiones informadas sobre aquellos as-
pectos que son determinantes en la vida personal. La participación política es 
la referencia recurrente, mediante el ensanche de la base electoral y la contri-
bución en estructuras organizativas (ayuntamientos, movimientos sociales, 
ONG, consejos, foros). En este plano cabe incluir el trato en el mercado laboral, 
la participación en redes de talento para acceder a mejores empleos, los incen-
tivos de las compañías para integrar la discapacidad en las políticas de empresa 
y otras medidas generadoras de prosperidad económica. Otras dimensiones ha-
bituales son las cuestiones de salud, cultura y educación, básicas en la autono-
mía individual. 

En Barcelona, el ayuntamiento tuvo que afrontar la organización del pro-
ceso electoral al Parlament (14 de febrero de 2021) en situación de pandemia. 
La preocupación en dicha situación es el desánimo por la participación. Si, en 
condiciones normales, la participación de las personas con discapacidad es 
menor que la media, en esta coyuntura, se temía por la baja votación. La res-
puesta de la Administración es sólida y sirve para otros municipios, ya que se 
han abierto nuevos puntos de votación a modo de colegios electorales que cum-
plen las normas de accesibilidad. Se identifican 129 nuevos para el acto de vo-
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tación. El acto individual es emancipador, pero requiere condiciones previas de 
acceso. Asimismo, el ayuntamiento creó un protocolo de recomendaciones para 
la jornada de votación, que incluía medidas de seguridad y acompañamiento 
para las personas con discapacidad. 

En Buenos Aires, las políticas de discapacidad se afrontan desde distintos 
ángulos. La Comisión para la Plena Participación e Inclusión de las Personas 
con discapacidad (COPIDIS) se ubica en el Ministerio de Desarrollo Humano y 
Hábitat, pero se mantienen relaciones estrechas con Obras Públicas, Transporte 
y Movilidad. El hecho de contar con capacidad legislativa dota a la ciudad de 
mejores condiciones para afrontar el contrato social con las personas discapa-
citadas. Así, se ha aprobado una regulación propia y adicional al código de edi-
ficación, lo que garantiza determinadas condiciones de accesibilidad. De modo 
transversal, se contacta con las unidades de mujer, educación, igualdad o ter-
cera edad. Este planteamiento persigue una visión global de la discapacidad. 
La accesibilidad, piedra angular de la política bonaerense, se ejecuta desde CO-
PIDIS, que conecta los distintos proyectos y necesidades. Asimismo, presta ser-
vicios de capacitación a otras instituciones de gobierno. En relación con la 
participación, las políticas de inclusión apuestan por el envío anticipado de in-
formación en condiciones de accesibilidad. Las reuniones con asociaciones o 
representantes vecinales se planifican de modo que los interesados obtengan 
la documentación conforme a la normativa. La COPIDIS reconoce que es un 
esfuerzo ímprobo y que no todos los servicios locales llegan al mismo nivel de 
cumplimiento normativo. 

La cuestión normativa aparece en la regulación de la ciudad de Lima. Las 
ordenanzas incluyen indicaciones concretas de accesibilidad para edificios, co-
mercios, servicios públicos y privados, de modo que se normaliza el trata-
miento. También se han impulsado iniciativas y talleres de formación específica 
en materia de discapacidad. 

En el caso de Asunción, la perspectiva de discapacidad y pobreza incre-
menta la brecha y las condiciones de aislamiento. Aunque no se cuenta con me-
dios específicos para afrontar esta doble condición de vulnerabilidad, se toma 
conciencia del problema. Está en proceso la creación de una secretaría nacional 
para el desarrollo de políticas de accesibilidad, que aspira a mejorar la práctica 
pública y el diálogo con las organizaciones. 

En la ciudad de Lima, rige la legislación nacional y la autoridad del Consejo 
Nacional para la Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS). Es la 
autoridad principal, pero carece de una visión unitaria de la discapacidad. Cada 
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cuestión (social, urbana, comercial) o tipo de discapacidad ofrece un repertorio 
distinto; la ciudad reclama una respuesta más sistematizada para poder cumplir 
y hacer cumplir la ley. La inclusión digital ha conseguido romper una cierta di-
námica de “asunto privado”. La discapacidad se entendía como una particula-
ridad, pero no como un asunto que afecta a todos los miembros de la familia. 
El programa Lazos que transforman vidas educa a más de 300 familias en las 
relaciones personales y la vida cotidiana, cuando uno de los miembros presenta 
una discapacidad. Ha roto este muro de silencio para visibilizar las dificultades. 
En un segundo momento, se trabaja la cuestión laboral, la inclusión de estos co-
lectivos en ofertas de trabajo, capacitación y redes de empleabilidad. El muni-
cipio tiene previsto impulsar una aplicación móvil para el registro individual y 
detallado que complete la ficha de empadronamiento. En la actualidad, la in-
formación del colectivo está desagregada, lo que impide desarrollar políticas 
públicas uniformes. 

En Bogotá, la Secretaría Distrital cuenta con el Proyecto Discapacidad. La 
acción sirve para identificar los espacios potenciales de conexión (nodos digi-
tales de acceso gratuito, relación con socios, acompañamiento), impulso de la 
formación pública y privada (reuniones mensuales con asociaciones y repre-
sentantes del colectivo), reuniones con aliados públicos y privados (Fundación 
Saldarriaga Concha, Fundación Telefónica) y ejecución de los programas. Este 
programa es el más detallado de cuantos hemos visto en Iberoamérica. 

El proyecto Coruña Dixital promueve la creatividad y la cultura tecnoló-
gica. Ha puesto el foco en la inclusión para la mejora de las competencias digi-
tales. Esta iniciativa público-privada ofrece una buena práctica, que consiste en 
el mapeo e identificación de las áreas y organizaciones sociales que promueven 
la inclusión digital. De este modo, se señalan las carencias y se proponen líneas 
de actuación convergentes, se da entrada a actores públicos y privados, se co-
necta con la universidad y se generan oportunidades de empleabilidad. Se han 
identificado servicios que estaban menos atendidos, en vez de diseñar una pla-
nificación ex ante. Este mecanismo reactivo (responsive) permite la atención a 
necesidades específicas, la virtualización de servicios o la colaboración con aso-
ciaciones, por ejemplo, en materia de alfabetización digital. Durante la pande-
mia, el proyecto se ha intensificado. 

En Galicia, la Rede Museística da Deputación Provincial de Lugo, que in-
cluye el Museo Provincial de Lugo, el Museo Provincial do Mar, el Museo For-
taleza de San Paio de Narla y el Museo Pazo de Tor, ha impulsado diversos 
proyectos para promover la accesibilidad de las personas con discapacidad a la 
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cultura en la provincia. Desde 1999, la dirección de la red actúa con la convic-
ción de convertir el Museo Provincial de Lugo en un espacio de reivindicaciones 
para hacer, de estos centros, lugares inclusivos y accesibles al patrimonio cul-
tural. Esta forma de gestionar la red supuso un cambio en Lugo para poner a las 
personas en el centro de las acciones, a veces, contrarias a la normativa con el 
fin de hacer los lugares históricos protegidos accesibles a las personas con dis-
capacidad. Con una idea fundamental: más allá de las barreras visibles, también 
existen las “rampas mentales”, las que no se ven y son las más determinantes 
para lograr la integración de las personas con discapacidad. 

Además, desde esta red de museos han apostado por la empleabilidad de 
las personas con discapacidad. Una persona ciega total es educadora cultural y 
ostenta una jefatura encargada de la gestión de todos los mediadores (auxiliares 
de sala) de dos museos. Se encarga de diseñar las visitas inmersivas para intro-
ducir al público en exposiciones y visitas que compagina con talleres multica-
nales, presencialmente y en línea. Con la pandemia tuvo que adaptarse a 
desarrollar su trabajo de forma telemática para desarrollar su gestión digital-
mente. Entre las diferentes iniciativas de esta red museística, muchas de ellas 
se orientan a la inclusión, a veces con apoyo en la digitalización y otras veces 
no, pero procurando sacar oportunidades de cada dificultad. Destaca el taller 
Fotografía a Ciegas para personas invidentes con diferentes niveles educativos, 
que nació de la necesidad de hacer “sentir” las obras fotográficas a algunos em-
pleados que debían transmitir el significado de las obras en guías y auto-guías. 
Desarrollaron también una guía de autonomía personal para que cualquier per-
sona con discapacidad pudiera acceder al museo incluso en los momentos ini-
ciales, en los que este no era accesible. 

Desde hace 22 años, se han desarrollado más de 1500 actividades dedicadas 
a públicos especiales. Su labor ha sido reconocida con el premio de COGAMI 
(Confederación Gallega de Personas con Discapacidad) 2020 a la mejor iniciativa 
institucional por la capacidad de respuesta que han tenido para trabajar en línea 
durante la pandemia, acercando el museo a todos los públicos a través de herra-
mientas digitales (especialmente, WhatsApp y Facebook), y con la participación 
de toda su plantilla formada también por varias personas con discapacidad.  

En la ciudad de Cuenca, el proyecto Acércate se ha diseñado para reducir 
la brecha digital en problemas definidos en la relación con la Administración. 
Se identifican las gestiones y trámites que son complejos para personas con al-
guna discapacidad y carencias en materia de alfabetización digital. En concreto, 
se conceden citas previas o se administra la petición del ingreso mínimo vital. 
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Es un proyecto transversal, que conecta distintas concejalías para ubicar a la 
persona discapacitada en el centro de la atención. Tiene presencia constante el 
área de movilidad y transportes, así como los centros sociales. Entre las pro-
puestas de mejora, el ayuntamiento reconoce carencias en el grado de accesi-
bilidad de la web municipal.  

En Madrid, la Oficina de Accesibilidad trabaja y planifica junto al CERMI, 
el Comité de Entidades Representantes de Personas con Discapacidad en la de-
nominada Mesa de la Accesibilidad de la Ciudad de Madrid. En consonancia 
con CERMI, se ofrecen servicios fundamentales basados en tres pilares: crear 
conciencia en los servicios públicos a través de Línea Madrid (plataforma trans-
versal de atención al cliente en diferentes canales), accesibilidad física con es-
pecial atención a la eliminación de barreras en la ciudad y en el ámbito 
doméstico, así como accesibilidad cognitiva centrada en facilitar lectura y pro-
visión de sistemas de señalización y pictogramas. Además, el carácter unipro-
vincial de la Comunidad de Madrid dota de cierta peculiaridad a esta urbe que, 
para evitar el solapamiento de competencias, requiere de una estrategia colec-
tiva donde prime la participación de plataformas ciudadanas, ONG y otros 
agentes en comisiones que han de definir líneas de actuación muy concretas.  

Bilbao tiene en su Carta de Valores del ayuntamiento una punta de lanza 
para el desarrollo de políticas públicas de este cariz. El pleno del ayuntamiento 
aprobó por unanimidad el texto que identifica un mínimo común denominador 
de valores individuales y colectivos como seña de identidad a mantener, prote-
ger y desarrollar por la ciudad, sus dirigentes y habitantes. Entre estos valores, 
se encuentran la diversidad y la inclusión entendidas como el respeto entre las 
personas con independencia de su orientación sexual, cultura, religión o capa-
cidad funcional. También con el compromiso de reconocer, dar visibilidad y fo-
mentar la participación e inclusión de todos los sectores que componen la 
sociedad. El consistorio diseñó este documento fruto de un proceso de partici-
pación y consenso entre concejalías, partidos políticos, sindicatos, empresas, 
entidades sociales y diferentes colectivos.  

Aunque no a nivel municipal, Santiago y el organismo SENADIS desarro-
llan en Chile una labor de cooperación para el desarrollo de políticas públicas 
sobre discapacidad junto a diferentes organizaciones. En el ámbito laboral, exis-
ten diferentes programas de inclusión para fomentar la contratación de perso-
nas con discapacidad y que las empresas desarrollen programas que den 
visibilidad y “normalicen” la discapacidad. Asimismo, el propio SENADIS tam-
bién establece relaciones con las confederaciones empresariales chilenas, el 
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Ministerio de Trabajo y la Organización Internacional del Trabajo para tratar 
temas como la inclusión laboral, la accesibilidad web y la formación a través de 
cursos, seminarios o webinars. El reto será, por tanto, conocer si estos procesos 
tienen aplicación y transferencia a nivel urbano.  

Santander define su estrategia sobre accesibilidad en los diferentes planes 
que se han creado periódicamente desde 2011. En la actualidad, el ayunta-
miento trabaja en el tercer plan desde 2020. Estos proyectos se establecen en 
función de medidas que, posteriormente, son evaluadas en base a indicadores. 
En la última versión, se diseñó con encuestas, entrevistas individuales y colec-
tivas con diferentes personas, entidades y organizaciones del sector. Esta siem-
pre ha sido una máxima de trabajo desde la corporación: la cooperación con los 
agentes de su entorno. Así pues, se han desarrollado diferentes programas y ac-
tuaciones a fin de promover no solo eventos, sino también la contratación junto 
a organizaciones como Cruz Roja, Fundación Axia, el CERMI o asociaciones 
de síndrome de Down.  

 
 

3. Nuevas realidades digitales y urbanas en la era pos-COVID-19 
 

La comparación reciente de las diferentes políticas públicas sobre accesibilidad 
digital en las ciudades de Latinoamérica ha dejado claros dos aspectos impor-
tantes para entender el nuevo escenario tras la COVID-19.  

Por un lado, la necesidad de fomentar un auténtico concepto del “vivir” di-
gital en el siglo XXI. La época de confinamientos masivos y cuarentenas pobla-
cionales ha mostrado que la tecnología puede desarrollar potentes herramientas 
que permiten a los ciudadanos comunicarse instantáneamente con sus seres que-
ridos a pesar de la distancia. En este sentido, el smartphone es el dispositivo por 
antonomasia. Sin embargo, la brecha digital todavía es un obstáculo que se antoja 
difícil de superar, al menos, en un periodo corto de tiempo. El alcance de internet 
y sus redes de conexión todavía no se han extendido a toda la población, espe-
cialmente, en las zonas rurales y las pequeñas poblaciones a pesar de los conti-
nuos esfuerzos desde las instituciones.  

La alfabetización digital avanza de forma lenta. Los sectores más envejecidos 
de la sociedad distan mucho de alcanzar un conocimiento digital que les permita 
realizar todos sus trámites y gestiones, con solvencia, a través de la red. Los jóve-
nes, calificados repetidamente como nativos digitales, dominan perfectamente 
el lenguaje de las redes sociales, crean contenido para las mismas y son fervientes 
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consumidores de plataformas de vídeo bajo demanda o en streaming. No obstante, 
todavía encuentran dificultades a la hora de desenvolverse frente a la Adminis-
tración pública en línea, ya sea de carácter local o estatal. No todos disponen de 
identificación o firma electrónica o no están formados en su descarga y uso ade-
cuado. Este desconocimiento ha provocado una ralentización de los procesos ad-
ministrativos durante la pandemia y supone uno de los principales retos para 
construir los nuevos cimientos de la ciudadanía digital.  

En este nuevo entorno que ha de centrar sus esfuerzos en la digitalización, 
las grandes ciudades y las regiones se aproximan a una nueva configuración ur-
bana pospandemia. Florida et al. (2021: 3) presentan este panorama en “cuatro 
fuerzas” que pueden liderar la citada transformación: 

 
• “Cicatriz social”: el miedo que se ha apoderado de los ciudadanos podría em-

pujarlos a evitar las grandes aglomeraciones y, por tanto, a vivir separados 
unos de otros. Este fenómeno podría influir notablemente en las elecciones 
sobre dónde vivir, cuándo y cómo viajar, y el hecho de compartir espacios pú-
blicos podría afectar a la viabilidad económica de algunos negocios.  

 
• En materia laboral, el teletrabajo se ha consolidado como una alternativa que 

ha venido para quedarse entre las compañías que tienen en la tecnología su 
piedra central. En lo educativo, el remoto es una realidad para la enseñanza 
universitaria, aunque el proceso es lento y complicado para la primaria y un 
poco menos para la secundaria. En lo comercial, la compra de productos para 
su entrega a través del delivery o las nuevas formas de interacción han cam-
biado la manera en que el ciudadano interactúa a través de herramientas di-
gitales. A pesar de ello, existen signos que indican que la interacción a 
distancia no ha venido para quedarse definitivamente y hay voluntad para vol-
ver al face to face en el escenario urbano. 

 
• Ahora, pues, existe la necesidad de asegurar que la nueva arquitectura urbana 

se ha adaptado a las nuevas condiciones que entraña el riesgo climático y, 
como se ha apreciado, el riesgo sanitario. Las infraestructuras públicas y pri-
vadas del futuro precisan de espacios que garanticen la distancia de seguridad 
y buenas condiciones de higiene, tal y como sucedió previamente con el cólera 
en el siglo XIX. Los espacios más recientes no podrán quedarse atrás, y tendrán 
que adaptarse a los nuevos patrones de configuración en los que el espacio y 
la distancia son primordiales.  
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• Las modificaciones, mencionadas anteriormente, que afectan al diseño de los 
espacios urbanos exteriores e interiores se conservarán durante los próximos 
tiempos. Por lo menos, estarán presentes en la configuración de las ciudades 
hasta que la amenaza de una nueva crisis sanitaria se haya extinguido o, por 
el contrario, se mantendrá simplemente porque los ciudadanos se han adap-
tado y disfrutan de esta nueva forma de vivir en comunidad.  

 
Como afirman Florida et al., el progreso de las transformaciones dependerá del avance 
de la pandemia y su resolución a través del proceso de vacunación. Sin embargo, se-
ñalan tres consecuencias directas que darán forma a un escenario primigenio: 

 
• La normalización del trabajo en remoto generará, progresivamente, una bre-

cha salarial considerable entre los trabajadores de alta formación y los emplea-
dos en servicios y entregas, de medio-bajo sueldo. Los nuevos usos digitales 
reducirán el tiempo empleado por el ciudadano para realizar actividades como 
comprar en la calle, y ocupar el centro de las ciudades para pasar más tiempo 
en casa y en grandes zonas residenciales y comerciales. 

 
• La preeminencia de la ciudad no se verá afectada, pero cambiarán sus funcio-

nes. Los espacios públicos para el comercio y los centros de trabajo darán paso 
a nuevas plazas para eventos culturales y lugares de reunión donde el peatón 
y la bicicleta serán el centro de la acción. Asimismo, el desplazamiento de los 
ciudadanos para vivir en los barrios periféricos residenciales proporcionará a 
los jóvenes la oportunidad de obtener alquileres más asequibles en el centro. 

 
• Sin embargo, y a pesar de las nuevas alternativas urbanas que se presentan 

ante la sociedad pospandemia, las grandes urbes continuarán teniendo el pro-
tagonismo habitual por su poder como centros de poder económico en detri-
mento de áreas rurales y pequeñas poblaciones.  

 
Una vez expuesto lo anterior, la discapacidad se plantea como un desafío más 
sobre el que reflexionar ante la configuración de un nuevo modelo urbano y di-
gital. En el planteamiento arquitectónico pospandémico, la apuesta por los 
grandes espacios públicos abiertos y con garantías de distancia supone una 
oportunidad para dar cabida a calles y plazas adaptadas a personas con movili-
dad reducida. La apertura del centro de la ciudad a vías peatonales más amplias, 
y menos concentradas por el desplazamiento vecinal a la periferia, representa 
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una buena noticia para atender las necesidades de todas aquellas personas con 
diversidades funcionales. En cuanto a la digitalización, desde el punto de vista 
de la inclusión, el proceso puede ser entendido desde una perspectiva doble. 
Por un lado, puede entrañar una oportunidad para tomar parte de la corriente 
y sentar las bases para que la Administración municipal incluya, de manera 
efectiva, a las personas con discapacidad en el centro de sus nuevos objetivos 
digitales. Por otro lado, tal y como se explica al inicio de este apartado, la falta 
de entendimiento entre la Administración, sus plataformas y los usuarios/ciu-
dadanos a nivel en línea, podría ocasionar que las instituciones priorizaran aten-
der otras estrategias digitales antes que la inclusión de la discapacidad. Como 
consecuencia principal, la brecha seguiría persistiendo y aumentando de ma-
nera que los colectivos más desfavorecidos quedarían, cada vez, más aislados.  

 
 

4. Diez recomendaciones sobre políticas digitales e inclusivas 
 

1. La ciudad es la unidad de medida de la innovación en gestión pública. Por su 
proximidad y relación más directa con el ciudadano, se trata del espacio en el 
que las normas, las reformas y el cambio afectan de manera natural e inmediata 
a la vida de las personas. Para afrontar el nuevo contrato social en la era digital, 
la ciudad es el entorno de referencia a escala iberoamericana.  
 
2. Las políticas urbanas digitales reformulan la conceptualización del derecho 
a la ciudad. Los nuevos derechos deben comprenderse desde las tres dimensio-
nes propuestas: capital social, digital e intelectual. Ensayar y ejecutar políticas 
eficaces, participativas y ciudadanas representa un reto para los municipios que 
deben hacer una apuesta decidida por la tecnología en su implementación.  
 
3.  Los colectivos vulnerables reclaman su derecho a ser diferentes en el espacio 
urbano, bien para asuntos laborales, de ocio o, incluso, para el entretenimiento. 
En aquellas ciudades en las que la participación se organiza, crece la capacidad de 
influencia en las políticas urbanas. La acción digital permite priorizar demandas 
concretas e integrar a todos los actores en las distintas fases de la política pública. 

 
4. La transformación digital es el vehículo que acelera la reducción de las brechas 
en tres grandes ejes: otorga autonomía individual a los involucrados, facilita la ac-
cesibilidad física y digital y, además, estimula y promueve la sensibilización social.  
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5. En perspectiva internacional, las ciudades se han convertido en campo de ac-
ción para promover los Objetivos de Desarrollo Sostenible, de forma individual 
o a través de una estrategia colectiva. En este sentido, habrá que fiscalizar el ac-
ceso de las personas con discapacidad a las políticas de vivienda, transporte, 
cultura, medio ambiente, espacio público, zonas verdes o infraestructuras.  
 
6. El éxito de las políticas urbanas depende de la capacidad para configurar un 
plan estratégico unitario en base a acciones y medidas concretas, evaluadas a 
través de indicadores. Los servicios sociales que se ocupan de la discapacidad 
no pueden disgregarse por función o área, sino que deben estructurarse con un 
solo objetivo: ubicar a la persona con discapacidad en el centro de cada decisión 
pública. El municipio digital ha de ser concebido como un distrito único sin nin-
gún tipo de barrera.  
 
7. La inclusión digital ha de otorgar un papel protagónico a la accesibilidad. No 
se trata de traducir unos textos ni adaptarlos al lenguaje de signos, sino de re-
configurar la comunicación y dotar de infraestructura a los colectivos con dis-
tintas necesidades. Pensar los servicios y aplicarlos a los nativos digitales 
naturaliza el lenguaje y la relación con el grupo social. 
 
8. La digitalización es un mecanismo para la gestión del conocimiento munici-
pal y asociativo, claves del capital social. Sirve al activismo y a la visibilidad de 
las demandas. Los colectivos con mayor capacidad de acción pueden incremen-
tar las partidas de inclusión digital. 
 
9. La digitalización incrementa las oportunidades laborales, la cualificación 
profesional y el acceso a programas educativos específicos. Ante el creciente 
número de profesiones, mercados y servicios digitales, el capital digital es di-
ferencial en la creación de oportunidades para el colectivo. 
 
10. El capital intelectual refleja la vida digital. La creatividad y la cultura tecno-
lógica extienden el significado de la participación política y administrativa, la 
gestión de la salud, el acceso a la cultura o la autonomía digital. La Administra-
ción debe encaminarse a establecer una relación digital más efectiva con el ciu-
dadano. Existe una necesidad que ha de ser cubierta mediante la formación y 
la alfabetización del individuo en el uso de la tecnología.  
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5. Conclusiones 
 

El presente estudio ha evidenciado una necesidad existente en América Latina y Es-
paña: todavía queda mucho camino por recorrer en materia de accesibilidad e inclu-
sión digital. Existe, desde el gobierno de las grandes ciudades, la voluntad de trabajar 
para alcanzar los valores presentados por el ODS 11 y establecer sus emplazamientos 
como “inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles”. Sin embargo, se antoja necesario 
establecer algunas líneas comunes para desarrollar proyectos en este sentido. Aquí 
radica la importancia de establecer alianzas y relaciones de cooperación entre grandes 
ciudades, regiones e, incluso, entre ciudades más pequeñas (Santander es un ejemplo 
significativo), cuyo campo de acción puede servir para compartir experiencias y mo-
delos en las grandes urbes.  

La digitalización es todavía un campo con amplio margen de mejora, no solo en 
accesibilidad, también en otros aspectos de la conexión entre el ciudadano, la sociedad 
y la Administración pública ya sea de carácter local, regional o estatal. En esta direc-
ción han de establecerse algunas pautas para el diseño de las nuevas estrategias di-
gitales. La formación y la alfabetización de la población han de jugar roles centrales 
para el avance de la ciudadanía moderna. Desde la educación primaria hasta la se-
cundaria, se deben incluir programas y materias que contribuyan a reducir la brecha 
digital y fomenten e incentiven, a los llamados nativos, a realizar sus gestiones en 
línea con independencia de sus capacidades funcionales. 

La ciudad se asienta sobre una nueva configuración en la era pospandémica. El 
diseño de los lugares públicos ha variado hacia una ordenación urbana que apuesta 
por la gestión del espacio y de la distancia interpersonal. Este cambio de tendencia 
representa una oportunidad para las personas con discapacidad a la hora de remodelar 
la disposición de las vías en los municipios. Ahora, la adaptación de los emplazamien-
tos a las necesidades específicas se anticipa menos compleja y, por tanto, su posterior 
“volcado” al terreno digital también requerirá de un proceso mucho más sencillo.   

Como punto final y clave de este escrito, se han introducido una serie de reco-
mendaciones a modo de decálogo con la intención de ofrecer a cualquier municipio, 
con independencia de su tamaño y características urbanísticas, experiencias para 
una aplicación correcta de políticas públicas en materia de inclusión digital.  

 
Listado de áreas urbanas estudiadas 
  
Ciudades: A Coruña (Galicia, España), Asunción (Paraguay), Barcelona (Cata-
luña, España), Bilbao (País Vasco, España), Bogotá (Colombia), Buenos Aires 
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(Argentina), Cali (Colombia), Cuenca (Castilla-La Mancha, España), Lima 
(Perú), Madrid (Comunidad de Madrid, España), Santander (Cantabria, Es-
paña) y Santiago de Chile (Chile). 
Provincias: La Pampa (Argentina) y Lugo (Galicia, España). 
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1. Introducción 
 

La transformación digital se ha convertido en un imperativo estratégico en las 
agendas de la sociedad en general y de las organizaciones en particular (Singh y 
Hess, 2017). En los últimos años, pocos temas han despertado tanto la atención de 
empresas, individuos e instituciones como el de la transformación digital. Un con-
cepto amplio y transversal que puede ser abordado desde múltiples perspectivas: 
tecnológica, económica o empresarial, social e incluso política. Su gran potencial 
para impulsar la innovación y el desarrollo de las sociedades cobra especial rele-
vancia este año marcado por la pandemia provocada por la COVID-19, que ha in-
crementado, si cabe todavía más, su protagonismo en la vida cotidiana, en tanto 
que ha pasado a considerarse parte fundamental de los mecanismos utilizados por 
las empresas y los Estados para posibilitar la tan deseada recuperación económica. 

1 En esta investigación han participado: Freddy Coronado Martínez, Universidad de Chile (Chile); 
Rogério João Lunkes, Universidad Federal de Santa Catarina (Brasil); Fabricia Silva da Rosa, Univer-
sidad Federal de Santa Catarina (Brasil); Nikola Petrović, Universidad Pontificia Universidad Católica 
del Ecuador (Ecuador) y Zoraida Ramírez Gutiérrez, Universidad del Cauca (Colombia). Además han 
colaborado, en labores de soporte técnico: Diana Manzanet Guillamón, Desmarca Marketing Global 
Corporation, S.L. y Manuel Ramos Moure, becario de colaboración del Departamento de Economía 
Financiera y Contabilidad de la Universidad de Vigo.
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La transformación digital es un reto que deben afrontar en la actualidad 
los gestores de la mayoría de las empresas y, en especial, las que ya están esta-
blecidas o consolidadas. Tal y como sostiene Rogers (2016, 308), “la transfor-
mación digital no trata solo de introducir nuevas tecnologías, sino de plantear 
nuevas estrategias”. Efectivamente, las empresas se enfrentan a desafíos estra-
tégicos importantes cuando se plantean transformarse digitalmente, ya que 
conlleva repensar nuevos modelos de negocio, estructuras organizativas, rela-
ciones colaborativas y/o procesos comerciales.  

Para llevarlo a cabo, las empresas necesitan desarrollar capacidades diná-
micas que les permitan crear, implementar y transformar rápidamente sus mo-
delos de negocio y seguir siendo competitivas en la economía digital emergente 
(Karimi y Walter, 2015). A pesar de que ya existen algunas investigaciones sobre 
cómo crear o construir estas capacidades dinámicas (Teece, 2007), todavía hay 
pocos estudios que analicen las distintas habilidades, procesos, procedimientos 
y sistemas que sustentan su desarrollo. Por todo ello, y siendo conscientes de 
la contribución que en este proceso de cambio estratégico pueden aportar los 
sistemas de control de gestión (SCG), el objetivo de este trabajo es evaluar su 
impacto en la transformación digital de las organizaciones, es decir, la influen-
cia que los SCG pueden desempeñar sobre el efecto positivo que ejercen las ca-
pacidades dinámicas en el éxito de los procesos de transformación digital. 

El proyecto se ha organizado en dos fases: fase de diseño y fase de ejecución. 
En la fase de diseño el objetivo ha sido construir el modelo teórico, definir las va-
riables del estudio y preparar toda la documentación base necesaria, compuesta 
por el cuestionario que ha sustentado el trabajo de campo y las bases de datos que 
han conformado la muestra de organizaciones objeto de estudio. Una vez cubierta 
la fase de diseño se ha ejecutado el estudio empírico correspondiente, llevando a 
cabo el trabajo de campo y el análisis e interpretación de los datos obtenidos.  

Este documento, por tanto, se ha estructurado en dos grandes secciones, 
la primera dedicada a los resultados obtenidos en la fase de diseño y la segunda 
al análisis de los datos obtenidos en la fase de ejecución. 

 
 

2. Fase de diseño 
 

La fase de diseño, desarrollada entre enero y marzo de 2021, se ha llevado a cabo 
en cuatro etapas. En la primera se ha construido, en base a la literatura previa, el 
modelo teórico, se han delimitado las variables involucradas en el mismo y se han 



planteado las hipótesis a testar. En la segunda, se ha realizado un estudio Delphi 
para definir una de las variables involucradas en el estudio, las funciones que de-
bería tener en una organización el perfil conocido por Chief Digital Officer 
(CDO). En la tercera, se ha confeccionado el cuestionario que ha sustentado, en 
la fase de ejecución del proyecto, el trabajo de campo. En la cuarta y última etapa, 
se han seleccionado las poblaciones para la obtención de la muestra de organiza-
ciones objeto de estudio que ha conformado nuestra base de datos. A continua-
ción, se exponen los resultados obtenidos en cada una de estas etapas. 

 
2.1. Etapa 1: modelo propuesto, variables e hipótesis del estudio 

 
Modelo propuesto 

 
Tomando como base trabajos previos en la literatura de sistemas de información, 
capacidades dinámicas y transformación digital (Karimi y Walter, 2015; North et 
al., 2019; Warner y Wäger, 2019; Sousa-Zomer et al., 2020), se ha construido el mo-
delo teórico base de las hipótesis a contrastar en este proyecto (véase Figura 1).  

 
FIGURA 1. Modelo teórico: relación entre los SCG, las capacidades dinámicas  

digitales y el éxito de la transformación digital 

Por un lado, se asume que la adopción de SCG favorece el mantenimiento de la efi-
ciencia en el uso de los recursos y capacidades organizativas, pero, por otro, se pue-
den generar rigideces que podrían inhibir las capacidades dinámicas fundamentales 
en un proceso de transformación digital (Warner y Wäger, 2019). Es por tanto rele-
vante determinar cuáles son los usos de SCG más adecuados para favorecer el éxito 
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de la transformación digital en función de cada una de las capacidades dinámicas 
digitales que las organizaciones inmersas en dicho proceso deben desarrollar.  

En este modelo introducimos, además, dos variables moderadoras: los va-
lores digitales (inspirada de Henri, 2006) y el rol del líder de la transformación 
digital (CDO), figura que en la literatura de sistemas de información empieza a 
tener relevancia en estos procesos (Singh et al., 2020; Tumbas et al., 2017). 
Ambas juegan un papel moderador entre los usos de los SCG, específicamente 
los vinculados a las palancas de control de Simons (1995) y las capacidades di-
námicas digitales (Warner y Wäger, 2019).  

 
Variables del estudio 

 
A continuación, se describen las variables incluidas en el modelo teórico defi-
nido en el apartado anterior: SCG, capacidades dinámicas digitales, funciones 
del CDO, valores digitales y éxito de la transformación digital. 

 
a) Sistemas de Control de Gestión (SCG) 
 
Los conceptos contabilidad de gestión (o sistemas contables de gestión) y sistemas de 
control de gestión (SCG) se usan a veces indistintamente. Sin embargo, contabilidad 
de gestión se refiere a aquellas prácticas contables como son los presupuestos o el 
cálculo de costes de producción, mientras que sistemas de control de gestión se refiere 
más bien al uso sistemático que las empresas realizan de la información elaborada 
por la contabilidad de gestión para lograr algún objetivo (Chenhall, 2003). Por lo 
tanto, sistemas de control de gestión es un concepto más amplio que engloba el tipo 
de uso que las empresas realizan de los distintos SCG, así como otro tipo de contro-
les, como son los personales o controles de clan (Chenhall, 2003). El concepto SCG 
es el que se utiliza a lo largo de este documento. 

Anthony (1988) define los SCG como los sistemas a través de los cuales los di-
rectivos influyen en los miembros de la organización para implantar estrategias. Si-
mons (1987) acota esta definición afirmando que son las rutinas o procedimientos 
formales basados en la información que los directivos usan para mantener y alterar 
los patrones en las actividades de la organización. También pueden definirse como 
el conjunto de técnicas o prácticas de gestión que proporcionan información a los 
directivos para la toma de decisiones y el control (Chenhall y Langfield-Smith, 
1998). Más recientemente, otros autores señalan que los SCG son un conjunto de 
mecanismos utilizados por ejecutivos y empleados con el propósito general de fa-
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cilitar la consecución de los objetivos de la organización al influir en el comporta-
miento y el desempeño de las personas (Malmi y Brown, 2008). 

En cualquier caso, lo importante no es solo concretar la definición de estos 
sistemas, sino establecer cómo se usan en las empresas. Al respecto Simons 
(1995) asegura que, pese a que las empresas cuentan con herramientas similares 
o casi idénticas desde el punto de vista técnico o de diseño, las utilizan de forma 
muy diversa. Tal y como han demostrado diversos autores (Bedford, 2015; 
López et al., 2016), un mismo sistema de control utilizado de diferentes formas 
tiene implicaciones radicalmente distintas, por lo que, tan importante como la 
existencia de estos SCG es entender sus estilos de uso (Bisbe, 2006). En defini-
tiva, se afirma que, más que el estudio de las técnicas de control de gestión, lo 
que realmente es importante es comprender sus usos y su impacto en la soste-
nibilidad y en el rendimiento de las empresas (Simons, 1995). 

El marco teórico de las palancas de Simons (1995) es el más utilizado en los 
estudios que analizan la influencia de los SCG en los procesos de innovación. 
Es por ello que en este trabajo se adopta la clasificación de este autor, que iden-
tifica cuatro palancas de control: sistema de creencias, sistema de límites, SCG 
diagnóstico (SCGd) y SCG interactivo (SCGi) (véase Figura 2). 

 
FIGURA 2. El modelo de las Palancas de Simons (1995) 

Fuente: Bisbe (2006: 180). 

 
El sistema de creencias se define como “el conjunto explícito de definiciones 

organizacionales que los altos directivos comunican formalmente y refuerzan 
sistemáticamente para proporcionar valores básicos, propósitos y dirección 
para la organización” (Simons, 1995: 34). Sirven para inspirar, orientar y motivar 
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el comportamiento mediante el uso de conceptos amplios cargados de valores 
(Mundy, 2010), lo que permite a los empleados participar en acciones espontá-
neas y adaptarse a las condiciones comerciales cambiantes, de acuerdo con los 
valores transmitidos (Henri, 2006). 

El sistema de límites determina lo aceptable y lo rechazable en la empresa, 
es decir, define la estrategia de participación de los individuos en la organiza-
ción y sus límites. Es un sistema burocrático a partir del cual se establecen nor-
mas o procedimientos comunes. Es un sistema coercitivo cuando se traspasan 
los límites, pero también supone una guía útil para la gestión, ya que tal y como 
describe Simons (1995: 39), “delimita el área de lo aceptable en el marco de la 
actividad estratégica para los miembros de la organización”. El sistema de lími-
tes actúa en oposición al sistema de creencias porque comunica las acciones 
que los empleados deben evitar, mientras que este último potencia los compor-
tamientos que se esperan de ellos.  

Los sistemas de control de gestión diagnóstico (SCGd) son el medio de retroali-
mentación formal de la información que se utiliza para evaluar y hacer seguimiento 
de los objetivos de una organización (Simons, 1991). El uso diagnóstico de los SCG 
se basa en procesos cibernéticos programados y en la gestión por excepción, para 
establecer pautas de acción correctivas. Los sistemas de control diagnóstico uti-
lizan la información contable interna, los planes de negocio o presupuestos para 
vigilar las acciones de la organización y corregir desviaciones sobre los estánda-
res de rendimiento preestablecidos. Este uso está asociado a los SCG tradicio-
nales, basados en procesos como el establecimiento de estándares, medición, 
comparación, toma de acciones correctivas, así como análisis de informes para 
detectar desviaciones e interpretar aquellas más significativas. Por su propia na-
turaleza, el uso diagnóstico prioriza el control, la eficiencia y la explotación de 
los recursos y competencias existentes. Es un uso orientado a la consecución de 
resultados en el corto-medio plazo.  

Los sistemas de control de gestión interactivo (SCGi) son el medio formal uti-
lizado por los directivos para involucrar, personal y regularmente, a los subor-
dinados en los objetivos de la organización (Simons, 1995), para centrar su 
atención en las incertidumbres estratégicas y para incentivar el desarrollo de 
nuevas iniciativas. Los SCGi potencian el aprendizaje organizacional y las res-
puestas creativas a los cambios en el entorno. Cualquier SCG se convierte en 
interactivo cuando centra su enfoque en los intereses de la dirección y en el fo-
mento de la acción y el aprendizaje (Simons, 1995). Los gerentes pueden usar 
los SCGi para brindar retroalimentación que ayude a las personas a aprender, 

[ 172 ]



desarrollarse, construir nuevas ideas y, finalmente, mejorar sus capacidades 
creativas. El uso interactivo potencia la exploración del entorno, la generación 
de ideas y el aprendizaje organizativo. Es un uso orientado al control de los pro-
cesos a medio-largo plazo. 

La evidencia sugiere que existen múltiples relaciones interdependientes y 
complementarias entre los cuatro sistemas de control. La interacción de los cua-
tro SCG —creencias, límites, diagnóstico e interactivo— ayuda a la organización 
a manejar las tensiones organizacionales: entre un enfoque a corto o a largo plazo; 
entre el logro de metas predecibles o la búsqueda de nuevas oportunidades o entre 
un enfoque orientado a resultados o al aprendizaje organizativo. Estudios previos 
muestran que los problemas a controlar predecibles y estructurados requieren he-
rramientas de uso diagnóstico y de límites, mientras que los problemas que son 
más abiertos y que necesitan aprendizaje y creatividad deberían afrontarse con 
enfoques interactivos y de creencias. En conclusión, la tensión dinámica entre to-
dos ellos puede explicar el mayor o menor rendimiento de los procesos de inno-
vación (Bisbe y Malagueño, 2015; Mundy, 2010).  

 
b) Capacidades dinámicas digitales 
 
La transformación digital difiere de otras formas tradicionales de cambio es-
tratégico en la manera en que la tecnología acelera la velocidad de cambio, re-
sultando en una mayor volatilidad, complejidad e incertidumbre. La irrupción 
permanente de nuevas tecnologías y su ritmo de evolución hacen que el fo-
mento de las capacidades dinámicas adquiera una dimensión estratégica, tanto 
para la organización como para el individuo.  

El desarrollo de las capacidades dinámicas está asociado a la creación, im-
plementación y transformación de modelos de negocio que permitan mantener 
la relevancia en la nueva economía digital (Karimi y Walter, 2015). Es funda-
mental para las compañías inmersas en un proceso de transformación digital 
potenciar sus capacidades dinámicas, no únicamente adaptando los modelos 
de negocio, sino impulsando la innovación y la colaboración con otras empre-
sas, entidades e instituciones (Teece, 2007) para una verdadera integración di-
gital capaz de generar riqueza y oportunidades.  

La teoría de las capacidades dinámicas, en el contexto de la transformación 
digital, ha permitido delimitar qué capacidades se deben fomentar para abordar 
con éxito los procesos de transformación digital, proponiendo, en concreto, tres: 
digital sensing, digital seizing y digital transforming (Warner y Wäger, 2019; North 
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et al., 2019). Digital sensing, que hemos denominado “exploración digital” en es-
pañol, se refiere a la capacidad de descubrir y obtener información externa rele-
vante y a las rutinas y procesos que permiten analizarla, procesarla, interpretarla 
y comprenderla. Digital seizing, que denominamos “asimilación digital”, implica 
la capacidad de adaptar el conocimiento externo de tal manera que se pueda com-
binar con el conocimiento interno existente. Digital transforming, que hemos tra-
ducido como “consolidación digital”, representa la capacidad de aplicar el 
conocimiento transformado en las operaciones de la organización. 

La literatura existente sobre capacidades dinámicas ha identificado una serie 
de prácticas, procesos y rutinas (microfoundations) que facilitan el desarrollo de las 
capacidades dinámicas en una organización (Teece, 2007). Entender qué prácticas 
empresariales (microfoundations) favorecen dicha capacitación es importante para 
los gestores de una organización. El presente estudio pretende analizar la influencia 
de los SCG en el desarrollo de las capacidades dinámicas digitales.  

 
c) Funciones del Chief Digital Officer (CDO) 
 
La literatura soporta la importancia de esta nueva figura en los procesos de trans-
formación digital (Tumbas et al., 2017; Earley, 2017; Singh et al., 2020). La presencia 
de este perfil reforzará el efecto positivo de los SCG en el desarrollo de las capaci-
dades dinámicas, en tanto que el CDO aporta, entre otras, una visión agregada y 
estratégica de todas las iniciativas digitales en curso y concilia los valores organi-
zativos existentes con las innovaciones digitales introducidas en la empresa. 

Muchas organizaciones han introducido este nuevo rol de liderazgo en sus 
equipos directivos. Sin embargo, el rol del CDO aún es de reciente implantación 
y todavía no está bien definido. En la práctica se observa que el rol del CDO sig-
nifica cosas diferentes dependiendo de la organización en la que trabaje. Por 
ejemplo, algunas organizaciones enfatizan su rol estratégico siendo facilitado-
ras del cambio empresarial asociado con la transformación digital. En otras, sus 
responsabilidades son más tácticas, e implican liderar una variedad de iniciati-
vas y proyectos digitales específicos. Mientras que en otras se encargan de lide-
rar la innovación de productos y servicios, estableciendo un nexo de unión entre 
diferentes funciones, por lo general del departamento de IT y marketing, pero 
también con las de otros departamentos como el desarrollo de productos, co-
municaciones, operaciones, etc. 

Dada la novedad de la temática, si bien para el resto de las variables invo-
lucradas en este estudio existen propuestas testadas en trabajos científicos pre-
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vios, la medición de la variable “funciones del CDO” todavía no cuenta en la li-
teratura con una propuesta convenientemente validada. Esta circunstancia nos 
obligó a llevar a cabo un estudio Delphi, en el que, a través del consenso de va-
rios expertos, fuera posible delimitar con rigor cómo evaluar esta variable, lo 
que constituye una primera contribución de este trabajo, pues ha supuesto ade-
más la oportunidad de ser pioneros en el establecimiento de un instrumento de 
medida adecuado para su evaluación (véase epígrafe 2.2.). 

 
d) Valores digitales 
 
Siguiendo a Henri (2006), estos se definen como valores de flexibilidad asociados 
a la transformación digital, es decir, vinculados a la espontaneidad, al cambio, a 
la apertura, a la adaptabilidad y a la capacidad de respuesta de la organización 
en la era digital. Los valores digitales se basan en la capacidad de adaptación y en 
la disposición para lograr el crecimiento, la innovación y la creatividad en un en-
torno de transformación digital. Así mismo, promueven controles laxos e infor-
males, canales de comunicación abiertos y laterales en torno a la digitalización 
facilitando el efecto positivo de los SCG, en concreto del sistema de creencias, 
en el desarrollo de las capacidades dinámicas digitales. 

Los valores digitales se observan cuando se está dispuesto a asumir riesgos 
ante los nuevos desafíos digitales, se comparte el compromiso con la innovación 
y el desarrollo digital, se considera importante disponer de recursos para afron-
tar los desafíos digitales y se asume por tanto que resulta esencial hacer frente 
a los nuevos retos digitales. 

 
e) Éxito de la transformación digital 
 
Siguiendo a Teece (2007), la teoría de las capacidades dinámicas identifica las fuen-
tes a través de las cuales una empresa obtiene ventajas competitivas a lo largo del 
tiempo. Así, a través de ellas una empresa puede evitar la condición de beneficio 
cero que resulta cuando empresas homogéneas compiten en un mercado perfec-
tamente competitivo. Las empresas valorarán que el proceso de transformación di-
gital está teniendo éxito si las expectativas depositadas en este se están cumpliendo 
y ello deberá reflejarse en la mejora de su posición competitiva, de sus resultados 
financieros, el incremento del valor de la empresa para los socios, accionistas y/o 
inversores y la mejora de imagen de la empresa para los diferentes grupos de interés 
(proveedores, clientes, accionistas, trabajadores, etc.).  
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Hipótesis del estudio 
 

La hipótesis principal planteada en este estudio establece que los SCG inter-
vienen en el éxito de la transformación digital a través de su influencia en el 
desarrollo de las capacidades dinámicas digitales. Su formulación es la si-
guiente: 

 
H0. Los SCG afectan al éxito de la transformación digital a través de su influencia en 
las capacidades dinámicas digitales. A partir de esta hipótesis principal, se establece 
una relación sobre cada uno de los diferentes usos de los SCG y las tres “capacidades 
dinámicas digitales” planteando una serie de subhipótesis adicionales: 
 
H1.1. El énfasis que las empresas ponen en el sistema de creencias se asocia positi-
vamente con todas las capacidades dinámicas digitales (sensing, seizing y transfor-
ming). 
 
H2.1. El énfasis que las empresas ponen en el sistema de límites se asocia positiva-
mente con las capacidades dinámicas digitales de seizing y transforming. 
 
H3.1. El énfasis que las empresas ponen en el sistema de control de gestión in-
teractivo se asocia positivamente con las capacidades dinámicas digitales de 
sensing y seizing. 
 
H4.1. El énfasis que las empresas ponen en el sistema de control de gestión diagnós-
tico se asocia positivamente con la capacidad dinámica digital de transforming. 

 
Si además consideramos las variables moderadoras funciones del CDO 

y valores digitales, entonces las cuatro subhipótesis anteriores se verían afec-
tadas por estas (incrementando o reduciendo la relación), de tal manera que 
las relaciones entre los SCG y las capacidades dinámicas digitales serán más 
fuertes en presencia de valores digitales y funciones relevantes adscritas al 
CDO.  

Las cuatro subhipótesis (H1, H2, H3, H4) implican, de facto, el estableci-
miento de una prioridad sobre qué usos pueden ser los más adecuados para 
impulsar una determinada capacidad dinámica digital, no implicando nece-
sariamente que el resto de usos afecten en sentido contrario el desarrollo de 
la misma.  
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2.2. Etapa 2: estudio Delphi  
 

El método Delphi es una técnica que se utiliza en un proceso de comunicación 
grupal para obtener el consenso de un grupo de expertos sobre un tema com-
plejo (Nowack et al., 2011; Antcliff et al., 2013). 

En el contexto del presente estudio, se utilizó esta técnica con el objetivo 
de validar la medición de una de las variables del modelo “funciones del CDO”, 
relativa a las habilidades, capacidades, tareas y responsabilidades de la figura 
del Chief Digital Officer (CDO). Es decir, se utilizó la técnica Delphi para iden-
tificar, según el punto de vista de los expertos en transformación digital, las fun-
ciones clave de este nuevo rol. 

Para la aplicación de la metodología Delphi se llevaron a cabo dos rondas 
de consulta (Nowack et al., 2011; Antcliff et al., 2013). A continuación, se des-
cribe el proceso seguido y los resultados obtenidos. 

 
Cuestionario Delphi 

 
En la primera ronda se presentó a los expertos un total de 43 ítems que cons-
tituían posibles funciones de este responsable (véase Anexo 1). La delimitación 
de estas funciones se basó en los trabajos de Tumbas et al. (2017), Earley (2017) 
y Singh et al. (2020).  
 
Panel de expertos 
 
Fueron invitados a participar 22 expertos en transformación digital. El criterio 
para su elección fue que fueran profesionales en ejercicio (no se consideraron 
perfiles académicos) y que se estuvieran implantando procesos de transforma-
ción digital en sus organizaciones. Todos ellos están vinculados a empresas de 
primer nivel de diversos sectores económicos y son responsables de TIC, res-
ponsables de negocio y/o transformación digital. 

El primer contacto con los participantes se realizó telefónicamente para 
presentarles el estudio y explicarles la metodología Delphi. Después se les envió 
mediante correo electrónico el enlace al cuestionario Delphi utilizando la pla-
taforma Alchemer (software específico para la realización de encuestas). Se creó 
para cada uno de los participantes un enlace personalizado al cuestionario para 
así identificar las respuestas de cada usuario y poder realizar la segunda ronda 
del Delphi. 
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Primera ronda del Delphi 
 
En la primera ronda del Delphi, se les pidió a los expertos que evaluaran su 
grado de acuerdo o desacuerdo en relación con los 43 ítems incluidos (véase 
Anexo 1). Esta evaluación se realizó a través de una escala Likert de 1 a 5, donde 
1 era completamente en desacuerdo y 5 completamente de acuerdo. 

La primera ronda tuvo una duración de 25 días (del 23 de febrero al 19 de 
marzo de 2021) y participaron 14 expertos. La tasa de respuesta de esta primera 
ronda fue del 63,6%. 

Una vez finalizada la primera ronda, se analizaron los resultados. Para ello, se 
agruparon las respuestas en dos categorías: valoración 1 y 2 de la escala Likert (estar 
en desacuerdo) y valoración 4 y 5 (estar de acuerdo). Se consideró consenso cuando 
al menos el 75% de los expertos respondieron sobre un ítem estar de acuerdo o estar 
en desacuerdo. Se alcanzó consenso de acuerdo en 27 ítems (véase Anexo 1). Así, 
los 16 ítems restantes pasaron a ser evaluados de nuevo en la segunda ronda. 

 
Segunda ronda del Delphi 
 
En la segunda ronda del Delphi, para cada uno de los 16 ítems sin consenso, se 
mostró cuál fue la respuesta de la mayoría de los expertos y cuál fue su respuesta 
personal. Se solicitó que modificaran su respuesta si lo estimaban oportuno.  

Esta segunda ronda tuvo una duración de 8 días (del 22 al 30 de marzo de 
2021) y participaron los 14 expertos de la primera ronda. La tasa de respuesta 
de esta segunda ronda fue del 100%. De los 16 ítems evaluados en la segunda 
ronda, solo uno de ellos alcanzó consenso de acuerdo (véase Anexo 1). 

 
Priorización de ítems 
 
Con el objetivo de delimitar la medición de la variable funciones del CDO, se 
mantuvieron aquellos ítems que obtuvieron un consenso mayor al 90%, es 
decir, un total de 9 ítems (véase Anexo 1). 
 
2.3. Etapa 3: elaboración del cuestionario  
 
La tercera etapa consistió en la preparación del cuestionario base de este estu-
dio. Este cuestionario es el medio a través del cual se va a obtener la información 
necesaria de las organizaciones que conformarán la muestra de este trabajo y 
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que se desarrolla en epígrafes posteriores. Esta etapa se ha llevado a cabo du-
rante los dos primeros meses de trabajo, de enero a febrero de 2021. 

El cuestionario incluye un bloque destinado a captar los datos demográfi-
cos generales de la organización y del encuestado. El resto de los bloques con-
tienen los diferentes ítems que permiten evaluar las variables incluidas en el 
modelo a testar en este estudio (véase la Figura 1).  

La delimitación de los ítems incluidos en el cuestionario se realizó en dos 
fases. En la primera se confeccionó una primera versión, en base a la literatura 
previa (como se ha explicado en el apartado Variables del estudio) y los resultados 
obtenidos del estudio Delphi (véase epígrafe 2.2). En la segunda fase, se llevó a 
cabo un test previo, utilizando de nuevo la plataforma Alchemer, en el que par-
ticiparon 13 expertos2 en el área, quienes emitieron su opinión sobre las diversas 
cuestiones que debían mejorarse. 

 
2.4. Etapa 4: preparación de las bases de datos  

 
La base de datos está constituida por organizaciones españolas y colombianas. 
Todas las entidades que conformarán la muestra son organizaciones que se 
encuentran inmersas, en un grado u otro, en procesos de innovación en los 
que participan tecnologías digitales disruptivas que favorecen la transforma-
ción digital. 

La parte de la muestra correspondiente a organizaciones españolas se ob-
tuvo de las pertenecientes al Consorcio Red Alastria3, de una campaña a través 
de LinkedIn, y de llamadas y correos electrónicos en los que se solicitaba la co-
laboración a empresas cuyos datos se extrajeron de la base de datos SABI4.  

La parte de la muestra correspondiente a empresas colombianas se obtuvo 
a partir de las empresas pertenecientes a los Centros de Transformación Digital 

2  Los expertos fueron seleccionados en base a dos criterios: perfil profesional especializado en con-
trol de gestión (10 en total) o perfil profesional especializado en investigación dentro del área del 
control de gestión (3 en total).
3  Se firmó, el 1 de febrero de 2021, un acuerdo de colaboración entre la Universidad de Valencia (a la que 
pertenecen dos miembros del equipo de trabajo) y el Consorcio Red Alastria. El Consorcio Red Alastria es 
una entidad sin ánimo de lucro que se define como comunidad promotora de redes e infraestructuras dis-
tribuidas (Blockchain). Su objetivo fundamental es crear una comunidad integrada por todo tipo de orga-
nizaciones públicas y privadas, con el objetivo de favorecer la implantación, estandarización, protección 
y utilización de las tecnologías Blockchain tanto a nivel nacional como internacional. 
4  SABI (Sistema de Análisis de Balances Ibéricos) es una herramienta Web elaborada por INFORMA en 
colaboración con Bureau Van Dijk, que permite manejar sencilla y rápidamente la información general 
y cuentas anuales de más de 2,7 millones de empresas españolas y más de 800.000 portuguesas.
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Empresarial-CTDE5. Esta parte se completó con una búsqueda de empresas a 
partir del contacto en LinkedIn, aplicando exactamente los mismos criterios 
que la búsqueda en España.  

 
 

3. Fase de ejecución: metodología  
 

La fase de ejecución comprende todo el trabajo de campo realizado entre mayo y 
julio de 2021 para la recopilación de la información que conformará la base de 
datos final con la información y opiniones de las organizaciones que respondie-
ron. Los resultados que se recogen en este informe son, por tanto, los de las en-
cuestas cubiertas en su totalidad hasta el 19 de julio de 2021. Un porcentaje 
bastante alto de respuestas no se incluyen en este informe, ya que hubo un nú-
mero elevado de encuestados que inició el cuestionario, pero no lo finalizó. Como 
se puede ver en la Figura 3, el porcentaje de los encuestados que sí completaron 
el cuestionario en su totalidad ascendió a casi el 61% en España y el 65,4% en Co-
lombia. Se perdieron casi 200 observaciones de aquellos que abandonaron el 
cuestionario sin llegar al final. Contamos, por tanto, con 337 observaciones en la 
muestra final, sobre las que sustentamos los siguientes epígrafes. 

 
FIGURA 3. Número de respuestas y grado de finalización del cuestionario 

Fuente: Elaboración propia. 

5  Se ha contactado con los CTDE a través de la Asociación Iberoamericana de Control de Gestión (AICO-
Gestión), entidad a la que pertenecemos todos los miembros del equipo. Los CTDE obedecen a una estra-
tegia de MinTIC, MINCIT e iNNpulsa Colombia en alianza con las principales cámaras de comercio y 
gremios empresariales, cajas de compensación e instituciones de educación superior que tiene como obje-
tivo acompañar a las pymes en su proceso de transformación digital mediante la apropiación táctica de tec-
nologías, como una estrategia de largo plazo, que les ayudará a mejorar su productividad y competitividad. 
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3.1. Población, muestra y obtención de datos  
 

La base de datos se configura a partir de una única muestra en la que se recogen 
organizaciones españolas y colombianas. Todas las entidades que integran la 
muestra son organizaciones de al menos 10 trabajadores.  

El proceso de recopilación de datos se llevó a cabo en varias fases que se 
fueron sucediendo en función del grado de respuesta obtenido. No se procedió 
del mismo modo en España que en Colombia, pero sí de forma bastante similar.  

A continuación, se resume el trabajo realizado para obtener respuestas en 
España. En primer lugar, se procedió a firmar un convenio con el Consorcio Red 
Alastria. Este está integrado por 554 entidades pertenecientes a diversos sectores, 
desde el sector educativo hasta el financiero, tanto público como privado. Alas-
tria, en un primer momento, procedió a difundir el cuestionario a través de su 
envío en dos newsletters y, con posterioridad, como la tasa de respuesta fue baja, 
se difundió a través de WhatsApp, siempre desde la sede del consorcio a los aso-
ciados, puesto que la ley de protección de datos impedía el contacto directo de 
los investigadores con los asociados.  

Debido al insuficiente número de respuestas obtenidas (el objetivo eran 200 
y se disponía de 9), se extrajo de la base de datos SABI la relación de empresas 
españolas de más de 10 trabajadores. Tres investigadores españoles y un becario 
vinculado —con una beca de colaboración del Ministerio de Educación y For-
mación Profesional— al departamento de Economía Financiera y Contabilidad 
de la Universidad de Vigo, se empezó a escribir y llamar a las empresas para so-
licitar de forma más personalizada que contestaran al cuestionario. Eso incre-
mentó considerablemente la tasa de respuesta. 

En paralelo y desde el inicio del proyecto se contrató a la empresa Des-
marca Marketing Global Corporation, S.L. (en adelante Desmarca) que imple-
mentó el cuestionario en línea utilizando la herramienta Alchemer y que lo 
difundió fundamentalmente a través de una búsqueda en LinkedIn de personas 
cuyo puesto de trabajo fuera director de información o TI (CIO), director de tec-
nología (CTO) o director digital (CDO), y cuya organización actual fuera una 
empresa establecida con sede en España con más de 10 empleados.  

Por su parte, los contactos con empresas colombianas se realizaron, en pri-
mer lugar, a través de la investigadora colombiana del equipo, quien contactó 
con los Centros de Transformación Digital Empresarial-CTD. Los CTDE co-
lombianos comprenden 3.300 entidades pertenecientes a diversos sectores, de 
las cuales 1.300 se encuentran actualmente transformadas digitalmente y el 
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resto están en proceso de transformación digital. La tasa de respuesta fue ex-
tremadamente baja. Estos esfuerzos no dieron los frutos esperados, pues nin-
guna empresa del consorcio se unió a la propuesta. En paralelo, se completó la 
muestra de empresas colombianas con una búsqueda desde LinkedIn aplicando 
los mismos criterios que los utilizados en la búsqueda en España. Los resultados 
fueron mucho más pobres que en nuestro país.  

Así que, ante la escasísima tasa de respuesta colombiana, se procedió a con-
tratar a tres investigadores del país para hacer el trabajo de campo desde allí. 
Esta acción dio muy buenos resultados, pues la tasa de respuesta se incrementó 
considerablemente, igualándose a la alcanzada en España. 

Todos estos esfuerzos permitieron que contactásemos con un total de 534 
empresas que iniciaron el cuestionario de las que finalmente se pudieron obte-
ner 337 respuestas válidas; cuestionarios completos. Del total de respuestas, 250 
se consiguieron a través del contacto directo con empresas, 78 a través de Lin-
kedIn y 9 a través de asociaciones vinculadas a temas de transformación digital.  

 
TABLA 1. Desglose de respuestas 

 
Fuente: Elaboración propia. 

3.2. Medición de las variables  
 
De las cinco variables principales del estudio, tres se definieron en base a la li-
teratura previa, y dos fueron desarrolladas específicamente para este trabajo 
(CDO y éxito de la transformación digital): 

 
• Sistemas de control de gestión 
• Capacidades dinámicas digitales 
• Chief Digital Officer 
• Valores digitales 
• Éxito de la transformación digital 

España Colombia Total

Alastria España/CTDE colombianos 9 0 9

LinkedIn 74 4 78

Contactos directos 82 168 250

Total cuestionarios válidos 165 172 337
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Sistemas de control de gestión (SCG) 
 

Cada elemento o ítem del cuestionario se refiere bien a un uso diagnóstico o in-
teractivo, o bien a sistemas de creencias o límites.  

La formulación de los ítems vinculados con los usos diagnóstico e interactivo 
se inspiró en referencias académicas previas (Henri, 2006; Widener, 2007; Bisbe 
y Malagueño, 2015; Naranjo, 2016; Gómez-Conde et al., 2019). Se pidió a los en-
cuestados que indicaran su opinión respecto al uso que el equipo directivo de su 
empresa realizaba de los SCG en base a una escala Likert de 5 puntos, donde 1 es 
nada y 5 es mucho. En la Tabla 2 pueden verse los ítems utilizados. 

 
TABLA 2. Ítems utilizados para evaluar el tipo de uso  

diagnóstico vs interactivo de los SCG 
 

 
 
Fuente: Elaboración propia. 

 
Para la formulación de los ítems relacionados con los sistemas de creencias y 
límites, los cuales están mucho menos desarrollados en la literatura, nos servi-
mos de los trabajos de Simons (1995), Widener (2007), Bisbe y Malagueño (2015) 
y Naranjo (2016). Se pidió a los encuestados que indicaran en una escala Likert 

Variable Ítem Descripción de ítem

SCG 
Diagnóstico

SCGd1 Para supervisar los resultados.

SCGd2 Para controlar el grado de cumplimiento de los objetivos.

SCGd3 Para comparar los resultados reales con los esperados.

SCGd4 Para revisar indicadores clave.

SCG 
Interactivo

SCGi1 Para posibilitar el debate en reuniones entre superiores, 
subordinados y compañeros.

SCGi2 Para permitir el debate continuo sobre resultados, datos relevantes 
y planes de acción.

SCGi3 Para proporcionar una visión común de la organización.

SCGi4 Para desarrollar un vocabulario común en la organización.

SCGi5 Para permitir centrarse en los problemas que afectan a toda la 
organización.

SCGi6 Para coordinar entre sí las distintas unidades de la organización.
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de 5 puntos —desde 1, que es nada hasta 5, que es mucho— en qué medida esta-
ban de acuerdo con las afirmaciones que describían su organización. Se ven los 
ítems a continuación, en la Tabla 3. 

 
TABLA 3. Ítems utilizados para evaluar los sistemas de creencias y de límites 

 
 
Fuente: Elaboración propia. 

 
Capacidades dinámicas digitales 

 
Para evaluar las capacidades dinámicas digitales de las organizaciones, este 
estudio utilizó el modelo de Warner y Wäger (2019). Los encuestados indica-
ron en qué grado estaban de acuerdo con las afirmaciones destinadas a eva-
luar la existencia de estas capacidades en sus empresas. Se utilizó una escala 
Likert de 5 puntos que va desde 1, totalmente en desacuerdo, hasta 5, totalmente 
de acuerdo. Este marco también se inspiró en Teece (2007), el cual fue igual-
mente utilizado en los trabajos de Vial (2019), Li y Liu (2014) y North et al. (2019). 
Se ilustra en la Tabla 4. 

Variable Ítem Descripción de ítem

Sistemas  
de 
creencias

Cre1 En la misión de la organización se comunican claramente los valores 
fundamentales a los empleados.

Cre2 Los altos directivos comunican los valores fundamentales  
a los empleados.

Cre3 Los empleados son conscientes de los valores fundamentales  
de la organización.

Cre4 La misión de la organización inspira a los empleados.

Sistemas  
de 
límites

Lí1 Nuestra organización tiene un código de conducta para definir  
el comportamiento apropiado de los empleados.

Lí2 El código de conducta informa a nuestros empleados sobre los 
comportamientos que están fuera de los límites.

Lí3 Nuestra organización tiene un sistema que comunica a los empleados 
los riesgos que deben evitarse.

Lí4 Los empleados conocen el código de conducta de la organización.
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TABLA 4. Ítems utilizados para evaluar las capacidades dinámicas digitales 
 

 

Fuente: Elaboración propia.
 

Exploración digital (Digital sensing)

Se1 Busca tendencias digitales.

Se2 Localiza a los competidores digitales.

Se3 Identifica tendencias digitales orientadas al cliente.

Se4 Analiza las oportunidades digitales detectadas.

Se5 Interpreta futuros escenarios digitales.

Se6 Formula estrategias digitales.

Se7 Establece rutinas que facilitan una visión digital a largo plazo.

Se8 Establece rutinas que promueven una actitud emprendedora.

Se9 Establece rutinas que fomentan una mentalidad digital.

Asimilación digital (Digital seizing)

Si1 Crea rápidamente una propuesta viable (producto mínimo viable).

Si2 Utiliza una metodología ágil para desarrollar nuevos modelos de negocio o productos.

Si3 Dispone de un laboratorio de innovación digital (entendido como espacio  
de intercambio y análisis de ideas).

Si4 Evalúa las opciones internas y externas disponibles.

Si5 Escala las innovaciones en el modelo de negocio.

Si6 Establece una velocidad de ejecución de las propuestas adecuada.

Si7 Reasigna recursos rápidamente.

Si8 Acepta la constante redirección y el cambio.

Si9 Acelera las respuestas estratégicas.

Consolidación digital (Digital transforming)

Tr1 Participa en ecosistemas digitales (por ejemplo, asociaciones, alianzas, etc.).

Tr2 Interactúa con múltiples socios externos.

Tr3 Aprovecha las nuevas capacidades proporcionadas por el ecosistema.

Tr4 Integra en el equipo directivo a un responsable digital.

Tr5 Digitaliza los modelos de negocio.

Tr6 Apoya su estructura de organización en equipos de trabajo.

Tr7 Considera y reconoce la madurez digital de los empleados.

Tr8 Atrae talento digital externo.

Tr9 Impulsa el conocimiento digital dentro de la organización.



Funciones del Chief Digital Officer 
 

Tras una profunda revisión de la literatura, no se localizó un instrumento de 
medida que permitiera evaluar las funciones adscritas a un CDO y de este modo 
medir el impacto que tiene un responsable desarrollando esas tareas en nuestro 
modelo. Así que la configuración de esta variable fue distinta, ya que necesitó 
realizar un estudio Delphi previo, que se ha descrito en el epígrafe 2.2.  

Se pidió a los encuestados que indicaran en una escala Likert de 5 puntos, 
desde 1, que es nada, hasta 5, que es mucho, en qué medida en su organización 
existía un responsable del proceso de transformación digital que llevara a cabo 
las funciones que se detallan en la Tabla 5. 

 
TABLA 5. Ítems utilizados para evaluar las funciones del CDO 

 
 
Fuente: Elaboración propia. 

 
Valores digitales 

 
La empresa cuenta con distintas herramientas para enviar de forma regular men-
sajes tanto a máximos responsables como a subordinados. Estos mensajes pueden 
contener información, procedimientos, códigos de conducta o incluso la misión de 
la empresa. Estas herramientas pueden ser, por ejemplo, newsletters, correos elec-
trónicos, presentaciones orales formales e informales, contactos directos entre 
compañeros o incluso eventos sociales. Así, siguiendo a Henri (2006), se pidió a los 
encuestados que indicaran en una escala Likert de 5 puntos, desde 1, que es nada, 
hasta 5, que es mucho, en qué medida estaban de acuerdo con las siguientes afir-
maciones. En la Tabla 6 se pueden ver los ítems utilizados en la encuesta. 

Ítem Descripción del ítem

CDO2 Comprende las técnicas de análisis de datos.

CDO3 Persigue cambios estratégicos en los procesos, productos, servicios y modelo de 
negocio de su organización basados en tecnologías digitales.

CDO4 Aporta una visión agregada y estratégica de todas las iniciativas en curso gestionando 
la transformación digital en su organización.

CDO5 Concilia los valores existentes en su organización con las innovaciones digitales.

CDO6 Ayuda a utilizar las tecnologías digitales para generar valor en su organización.
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TABLA 6. Ítems utilizados para evaluar los valores digitales  
que transmite la empresa  

 

Fuente: Elaboración propia.
 

 
Éxito de la transformación digital 

 
La variable dependiente se estimó a partir de trabajos como el de López et al. 
(2016). En estos trabajos se evalúa el rendimiento empresarial en base a las 
percepciones que los responsables tienen sobre las mejoras conseguidas a raíz 
de la implantación o introducción de un elemento nuevo. En nuestro trabajo, 
se evalúa el éxito de la transformación digital en base a la percepción del en-
cuestado sobre cuatro factores vinculados con el rendimiento empresarial: 

 
• Posición competitiva de la empresa 
• Imagen de la organización para los diferentes grupos de interés  

(proveedores, clientes, accionistas, trabajadores, etc.) 
• Valor de la organización para los socios 
• Grado de consecución de las expectativas  

 
Así, utilizando una escala Likert de 5 puntos que va desde 1, totalmente en 

desacuerdo, hasta 5, totalmente de acuerdo, los encuestados indicaron su va-
loración en relación al efecto que la transformación digital había provocado en 
sus organizaciones, en los últimos tres años, sobre estos 4 factores, que se ven 
en la Tabla 7. 

Ítem Descripción del ítem

Va1 En nuestra organización estamos dispuestos a asumir riesgos ante los nuevos 
desafíos digitales.

Va2 En nuestra organización se comparte un compromiso con la innovación y el 
desarrollo digital.

Va3 En nuestra organización se considera importante disponer de recursos para afrontar 
los desafíos digitales.

Va4 El equipo directivo considera importante hacer frente a los nuevos retos digitales.
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TABLA 7. Ítems utilizados para evaluar el éxito de la transformación digital 

 
 
Fuente: Elaboración propia. 

 
3.3. Descriptivos de los participantes 

 
A continuación, se detallan los descriptivos de la muestra, formada por 337 or-
ganizaciones, en las que se fundamenta este informe. En primer lugar, se ex-
pone la información sobre el perfil de los encuestados y, a continuación, las 
características de las organizaciones a las que pertenecen. 

 
Perfil demográfico de los encuestados 
 
Género. Respecto al género de los encuestados, se observa un relevante sesgo 
hacia el género masculino, que alcanza el 67% del total. Considerando que 
todos los encuestados ostentan puestos directivos, es decir, con responsabilidad 
en la toma de decisiones, el dato obtenido concuerda con la conocida brecha de 
género todavía presente en los puestos de alta dirección. 
 
Edad. La media de edad de los encuestados es de 38 (37,97) años, si bien la dis-
persión de edades es amplia, entre un máximo de 80 y un mínimo de 19 años.   
 
Cargo que ocupa en la organización. Destaca la gran diversidad de cargos de los en-
cuestados, reflejando la multidisciplinariedad necesaria en los procesos de la trans-
formación digital, que puede ser liderada desde diferentes perspectivas, según las 
características de cada organización (véase Figura 4). De hecho, la opción “Otros” 
es la que mayor porcentaje de respuestas ha recibido. Entre las opciones preesta-

Factor Ítem Descripción de ítem

Éxito de la 
transforma-
ción digital

Éxito 1 Está mejorando la posición competitiva en el entorno en el que 
opera la organización.

Éxito 2 Está mejorando la imagen de la organización ante los distintos 
stakeholders (proveedores, clientes, accionistas, trabajadores, etc.).

Éxito 3 Está mejorando el valor de la organización para sus miembros, 
socios, accionistas y/o inversores.

Éxito 4 Las expectativas depositadas en la transformación digital  
de su organización se están cumpliendo.
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blecidas, después del puesto de responsable de marketing, es el de responsable de 
control de gestión o controller el que mayor participación ha tenido, con un 12,5%, 
en línea con otros estudios sobre los nuevos roles y funciones del controller del 
siglo XXI (GCCI, 2016), que avanzan la evolución de la profesión hacia el liderazgo 
en temas relacionados con la transformación digital, la gestión y el análisis de 
datos para la toma de decisiones.  

 
FIGURA 4. Cargo ocupado en la organización 

 
Fuente: Elaboración propia. 

 
Antigüedad en la organización. El control del año de incorporación del encues-
tado permite deducir que la antigüedad en la organización es, en término 
medio, de casi 7 años (6,97), si bien este dato está influido por algunos valores 
muy altos. Un valor central más robusto sería el tiempo mediano, que fue de 3 
años y que quizás sea una visión más acorde con la realidad observada en la dis-
tribución de frecuencias. De hecho, un total del 44% de participantes tienen 
una antigüedad inferior o igual a 2 años en la organización y un 6% declara lle-
var menos de un año en la misma. 
 
Antigüedad en el puesto actual. Se observa que la gran mayoría de los encuestados 
se ha incorporado al puesto actual en los últimos 5 años (78%). Debido, como en 
el caso anterior, a la gran dispersión de los valores, la mediana que asciende a 2 
años es más representativa del perfil de los encuestados que la media de 4,26 
años. El 57% de la muestra lleva ocupando su puesto menos de 2 años y tan solo 
el 14% declara ocupar el puesto actual más de 10 años en su organización.  
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Perfil de las empresas participantes 
 

Sector. Los sectores en los que las empresas desarrollan su actividad principal 
son extremadamente variados. El 50% de las empresas pertenecen al sector de 
la distribución, al industrial (textil y químico, sobre todo) y en menor medida a la 
construcción y a la alimentación. El otro 50% se distribuye en un número muy 
amplio de sectores que hace que prácticamente todos estén incluidos. Además, 
en “Otros” se incluyen 41 observaciones que conforman un grupo muy hetero-
géneo de empresas entre las que podemos encontrar desde ONG, servicios de 
atención a mayores, biotecnología o centros tecnológicos públicos o de apoyo al 
I+D (véase Figura 5). 

 
FIGURA 5. Sectores a los que pertenecen las empresas participantes 

Tamaño medio. El número mínimo de empleados exigido para la cumplimenta-
ción del cuestionario en el presente estudio ha sido de 10. La empresa con mayor 
número de empleados alcanza los 90.000, de modo que, de nuevo, la gran dis-
persión arroja un dato medio poco representativo.  

 
 

Antigüedad de la organización. En cuanto a la antigüedad de la organización, es 
de señalar que han contestado al cuestionario tanto organizaciones con pocos 
años de vida como organizaciones con una antigüedad elevada. La media su-
pera levemente los 27 años (27,12) pero este número esconde una gran hetero-
geneidad. Las empresas jóvenes, de menos de 5 años de vida, han supuesto el 
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11% de la muestra; el 75% de la muestra está compuesto por organizaciones 
consolidadas de entre 5 y 50 años de antigüedad; un 11% corresponde a orga-
nizaciones de más de 50 años y el 3% restante no ha contestado a este dato en 
el cuestionario. Estos datos reflejan el alcance de los procesos de transforma-
ción digital, los cuales parecen ser independientes de la antigüedad de la or-
ganización.  
 
Tipo de organización: Pública vs privada. Puesto que los procesos de transforma-
ción digital impactan en organizaciones tanto públicas como privadas, el acceso 
al cuestionario se abrió a ambos tipos de entidades, si bien se ha conseguido reco-
pilar información mayoritariamente del sector privado. 
 
Tipo de organización: Familiar vs no familiar. Desde el punto de vista de la pro-
piedad del capital, casi un tercio de los encuestados afirman pertenecer a em-
presas familiares (se considera empresa familiar cuando el 50% del capital o 
más está en manos de una familia).  
 
Grupo empresarial. Por último, el estudio ha tenido en cuenta si la organización 
participante pertenece a un grupo empresarial o no. En la muestra conseguida 
hay una clara mayoría de organizaciones que han indicado pertenecer a un 
grupo empresarial, alcanzando el 59%. Al respecto, en el cuestionario se solicitó 
que fuera cumplimentado teniendo en cuenta las características de la organi-
zación a la que el encuestado pertenecía y no las del grupo empresarial. 

 
Caracterización del encuestado y empresas  

 
En esta fase intermedia del proyecto, después de transcurridos aproximadamente 
6 meses desde la concesión, estamos en disposición de presentar unos resultados 
preliminares sobre volumen de respuestas, descriptivos básicos de los encuesta-
dos y, lo más importante, características de las empresas consultadas.  
 
Perfil del encuestado. Las personas con responsabilidad en la empresa que han 
contestado el cuestionario: 

 
• Son mayoritariamente varones (67%), con una edad media de 38 años y ocu-

pan una gran variedad de cargos distintos que impiden establecer un perfil res-
ponsable dominante.  
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• Tienen una antigüedad media en la organización de 7 años y ostentan el cargo 
actual de media desde hace 4 años.  

 
Perfil de la empresa participante. Las empresas para las que tenemos datos se 
caracterizan por: 

 
• Tamaño medio de 1.853 trabajadores. Estamos ante una muestra de empresas 

de un tamaño considerable. En la muestra se incorporan organizaciones con 
un mínimo de 10 trabajadores y también empresas que cuentan con 90.000, 
75.000, 60.000 y 48.000 empleados. Eliminando de la muestra todas las em-
presas que superan los 50.000 trabajadores, el tamaño medio sigue siendo ele-
vado, pues alcanza 1.188 trabajadores.  

 
• Edad media de 27 años. Son empresas con trayectoria, pues la edad media es alta. 

A pesar de que el proyecto se presentaba a los potenciales colaboradores mos-
trando un interés por cuestiones “digitales”, la muestra no se ha sesgado hacia 
empresas jóvenes centradas en las TIC, en el comercio en línea o en cualquier 
otra tecnología emergente. Dada la edad media, la muestra está constituida por 
un volumen importante de empresas que llevan muchos años en el mercado y 
que, por tanto, nacieron antes de la digitalización y se han tenido que adaptar a 
ella. Este tipo de empresas es especialmente interesante para analizar los procesos 
relacionados con la transformación digital frente a las empresas nativas digitales, 
ya concebidas bajo la óptica de los recursos y estrategias digitales disponibles. 

 
• Son entidades fundamentalmente privadas (94%). Esto es lógico, pues las bases 

de datos consultadas son fundamentalmente de empresas del sector privado, si 
bien hemos tratado de contactar también con entidades públicas, tanto de ámbito 
local (diputaciones y ayuntamientos) y regional (servicios autonómicos de salud 
y universidades), como nacional (portuario y tributario) para tener representa-
ción del mayor número posible de tipos distintos de organizaciones. 

 
• Hay una representación muy significativa de empresas familiares (32%), aun-

que son más numerosas las no pertenecientes a grupo familiar (68%). Es, por 
tanto, una muestra muy equilibrada en relación a esta característica empresa-
rial de vital importancia a la hora de entender los procesos de toma de deci-
siones y las prácticas empresariales que se implementan, entre las cuales se 
encuentran los SCG. 
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• Están representados prácticamente todos los sectores de actividad, desde fa-
bricación a servicios financieros y de consultoría, desde textil a salud o inmo-
biliario, publicidad o energía y tecnológicos, e incluso educación, construcción 
o distribución. Ello implicará una riqueza en la muestra que posibilitará ana-
lizar los procesos de transformación digital en prácticamente cualquier sector 
de actividad, primario, secundario y terciario. 

 
 

4. Resultados 
 

4.1. Sistemas de Control de Gestión (SCG) 
 

El uso de los sistemas de creencias en las organizaciones de la muestra está am-
pliamente extendido. Más del 70% de las organizaciones están bastante o muy 
de acuerdo cuando se les consulta sobre la comunicación de la misión y de los 
valores entre los trabajadores (véase Figura 6). Son resultados muy altos que 
informan de que las organizaciones cuentan con un sistema de creencias del 
que los trabajadores son partícipes. 

 
FIGURA 6. Respuestas sobre el uso del sistema de creencias 

Fuente: Elaboración propia. 

 
Del mismo modo, el grado de conformidad con los ítems vinculados a los sistemas 
de límites supera el 70%, cercano al 80% en tres de ellos (véase Figura 7). Esto quiere 
decir que, en las empresas en las que trabajan los encuestados, los códigos de con-
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ducta, los riesgos que hay que evitar, los comportamientos fuera de los límites o, al 
contrario, los apropiados, son conocidos por los trabajadores. Por tanto, de forma 
generalizada se puede afirmar que existe un sistema de límites. Además, comparado 
con el sistema de creencias, se observa una ligera preferencia hacia el uso de los sis-
temas de límites, si bien ambos enfoques cuentan con un alto grado de aceptación.  

 
FIGURA 7. Respuestas sobre el uso del sistema de límites 

Fuente: Elaboración propia. 

En la Figura 8 se muestran los resultados de las respuestas vinculadas con 
la valoración del uso diagnóstico de los SCG. Más del 80% de los encuestados 
considera que los SCG cumplen una función diagnóstica en su organización. 
Esto quiere decir que se opta de forma muy mayoritaria por un tipo de uso fo-
calizado en evaluar el grado de cumplimiento de los objetivos y en analizar des-
viaciones con respecto a las previsiones. Aproximadamente un 15% considera 
que su organización no utiliza los SCG bajo este enfoque. 

 
FIGURA 8. Respuestas sobre el uso por parte de la dirección de los SCG diagnóstico 

Fuente: Elaboración propia. 
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Si bien el uso interactivo está también ampliamente consolidado en las or-
ganizaciones encuestadas, dicho porcentaje es sensiblemente inferior al del uso 
diagnóstico, ya que entre el 65% y el 75% de los encuestados manifiestan utili-
zar los SCG de forma interactiva, es decir, más caracterizados por una comuni-
cación cara a cara, a través de un debate continuo y con reuniones más 
informales (véase Figura 9). 

 
FIGURA 9. Respuestas sobre el uso de los SCG interactivo 

 
Fuente: Elaboración propia. 

 
4.2. Capacidades dinámicas digitales 
 
Para conseguir el éxito en la transformación digital, las empresas deben tener 
una actitud proactiva que les posibilite detectar oportunidades digitales de me-
jora en su entorno. Esta actitud proactiva se sustenta en una mentalidad digital 
y emprendedora que permite identificar y analizar esas oportunidades. En 
nuestra muestra (véase Figura 10) el 60% de los encuestados manifiesta que la 
organización en la que trabaja tiene esas capacidades. Aun siendo un porcentaje 
de observaciones muy aceptable podemos afirmar que todavía hay margen de 
mejora. Un uso adecuado de las prácticas empresariales o SCG podría potenciar 
esta capacidad.
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FIGURA 10. Respuestas obtenidas para evaluar la capacidad de exploración digital 
(digital sensing) 

Fuente: Elaboración propia. 

 
También resulta esencial, después de detectada la oportunidad digital, in-

tegrarla adecuadamente en la organización, es decir, sin retraso ni obstáculos 
insalvables. Ello permitirá que la empresa pueda aprovechar adecuadamente 
los beneficios derivados del proceso de transformación digital en el que está in-
mersa. En nuestra muestra, aunque el 50% de las empresas tienen un nivel ade-
cuado de esta capacidad, también hay bastante margen de mejora (véase Figura 
11). No es fácil modificar el modo de trabajar en una organización ya consoli-
dada. La resistencia al cambio siempre está presente. Las empresas deben esti-
mular esta capacidad de asimilación digital utilizando los SCG que mejor se 
adecúen al fomento de la misma. 
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FIGURA 11. Respuestas obtenidas para evaluar la capacidad de asimilación digital 
(digital seizing) 

 
Fuente: Elaboración propia. 

 
Si detectar la oportunidad (capacidad de exploración digital) e integrarla 

(capacidad de asimilación digital) es esencial para el éxito de la transformación 
digital, no lo es menos consolidar esos cambios en la organización. Ello requiere 
una continua retroalimentación con el entorno, siempre cambiante. Algo esen-
cial cuando hablamos de tecnologías digitales, las cuales se caracterizan por su 
gran potencial disruptivo. En este caso, la muestra arroja un porcentaje en torno 
al 60% (véase Figura 12). El estímulo de esta capacidad es esencial para man-
tenerse en el medio a largo plazo y lograr consolidar estratégicamente una ver-
dadera transformación digital. Los SCG que estimulen esta capacidad pueden 
ser esenciales, y el análisis de cuáles son los más adecuados proporcionará in-
formación muy valiosa a la organización.
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0%     10%    20%     30%   40%    50%   60%   70%    80%   90%    100%

Acuerdo              Ni de acuerdo ni en desacuerdo              Desacuerdo

… acelera las respuestas estratégicas 

 
 
 

… acepta la constante redirección y el cambio 

 
 
 

… reasigna recursos rápidamente 

 

 
… establece una velocidad de ejecución  
de las propuestas adecuada 

 
 

… escala las innovaciones en el modelo  
de negocio 

… evalúa las opciones internas y externas  
disponibles 

 
 

… dispone de un laboratorio de innovación  
digital (entendido como espacio de  
intercambio y análisis de ideas) 
 

… utiliza una metodología ágil para desarrollar  
nuevos modelos de negocio o productos 

… crea rápidamente una propuesta viable  
(producto mínimo viable)



FIGURA 12. Respuestas obtenidas para evaluar la capacidad de consolidación digital 
(digital transforming) 

 
Fuente: Elaboración propia. 

 
4.3. Funciones del CDO 

 
Los ítems propuestos para evaluar las funciones que realiza el CDO, según la 
validación previa a través de un estudio Delphi, han arrojado un alto grado de 
aceptación entre las organizaciones encuestadas. Esto nos lleva a concluir que 
la gran mayoría de las empresas cuentan con un responsable que asume las fun-
ciones del CDO. Por tanto, parece evidente, según la práctica empresarial, que 
los procesos de transformación digital necesitan de un responsable que asuma 
el rol de quien concilia la visión estratégica, quien integra y aprovecha las opor-
tunidades digitales para incorporarlas al modelo de negocio y obtener el má-
ximo rendimiento.  

La figura del CDO, que hace no tantos años ni existía, hoy pasa a ser un per-
fil necesario en cualquier empresa que asuma el reto digital. Los valores bajos 
pueden indicar bien que existe un desacuerdo con las funciones que debería 
asumir el CDO, o bien que la organización no cuenta todavía con una figura que 
asuma específicamente dichas funciones, aunque esté liderando el proceso de 
transformación digital de la misma, como se ve en la Figura 13. 
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Acuerdo              Ni de acuerdo ni en desacuerdo            Desacuerdo

0%     10%   20%    30%  40%   50%  60%   70%    80%  90%  100%

… impulsa el conocimiento digital dentro  
de la organización 
 
… atrae talento digital externo 
 
… considera y reconoce la madurez digital 
de los empleados 
 
… apoya su estructura de organización  
en equipos de trabajo 
 
… digitaliza los modelos de negocio 
 
… integra en el equipo directivo a un responsable 
digital 
 
… aprovecha las nuevas capacidades  
proporcionadas por el ecosistema 
 
… interactúa con múltiples socios externos 
 
… participa en ecosistemas digitales  
(por ejemplo, asociaciones, alianzas, etc.)
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FIGURA 13. Respuestas sobre las funciones que realiza el Chief Digital Officer 
(CDO) 

Fuente: Elaboración propia. 

4.4. Valores digitales 
 

El sistema de creencias tiene que transmitir unos valores compatibles con los 
procesos de transformación digital. Por ello se consultó también sobre la exis-
tencia de esos valores compartidos por el conjunto de la empresa. Una empresa 
dispuesta a asumir los retos de la era digital responderá con más eficacia al de-
safío que suponen los “cambios en el modo en el que se hacen las cosas”, siem-
pre y cuando sus trabajadores compartan estos valores digitales. La presencia 
de valores digitales alcanza un porcentaje muy elevado en nuestra muestra, en 
torno al 80%. Lo vemos a continuación en la Figura 14. 

 
FIGURA 14. Respuestas para evaluar los valores digitales que transmite la empresa 

Fuente: Elaboración propia. 
 

Acuerdo            Ni de acuerdo ni en desacuerdo        Desacuerdo

0%     10%   20%   30%  40%  50%  60%   70%   80%  90%  100%

Acuerdo              Ni de acuerdo ni en desacuerdo            Desacuerdo

0%     10%   20%    30%  40%   50%  60%   70%    80%  90%  100%

Ayuda a utilizar las tecnologías digitales para gene-
rar valor en su organización 
 
 
Concilia los valores existentes en su organización 
con las innovaciones digitales 
 
Aporta una visión agregada y estratégica de todas 
las incitativas en curso gestionando la  
transformación digital en su organización 
 
Persigue cambios estratégicos en los procesos,  
productos, servicios y modelo de negocio de su  
organización basados en tecnologías digitales  
 
Comprende las técnicas de análisis de datos 
 
 
 
Trabaja continuamente en aprovechar al  
máximo las nuevas oportunidades digitales

El equipo directivo considera importante hacer frente 
a los nuevos retos digitales 
 
En nuestra organización se considera importante  
disponer de recursos para afrontar los desafíos 
 
En nuestra organización se comparte un compromiso 
con la innovación y el desarrollo digital 
 
En nuestra organización estamos dispuestos a asumir 
riesgos ante los nuevos desafíos digitales



4.5. Éxito de la transformación digital 
 

En un elevado porcentaje (75%), los participantes consideran que, en los últi-
mos tres años y debido a los procesos de transformación digital, su organización 
ha mejorado su imagen, ha incrementado sus resultados y, además, tiene una 
mejor posición competitiva. En estos tres ítems las respuestas que muestran 
acuerdo superan el 70%. Sin embargo, la respuesta no es tan abrumadoramente 
positiva, y baja el porcentaje hasta el 65% con el ítem relativo a las expectativas 
depositadas en los efectos positivos derivados de la transformación digital. Las 
organizaciones consideran que aún tienen margen para beneficiarse más de 
estos procesos, como vemos en la Figura 15. 

 
FIGURA 15. Respuestas para evaluar el éxito de la transformación digital 

Fuente: Elaboración propia. 
 

5. Conclusiones preliminares 
 

El objetivo principal de este estudio es analizar el impacto de los SCG en el éxito 
de la transformación digital a través del estímulo de las capacidades dinámicas 
digitales. En cumplimiento de dicho objetivo de investigación, este trabajo se 
ha centrado en una primera fase de recopilación de datos y organización de la 
información efectuada durante los seis primeros meses del proyecto y anticipa 
posibilidades a explorar en los próximos años.  

La recogida de datos llevada a cabo incorpora empresas españolas y colom-
bianas. El trabajo de campo ha sido arduo y complejo. A la ya de por sí compli-
cada tarea de conseguir respuestas de perfiles directivos se ha de añadir la 
delicada situación económica que estamos viviendo por la pandemia de la 
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Acuerdo              Ni de acuerdo ni en desacuerdo            Desacuerdo

0%     10%  20%   30%  40%   50%  60%   70%   80%  90%  100%

Las expectativas depositadas en la transformación  
digital de su organización se están cumpliendo 
 
 
Está mejorando el valor de la organización para sus 
miembros, socios, accionistas y/o inversores 
 
Está mejorando la imagen de la organización ante  
distintos stakeholders (proveedores, clientes,  
accionistas, trabajadores, etc.) 
 
Está mejorando la posición competitiva en  
el entorno en el que opera la organización 



COVID-19 y la sobrecarga de trabajo que han tenido que asumir las organiza-
ciones. Esta circunstancia ha hecho más difícil, si cabe, conseguir respuestas al 
cuestionario. 

En este sentido, en primera instancia la participación de empresas vincu-
ladas con organismos que fomentan la transformación digital fue muy pobre 
(9 respuestas). El apoyo de las redes sociales (78 respuestas) y un insistente tra-
bajo de llamadas telefónicas y correos (250 respuestas) han sido las vías que nos 
han permitido alcanzar este volumen de respuestas (337).  

De esta forma, se pudieron procesar y organizar los datos disponibles hasta 
el 19 de julio de 2021, para obtener una serie de conclusiones preliminares, ba-
sadas en un análisis descriptivo, sobre las hipótesis de trabajo planteadas en 
nuestro modelo. 

Para ello, hemos complementado el estudio realizado en el epígrafe 4, en 
el que se recogen datos agregados sobre el total de la muestra, con unos cál-
culos adicionales que nos permiten clasificar la presencia, o no, de las varia-
bles del modelo. A partir de los valores obtenidos en los ítems de cada 
variable, se han clasificado las observaciones dependiendo de si los valores 
medios son iguales o superiores a 4 (sobre 5).  A continuación se detallan las 
conclusiones preliminares obtenidas para cada una de las hipótesis planteadas 
en este estudio: 

 
H1.1. El énfasis que las empresas ponen en el sistema de creencias se asocia po-
sitivamente con todas las capacidades dinámicas digitales (sensing, seizing y 
transforming). El 61% de las organizaciones de la muestra afirman tener un sis-
tema de creencias. De estas, la mayoría (68%, 59% y 62%) consideran que tie-
nen las capacidades dinámicas digitales de sensing, seizing y transforming 
desarrolladas, como se puede ver a continuación, en la Tabla 8.  

 
TABLA 8. Sistema de creencias y capacidades dinámicas digitales  

de sensing, seizing y transforming 

 

Nº % Sensing 
(Sí)

Seizing 
(Sí)

Transforming  
(Sí)

Valores 
digitales 

(Sí)

Funciones 
CDO (Sí)

Éxito 
TD (Sí)

Sistema de  
límites (No) 130 39% 24% 14% 12% 12% 29% 32%

Sistema de  
límites (Sí) 207 61% 68% 59% 62% 62% 70% 77%

337 100% 51% 42% 43% 43% 54% 60%
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H2.1. El énfasis que las empresas ponen en el sistema de límites se asocia posi-
tivamente con las capacidades dinámicas digitales de seizing y transforming. El 
66% de las organizaciones de la muestra afirman tener un sistema de límites. 
De estas, aproximadamente la mitad (57% y 54%) consideran que tienen desa-
rrolladas las capacidades dinámicas digitales de seizing y transforming. Asi-
mismo, de las empresas que no disponen de un sistema de límites (34%), solo 
consiguen desarrollar las capacidades de seizing y transforming el 12% y el 19% 
respectivamente. Se recogen los datos en la Tabla 9. 

 
TABLA 9. Sistema de límites y capacidades dinámicas digitales  

de seizing y transforming 

 
 

H3.1. El énfasis que las empresas ponen en el sistema de control de gestión in-
teractivo se asocia positivamente con las capacidades dinámicas digitales de 
sensing y seizing. El 53% de las organizaciones de la muestra afirman tener un 
uso interactivo de los SCG. De estas, el 77% y el 68% alcanzan valores muy re-
levantes en el desarrollo de las capacidades dinámicas digitales de sensing y sei-
zing, respectivamente, como se ve en la Tabla 10.  

 
TABLA 10. SCG interactivo y capacidades dinámicas digitales de sensing y seizing 

 

Nº % Seizing 
(Sí)

Transfor-
ming (Sí)

Valores 
digitales (Sí)

Funciones 
CDO (Sí)

Éxito TD 
(Sí)

Sistema de 
límites (No) 113 34% 12% 19% 19% 27% 32%

Sistema de 
límites (Sí) 224 66% 57% 54% 54% 67% 74%

337 100% 42% 43% 43% 54% 60%

Nº % Sensing (Sí) Seizing (Sí) Valores 
digitales (Sí)

Funciones 
CDO (Sí)

Éxito TD 
(Sí)

SCGi (No) 160 47% 22% 13% 14% 28% 37%

SCGi (Sí) 177 53% 77% 68% 68% 77% 89%

337 100% 51% 42% 43% 54% 60%
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H4.1. El énfasis que las empresas ponen en el sistema de control de gestión 
diagnóstico se asocia positivamente con la capacidad dinámica digital de trans-
forming. El 70% de las organizaciones de la muestra afirman tener un uso diag-
nóstico de los SCG. De estas, el 56% desarrollan con éxito la capacidad dinámica 
de transforming, mientras que solo el 12% de las empresas que no usan de forma 
diagnóstica estos sistemas consiguen desarrollar dicha capacidad. Lo podemos 
ver reflejado en la Tabla 11. 

 
TABLA 11. SCG diagnóstico y capacidades dinámicas digitales de transforming 

 
 

Asimismo, los resultados parecen indicar que los valores digitales y las fun-
ciones del CDO van a ser, efectivamente, variables moderadoras entre los SCG 
y las capacidades dinámicas digitales, ya que, en todas las relaciones probadas 
anteriormente, coincide además que la mayor parte de las organizaciones tie-
nen valores digitales asentados y una intensidad relevante en el desarrollo de 
las funciones que han sido adscritas, en este estudio, al CDO. 

Como conclusión, los resultados sugieren que los SCG van a impactar de 
forma positiva en el éxito de la transformación digital a través de su influencia 
en las capacidades dinámicas digitales, al existir una coincidencia entre las em-
presas que afirman usar alguno de los SCG, el desarrollo de las distintas capa-
cidades dinámicas y una percepción elevada del éxito alcanzado en el proceso 
de transformación digital.  

Finalmente, ha sido muy satisfactorio el interés que ha suscitado este pro-
yecto en la comunidad científica y el apoyo recibido desde numerosos investi-
gadores internacionales de Latinoamérica. Por ello, esperamos, dadas las 
conclusiones preliminares obtenidas, que las hipótesis sean contrastadas esta-
dísticamente en una próxima etapa del proyecto y se abran futuras líneas de co-
laboración a medio plazo. 

Nº % Transformig 
(Sí)

Valores 
digitales (Sí)

Funciones 
CDO (Sí)

Éxito TD 
(Sí)

SCGd (No) 102 30% 12% 12% 25% 29%

SCGd (Sí) 235 70% 56% 56% 66% 73%

337 100% 43% 43% 54% 60%
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Anexos 
 
 

Anexo I 
Priorización de los ítems para ser incluidos en el cuestionario del estudio 

 

Ítem Consenso Scoring 
consenso

El CDO tiene un enfoque estratégico, es decir, gestiona la transformación 
digital en su organización desde una perspectiva global, integrada y a largo 
plazo.

Acuerdo 100%

El CDO aporta una visión agregada y estratégica de todas las iniciativas 
digitales en curso. Acuerdo 100%

El CDO debe conciliar los valores organizativos existentes en su empresa  
con las innovaciones digitales. Acuerdo 100%

El CDO persigue cambios estratégicos en los procesos, productos, servicios  
y modelo de negocio de su organización basados en tecnologías digitales. Acuerdo 92,9%

El CDO ayuda a utilizar las tecnologías digitales para generar valor  
en su organización. Acuerdo 92,9%

El CDO comprende las técnicas de análisis de datos. Acuerdo 92,9%

El CDO trabaja continuamente en aprovechar al máximo las nuevas 
oportunidades digitales. Acuerdo 92,9%

El CDO potencia la implementación de tecnologías digitales que pueden 
mejorar los productos, las relaciones con los clientes y la posición competitiva 
de su organización.

Acuerdo 92,8%

El CDO alinea el proceso de transformación digital con la estrategia  
de digitalización de la empresa. Acuerdo 92,8%

El CDO coordina todas las iniciativas digitales de la organización. Acuerdo 85,8%

El CDO fomenta la visibilidad, la priorización y la coordinación  
de los esfuerzos digitales en su organización. Acuerdo 85,8%

El CDO utiliza una gran variedad de datos para evaluar el enfoque de negocio 
de su organización. Acuerdo 85,7%

El CDO potencia, en su organización, capacidades de análisis de datos tanto 
desde fuentes internas como externas. Acuerdo 85,7%

El CDO requiere tener una mentalidad de “no necesitamos construir y crear 
todo”, alentando a buscar las opciones disponibles, incluidas las redes sociales, 
el crowdsourcing y otras plataformas.

Acuerdo 85,7%
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El CDO debe estar liberado de la responsabilidad de mantener  
la infraestructura de IT ya existente en su organización. Acuerdo 85,7%

El CDO coordina el trabajo de quienes se dedican a la digitalización de la empresa 
en distintos departamentos y a diferentes niveles jerárquicos. Acuerdo 85,7%

El CDO necesita tener un amplio conocimiento de las tecnologías digitales. Acuerdo 85,7%

El CDO coordina los nuevos proyectos de innovación digital  
con las iniciativas de IT ya existentes. Acuerdo 85,7%

El CDO trabaja para mejorar la experiencia con el cliente a través de 
tecnologías como las redes sociales y la informática móvil, así como un análisis 
intensivo de los datos del cliente.

Acuerdo 78,6%

El CDO explora activamente el entorno en busca de tecnologías digitales 
emergentes. Acuerdo 78,6%

El CDO tiene la libertad y la flexibilidad para experimentar con las distintas 
tecnologías digitales disponibles en el mercado. Acuerdo 78,6%

Las funciones del CDO son diferentes a las de los responsables  
de IT en su organización. Acuerdo 78,6%

Uno de los objetivos importantes del CDO es reducir el tiempo de ciclo 
requerido para que las diferentes áreas de su empresa consideren  
e incorporen innovaciones digitales.

Acuerdo 78,6%

El CDO adopta un enfoque ágil de la innovación e impulsa continuamente 
la experimentación y la interacción con las tecnologías digitales emergentes. Acuerdo 78,6%

El CDO pertenece al equipo de dirección de la empresa. Acuerdo 78,5%

El CDO está comprometido con el desarrollo de capacidades digitales  
en las áreas relevantes de la organización. Acuerdo 78,5%

El CDO lidera la transformación digital en toda la organización. Acuerdo 78,5%

El CDO no necesita ser experto técnico, es decir, no necesita poder analizar los 
datos directamente, pero sí necesita comprender lo que los datos pueden hacer 
por su organización.

Acuerdo 78,5%
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Anexo II 
Difusión de los resultados 

 
Tesis doctorales (en desarrollo)  

 
BERBEL VERA, José: Three essays on the importance of management control systems 

and chief digital officer for achieve digital transformations success, Universidad 
de Valencia. Codirectores: González Sánchez, María Beatriz y Barrachina Pa-
lanca, Mercedes. 

 
Artículos en proceso para ser enviados a revistas científicas 

 
BARRACHINA PALANCA, Mercedes; GONZÁLEZ SÁNCHEZ, María Beatriz y BERBEL 
VERA, José: A CDO’s Key Functions for Successful Digital Transformation: Insights 
from a Delphi Study. 

 
Working papers (proyectos) 

 
BERBEL VERA, José; GONZÁLEZ SÁNCHEZ, María Beatriz y BARRACHINA PALANCA, Mer-

cedes: “Effect of Management Control Systems on Digital Transformation: 
the moderating effect of leadership”. 

BERBEL VERA, José; BARRACHINA PALANCA, Mercedes y GONZÁLEZ SÁNCHEZ, María 
Beatriz: “Management Control Systems: Developing Dynamic Capabilities 
for Digital Transformation of incumbents firms”. 

 
Comunicaciones presentadas en congresos 

 
BERBEL VERA, José; GONZÁLEZ SÁNCHEZ, María Beatriz y BARRACHINA PALANCA, Mer-

cedes (2021): “Building dynamic capabilities for digital transformation: The 
role of management control systems”, VII Research Forum on Challenges in 
Management Accounting and Control. Disponible en:  http://aicogestion.org 
/viii-research-forum-on-challenges-in-management-accounting-and-con-
trol/ Sevilla, 28-29 de junio de 2021. 

 
Vínculo del vídeo divulgativo TRD: https://www.youtube.com/watch?v=7wRr 
65fsUhU. 
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Este volumen presenta los estudios más relevantes de la primera edición del 
programa “Digitalización inclusiva y sostenible en America Latina”, una ini-
ciativa de Telefónica y Fundación Carolina en apoyo a trabajos procedentes 
de la academia, centros de análisis e institutos científicos, que generen cono-
cimiento experto, de utilidad para el diseño e implementación de estrategias 
innovadoras verdes e inclusivas, tanto en el sector privado como en el público. 
Telefónica y Fundacion Carolina colaboran desde el año 2000 en proyectos 
de cooperación iberoamericana en materia de ciencia, cultura, tecnología e 
innovación; con esta iniciativa fomentan la reflexión y el debate en torno a una 
digitalización que contribuya a fortalecer las instituciones democráticas, me-
jorar la productividad, estrechar las disparidades sociales, formar en compe-
tencias tecnológicas, y garantizar la sostenibilidad medioambiental.




